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INTRODUCCIÓN 

 

 

Desde hace más de una década , nuestros familiares privados 

arbitrariamente de su libertad , mueren a un promedio de dos por mes sin 

el reconocimiento de sus derechos  por parte del Estado.  Su situación 

empeora lentamente con el transcurso del tiempo, ante la indiferencia 

de los agentes estatales  que soslayan la ilegalidad de los procesos a los 

que son sometidos.  

Los jueces federales presionados por el Poder Ejecutivo de los gobiernos 

kirch neristas claudicaron ante sus obligaciones constitucionales y violaron 

masivamente los derechos de miles de civiles y militares para 

encarcelarlos arbitrariamente al sólo efecto de  satisfacer las necesidades 

políticas y económicas de ese grupo de poder.  

Pese al cambio de gobierno , que proclamó la independencia de los 

magistrados , éstos quedaron atrapados entre las artimañas de su propia 

jurisprudencia punitiva contra la que no pue den retroceder .  

 

 

El resultado evidente es que esos jueces no tienen otra opción que 

abroquelarse corporativamente y sostener falsamente que lo actuado 

fue obrado con estricto ape go a los principios del derecho, pues 

Hijos & nietos ante los tribunales de Santa Fe. 
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cualquier sentencia  ajustada a derecho pone en evidencia que los 

numerosos magistrados que participaron de esta òPol²tica de Estadoó 

cometi eron delitos  e instalaron la inseguridad jurídica que afecta a toda 

la sociedad.  

Hoy no queda duda alguna que todo se trató de una maniobra política 

ideada por Kirchner y profundizada 

por Cristina Fernández con el 

beneplácito de  los organismos de 

derechos humanos , preparada  

para distraer a la sociedad de los 

problemas reales y encubrir la 

corrupción y el crecimiento del 

narcotráfico  vinculado a los 

funcionarios del kirchnerismo.  

La posición de los llamados 

organismos de derechos humanos , 

ubicados supuestamente del lado 

del discurso políticamente 

correcto,  inhibe  hablar con la 

ve rdad ; ni siquiera los mandatarios  

que visitaron la Argentina a 

principios de 2016 , pudieron 

soslayar el protocolo del nue vo 

gobierno  d irigido  a rendir 

homenajes a víctimas, que en sus 

propios países combaten sin 

miramiento ni  consideración algun a .  

Curiosamente mientras el presidente francés François  Hollande rendía 

homenaje a los supuestamente treinta mil desaparecidos , en los alegatos 

de la causa ESMA el ex diputado Zamora acusaba a los franceses de ser 

los autores de los procedimientos que se apli caron en la Argentina y que 

ellos emplearon en Argelia e indochina, al tiempo que ignoraba más de 

diecisiete mil víctimas inocentes directas y reales que dejó el terrorismo 

entre los que se  encontraban  varios  ciudadanos franceses como , Marcel 

Capdeville a  quien los Montoneros le volaron las dos manos con un sobre 

bomba en 1977.  

La combinación de la hipocresía política de los países centrales que por 

medio de verdaderas òONGõs de banderaó  purifican sus culpas y exigen 
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a los países periféricos el estricto cumplimiento de estos, han alimentado 

sostenidamente a l os organismos de derechos humanos de la Argentina 

durante años llevándolos a una posición política supuestamente 

hegemónica pero sesgada  y legitimad a por su propio discurso  que fue  

asumido como políti ca oficial por los gobiernos kirchneristas.    

Posición que se ha sustentado , negando la existencia de las víctimas 

inocentes que dejaron las actividades de violencia política ejercida por 

los integrantes de las organizaciones armadas terroristas , a quienes el 

Estado no ha reconocido sus derechos . Además de  las violaciones 

obradas sobre los presos políticos victimizados por un gobierno 

democrático que solía presumir de encontrarse a la vanguardia de los 

derechos humanos en el  mundo.  

Todo ello acom pañado por la actitud de m uchos políticos quienes para 

manifestarse en favor del  progresismo , opta n por imputarle a los presos 

políticos todo tipo de responsabilidades vinculadas al golpe de Estado 

de 1976 , con el marcado empleo de expresiones grandilocue ntes que no 

sólo alejan los hechos de la verdad sino que refuerzan el discurso del 

kirchnerismo, mantienen la estigmatización y se profundiza la grieta que 

la pacificación  pretende subsanar.   

La situación de los presos políticos no ha variado  sustancialme nte de la 

reflejada en anteriores informes, en las prisiones con el transcurso del  

tiempo se observa cada vez más gente caminando ayudada por un 

bastón, con cuellos ortopédicos, hay quienes usan muletas o se 

desplazan en silla de ruedas. Por esta razón he mos actualizado el texto 

de informes anteriores pero mantenemos su parte medular aunque algún 

cambio  menor  haya modificado circunstancialmente alguna práctica, 

porque refleja con claridad la injusta e ilegal situación por la que 

atravesó y continúa haciénd olo este grupo etario.  

En 2015 contamos la historia de Mirta Antón de 61 , años detenida, en la 

prisión de Bower ĭCórdoba ĭ es una de las 53 mujeres imputadas por 

delitos de lesa humanidad. Condenada a 7 años técnicamente en 

libertad condicional, permanece encerrada  las 24 hs. del día en un 

ambiente de 4x4mts cuya puerta permanece cerrada con candado 

desde hace seis años. Su v ida transcurre entre la cama y la silla. Recibe 

visitas una vez por semana en un lugar aislado de 2 x 2 mts.  
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Como la de Mirta Antón muchas son las historias de violaciones de 

derechos y tratos crueles que pueden recogerse entre los acusados 

cuyas edades v an desde los 58 a los 95 años, donde no faltan traslados 

gravosos cuando los detenidos son esposados, encadenados al piso del 

vehículo y encerrados en una jaula con candado, de manera tal que si 

ocurriera un accidente ĭen un país que registra el mayor índi ce de este 

tipo de eventos ĭ,  el detenido tendría su muerte asegurada. Todo ello en 

violación a las disposiciones legales vigentes.  

La dramática situación de los detenidos no sólo por lo injusto de los 

procesos a los que son sometidos, sino también por los  métodos 

empleados por los encargados de la guarda acostumbrados a tratar con 

delincuentes menores y más resistentes, no registra cambios sustantivos . 

Los jueces saben que la edad es un factor determinante en la salud de 

los presos, tal como reconoció el  f iscal  de la Procuraduría de Violencia 

Institucional ĭProcuvinĭ Abel C·rdoba en un art²culo publicado el 10 de 

agosto de 2013 en Página 12, referido a la población carcelaria en 

general:  en el sistema nacional muere una persona cada 37 ó 38 hs. [...] 

El límite de la violación de derechos es la resistencia biológica de las 

personas, lo dicen los propios médicos penitenciarios.  

No se mueren todos porque son jóvenes y el cuerpo les aguanta. Es el 

único respaldo que hay, el único paraguas.  La  protección natural  en 

razón de la edad, n o existe para este grupo etario y el mencionado 

fiscal, ahora en juicios de lesa humanidad, no se priva de pedir las 

máximas penas  con pleno conocimiento  del deterioro de salud al que 

van a ser expuesto los 

condenados . 

El presente informe inclu ye  

fundamentos jurídicos por 

los cuales  los juicios 

llamados de  òlesa 

humanidadó son ilegales , 

y consecuentemente 

todos aquellos que 

intervienen tanto en el 

procesamiento, condena 

y guarda, son susceptibles de ser perseguidos en el futu ro por haber 

cometido delitos imprescriptibles .  
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Para que ello sea posible sólo es necesari a  nuestra voluntad y 

perseverancia , para lograr el cambio de paradigma y la decisión política 

que permita depurar la justicia federal, empleada desde siempre para la  

persecución política . En este caso en particular sirvió para garantizar la 

protección de funcionarios corruptos cuyas conductas genera ron  miseria 

en el pueblo al que representan  y prenden proteger .  

Ya en 2012 b ajo el título Garantizar el derecho a la dignidad  en la 

detención 1, la versión francesa del Observatorio Intern acional de 

Prisiones [OIP], com enzaba  un artículo publicado en su página web, que 

pon ía de manifiesto la realidad de las cárceles argentinas. En la 

República Argentina, dice el artículo , los/as detenidos/as en 

establecimientos penitenciarios en carácter de procesados, condenados 

o sujetos a medidas de seguridad, en general, soportan penosas 

condiciones con respecto a la estructura y sistemas de los ed ificios, sobre 

todo en razón al  hacinamiento, además de los malos tratos que se 

extienden a los familiares y personas de su entorno que solidariamente los 

visitan con regularidad o frecuencia.  

El OIP pone en evidencia que en materia de obligaciones positivas del 

Estado, éste no puede de satender los reclamos de las víctimas, pero 

tampoco violar los derechos de los imputados y condenados que corren 

riesgo de ser victimizados por la impropia acción estatal,  al violar 

principios fundamentales de los derechos humanos, normas procesales y 

las obligaciones del Estado de proteger a todos sus ciudadanos. Este 

elemental principio que equilibra  la balanza de la justicia, en la Argentina 

lleva mucho tiempo fuera de posición.  

En efecto, luego de la asunción del presidente Kirchner, en el 2003, se 

instauró como política de Estado el enjuiciamiento de militares y civiles 

vinculados al gobierno militar del período 76 -83. Todo parecía indicar que 

había llegado a la Argentina una ráfaga de justicia y el aparato del 

Estado fue afectado para atender ese desig nio político. Sin embargo, 

con el tiempo la realidad fue demostrando que en rigor se trató de una 

maniobra política, que lejos de promover justicia instaló una despiadada 

venganza de apariencia legal.  

                                                           
1 http://www.aedh.org/agir/index.php?option=com_content&view=article&id=240:oip -

argentine&catid=2:actualites& Itemid=16   

 

http://www.aedh.org/agir/index.php?option=com_content&view=article&id=240:oip-argentine&catid=2:actualites&Itemid=16
http://www.aedh.org/agir/index.php?option=com_content&view=article&id=240:oip-argentine&catid=2:actualites&Itemid=16
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El planteo de los actuales juicios es absolutamente asimétrico, 

discriminatorio y violatorio de los derechos de las víctimas inocentes del 

terrorismo, pues mientras se protege a los terroristas susceptibles de ser 

enjuiciados con los mismos  argumentos elaborados por la CSJN, se 

descarga la sed punitiva del Estado sobre civiles y ex agentes estatales.  

Con el propósito de encarcelar a militares y civiles de los  años  õ70, una 

serie de medidas radicales fueron tomadas por el gobierno para somet er 

al poder judicial a las necesidades políticas del ejecutivo.  

Al revisar los 

medios de la 

época se aprecia 

claramente el 

accionar político 

sobre el poder 

judicial: escraches 

a jueces, 

repentinos 

alejamientos de la 

función, 

ree mplazos, 

Protesta de la organización AFyAPPA ante los tribuna les porteños.  



 

15 

 

compra de voluntades, control de los organismos institucionales de 

contralor  e incorporación de un  sistema de premios y castigos impusieron 

la falta de independencia del poder judicial. Más de ochenta 

magistrados y funcionarios del poder judicial han sido perseguidos por sus 

sentencias actuales o del pasado.  

Finalmente, tres grandes objetivos fueron logrados por el gobierno: a) 

evitar que prosperen juicios por corrupción contra los agentes estatales 2, 

pese a las denuncias ante la justicia y a la publicación  de informes de  TI -

Transparency International -, de la OA -Oficina Anticorrupción -, de Word 

Justice Project  y otros, b) asegurar el enjuiciamiento y condena de los 

militares y civiles de los õ70 violando elementales principios de derechos 

humanos y normas  del derecho penal; c) Perseguir a opositores políticos 

vinculándolos a las actividades del gobierno militar, tal como ocurrió con 

Ernestina de Noble titular del Grupo Clarín  y los periodistas  Julio Cirino  y 

Vicente Massot entre otros.   

La pérdida de inde pendencia del poder judicial fue reflejada por The 

Global Competitiveness Report 3 2012, elaborado por el Foro Económico 

Mundial con sede en Ginebra. Sobre un total de 142 países evaluados, la 

Argentina, entre otros rubros, fue calificada en: Independencia judicial , 

en  el puesto 124, solo superada por dos países de la región: Paraguay y 

Venezuela que exhibe el último lugar.  

En el rubro Transparencia en las políticas de gobierno , la Argentina 

ocupó el lugar 132, y por último en cuanto a Credibilidad pública de los 

políticos , en el puesto 138 a solo cuatro lugares del último de la lista. En 

ese sentido, La Nación  publicó el 30 de sep tiembre de 2012, un editorial 4 

en el que  señala la parcialidad de estos juicios.  

Varios medios también reflejaron la falta de ind ependencia de la justicia. 

El diario La Nueva Provincia  publicó el 30 abril 2009: El Dr. Martín Gutiérrez 

conjuez del Tribunal Oral de Santa Fe dijo sentirse "coaccionado" por el 

gobierno para condenar a acusados por violaciones a los derechos  

humanos dura nte el último gobierno militar (1976 -83) Más adelante 

                                                           
2Transparency International http://cpi.transparency.org/cpi2011/results/ , Oficina Anticorrupción 

http://www.anticorrupcion.gov.ar/documentos/Informe%20anual%202011.pdf    OA 2011, pag.  22-

45 y World Justice Project http://worldjusticeproject.org/sites/default/files/wjproli2011_0.pdf   , pag . 

25, 41 
3 http://www.weforum.org/reports/global -competitiveness -report -2011-2012 

4 http://www .lanacion.com.ar/1513089 -y-los-derechos -humanos  

http://cpi.transparency.org/cpi2011/results/
http://www.anticorrupcion.gov.ar/documentos/Informe%20anual%202011.pdf
http://worldjusticeproject.org/sites/default/files/wjproli2011_0.pdf
http://www.weforum.org/reports/global-competitiveness-report-2011-2012
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agrega: El fallo, dictado por la Cámara Nacional de Casación Penal, 

desliza por primera vez que existen presiones desde el Ejecutivo para que  

todos los casos vinculados con delitos de lesa humanidad terminen en 

condena, so pena de que los jueces que fallen en contra sean sometidos 

a juicio político o padezcan problemas personales o con sus 

familias 5.Tamb ién la Nación publicaba en 2007 : Hoy la estrategia oficial 

para disciplinar a los jueces es 

exponerlos frente a la opinión 

pública, desgastarlos y 

amenazarlos con la caldera de 

reptiles. Los enojos mediáticos del 

Presidente no están solos; desde 

hace poco, están acompañados 

por la amenaza  latente de que el 

Consejo de la Magistratura, 

ahora dominado por el 

kirchnerismo, se convierta en la 

herramienta para enderezar a los 

jueces rebeldes 6. También  la 

Corte Suprema fue presionada 

por el presidente Ki rchner por 

cadena nacional el 5 de junio de  

2003: Pedimos con toda 

humildad, pero con coraje y 

firmeza que los señores 

legisladores, que el Congreso de 

la Nación, marquen un hito hacia 

la nueva Argentina preservando a las instituciones de los hombres que no 

están a la altura de las circunstancias",  dijo el Presidente en un discurso 

le²do por cadena oficial (é) Separar a uno o varios miembros de la Corte 

Suprema no es tarea que pueda concretar el Poder Ejecutivo", aclaró el 

Presidente. No es nuestro deseo contar con  una corte adicta, queremos 

una Cor te Suprema que sume calidad institucional y la actual dista 

demasiado de hacerlo, (é) El titular del m§ximo tribunal hab²a acusado 

al Gobierno de pretender conformar una  Corte "adicta", al sugerir: Si 

ahora sacan a esta Corte, ¿qué cree usted que van a pon er? ¿A jueces 

                                                           
5Edición del 30 de abril de 2009. También en El Litoral 

http://www.lacapital.com.ar/contenidos/2009/04/29/noticia_0069.html  
6 http://www.lanacion.com.ar/895777 -jueces -con -obediencia -debida -se-buscan  
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enemigos ?7. Ministros de la Corte Suprema como Nazareno, Moliné 

O´Connor, Adolfo Vázquez y Boggiano fueron sometidos a juicio político 

y obligados a renunciar.  

Al siguiente año de la asunción presidencial se iniciaron las detenciones 

masivas de militares de todas las jerarquías y en menor proporción de 

civiles. Los primeros grupos  comenzaron a cumplir prisión preventiva en 

unidades militares y posteriormente fueron trasladados a penales 

comunes , destino compartido por  aquellos que por razones de salud o 

edad estaban en prisión domiciliaria y al ser condenados fueron 

trasladados y alojados en cárceles comunes .   

Aunque en ningún caso las condenas estuviesen firmes, el traslado a 

penales de media y máxima seguridad objetivamente empeoró sus 

condi ciones de detención.  

Seis años después de haberse iniciado estos procesos de incierto final, el 

22 de octubre de 2009, algunas organizaciones sociales con la firma del 

ex integrante del CELS Leonardo Filipini, dirigieron una nota a la Corte 

Suprema a raíz  de la acordada 29/2008, en la que expresaban que esos 

procesos judiciales necesitaban publicidad para su legitimación.  

Era evidente que la acción de un Poder Judicial desprestigiado y el poco 

interés del público, preocupado por cuestiones acuciantes más actuales, 

deslegitimaban estos procesos.  

En 2015, se registran más de 2017 imputados desde los  58 a los 95 años, 

parte de los cuales se mantiene en un sistema carcelario que no está 

preparado para recibir una población de esa edad y a cargo de 

personal que no tiene los conocimientos necesarios para tratar con 

gerontes. En muchos casos se toman medidas que podr ían no tener 

mayores consecuencias en internos jóvenes pero que resultan  ser fatales 

para estos ancianos.  

Habida cuenta que es exclusiva responsabilidad del Estado que se hayan 

iniciado estos procesos  a más de treinta años de los hechos, es evidente  

                                                           
7 La Naci ón 5 jun. 2003.  http://www.lanacion.com.ar/501256 -kirchner -exhorto -a -los-legisladores -

para -que -renueven -la-corte  
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qu e los jueces los han sentenciado literalmente a una lenta pena de 

muerte , pese a que el Art. 18 de la Constitución Nacional establece que:  

Queda  abolid a  para siempre la pena de muerte por causas políticas é  

 

Del total de los procesados para la primavera de 2016 fallecieron más de 

384 personas  43 de los cuales luego de producido el cambio de 

gobierno, la mayoría sin sentencia firme . 

Alojados mayormente en el Servicio Penitenciario Federal, y en menor 

medida en los Servicios Penitenciarios Provinciales o excepcionalmente, 

por voluntad política y no jurídica, en 

domicilio cumpliendo  condenas o  

prisión preventiva, esta población de 

gero ntes es sometida a situaciones de 

estrés y permanentes violaciones de sus 

derechos y garantías constitucionales 

previstas  en el Art . 75 y el Art . 18 de la 

Constitución Nacional ðCN- que 

establece: Las cárceles de la Nación 

serán sanas y limpias, para segur idad y 
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no para castigo  de los reos detenidos en ellas.  

Por su parte el Departamento de Estado de los EE.UU en su informe 2012 

[Country Reports on Human Right Practices for 2011, pág. 4]  8sobre las 

prisiones de la Argentina expresó:  Las condiciones de reclusión son a 

menudo pobres. Los reclusos en muchas instalaciones sufrieron desde 

extremo hacinamiento, mala alimentación, tratamiento médico y 

psicológico inadecuado, falta de saneamiento, las visitas familiares 

restringidas y tratamient os degradantes frecuentes ...  

A los informes mencionados debemos agregar otros realizados en 2013 y 

2014, el presentado  por el relator Especial del Comité Contra la Tortura, 

en 2012, quien también reconoce episodios de tortura en la cárceles de 

la Argentin a 9, y el realizado por el GAPU 10 en agosto 2012 a raíz de la 

denuncia sobre autorizaciones de salidas de presos comunes de las 

cárceles, luego de una inspección realizada a la prisión de Ezeiza del 

Servicio Penitenciario Federal. Entre sus conclusiones se afirma: En síntesis, 

por nuestro trabajo tenemos evidencia de graves ir regularidades que 

podemos resumir en:  

Intromisión de actividades políticas en cárceles federales, la que toma n 

decisiones arbitrarias y discriminatorias entre presos, de acuerdo con su 

filiación, utiliza n recursos públicos de manera discrecional y no resp eta n 

los funcionamientos básicos del sistema carcelario.  [é] 

La dirección del Servicio Penitenciario Nacional es la que decide, sin 

reglas ni límites previos, quienes son los presos que salen de las cárceles a 

realizar actividades políticas o de esparcimie nto con gastos pagados a 

costa del erario público, en un sistema que no es general para todos los 

presos sino particular para aquellos vinculados a la dirección por sus 

vinculaciones partidistas.  

                                                           
8 Informe global USA en http://www.humanrights.gov/2012/05/22/hrr2011/  ,   

http://www.state.gov/documents/organization/186697.pdf   página 4  

http://www.state.gov/j/drl/ rls/hrrpt/humanrightsreport/index.htm#wrapper  
9 A/HRC/19/61/Add.4, pág. 7.  
10 Grupo de Acción Política por la Unidad. Integrado por los diputados Patricia Bullrich, Gabriela 

Michetti, Eduardo Amadeo, Federico Pinedo y Pablo Tonelli y el legislador Juan Aren aza.  

http://www.youtube.com/watch?v=eT4X4lj4bCw.  

http://www.humanrights.gov/2012/05/22/hrr2011/
http://www.state.gov/documents/organization/186697.pdf
http://www.state.gov/j/drl/rls/hrrpt/humanrightsreport/index.htm#wrapper
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Se han desobedecido órdenes del poder judicial y se le ha en viado 

información distorsionada para encubrir movimientos y privilegios ilegales 

de algunos presos. 11 

Pese a las continuas observaciones de los organismos internacionales e l 

gobierno Argentino, sus funcionarios y sus magistrados no respetan los 

compromisos internacionales relacionados directamente con la  

protección de los derechos humanos y comprometen la responsabilidad 

internacional del Estado al violarlos  impunemente  12  .                                                       

A mayor abundamiento acerca d e la condición de presos políticos de los 

detenidos , va lo dicho por la Corte Suprema en el Informe Delitos de Lesa 

humanidad, informe sobre la evolución de las causas 13 donde expresa : 

Agilización y coordinación : 

Por último cabe señalar que es de vital importancia el compromiso de los 

magistrados y funcionarios que intervienen en las causas por crímenes de 

lesa humanidad, tendiente a lograr en el menor tiempo posible el 

progreso de las investigaciones en curso y el  inicio de los juicios orales y 

públicos que aún no tienen fecha de debate fijada, procurando incluir 

en ellos la mayor cantidad de casos posibles, a los efectos de evitar su 

atomización, el desgaste de las partes y el inútil dispendio jurisdiccional 

                                                           
11 Pág. 5.  
12 Algunas resoluciones de la ONU que no se aplican: a) A/RES/56/83, décembre 2001: 

Responsabilit® de lõEtat pour fait internationalement illicite,  

http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/56/83&Lang=F ,  y  

     http://untreaty.un.org/ilc/texts/instruments/francais/commentaires/9_6_2001_francais.pdf   

b) A/RES/60/147, décembre 2005: Principes fondamentaux et directives concernant le droit à un 

recours et à réparation des victimes de violations flagrantes du droit international des droits de 

lõhomme et de violation graves du droit international humanitaire 

http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/R ES/60/147 , c) A/RES/40/34,  

novembre 1985: Déclaration des principes fondamentaux de justice relatifs aux victimes de la 

criminalité et aux victimes dõabus de pouvoir. 

http: //www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/40/34 , d) A/RES/53/144, 

décembre 1998: Déclaration sur le droit et la responsabilité des individus, groupes et organes de la 

soci®t® de promouvoir et prot®ger les droits de lõhomme et les libert®s fondame ntales 

universellement reconnus  

 http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/53/144  , e) E/CN.15/1996/18/ 

mai 1996: CES. Règles et Normes des Nations U nies dans le domaine de la prévention du crime et 

de la justice pénale. Elaboration de règles minima concernant l'administration de la justice pénale,  

http://www.unodc.org/unod c/en/commissions/CCPCJ/session/05.html     et commentai res sur les 

Règles de Mallorca  

http://www.inacipe.gob.mx/index.php?option=com_content&view=article&id=455:las -reglas -de -

mallorca -ireglas -minimas -o-maximas&catid=39:hector -carreon -perea&Itemid=220 , f)  

A/RES/45/111, décembre 1990: Principes fondamentaux relatifs au traitement des  détenus,  

 http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/45/111  et  

 http://www2.ohchr.org/french/law/traitement.htm    
13 httpnew.pensamientopenal.com.ar01092010actualidad09.pdf - Publicado con motivo del 

bicentenario, actualizado al 16 de julio de 2010. Pág. 10.  

http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/56/83&Lang=F
http://untreaty.un.org/ilc/texts/instruments/francais/commentaires/9_6_2001_francais.pdf
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/60/147
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/40/34
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/53/144
http://www.unodc.org/unodc/en/commissions/CCPCJ/session/05.html
http://www.inacipe.gob.mx/index.php?option=com_content&view=article&id=455:las-reglas-de-mallorca-ireglas-minimas-o-maximas&catid=39:hector-carreon-perea&Itemid=220
http://www.inacipe.gob.mx/index.php?option=com_content&view=article&id=455:las-reglas-de-mallorca-ireglas-minimas-o-maximas&catid=39:hector-carreon-perea&Itemid=220
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/45/111
http://www2.ohchr.org/french/law/traitement.htm
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en lo s órganos encargados de la administración de justicia. A tal efecto, 

se deberá procurar seguir los planes fijados por el Ministerio Público Fiscal 

de la Nación y/o toda otra propuesta superadora para el logro de esos 

fines. 

Tal cometido no hará más que reafirmar el impulso de los juicios de los 

crímenes de lesa humanidad, declarado s òPol²tica de Estadoó por esta 

Corte Suprema de Justicia de la Nación . [el subrayado no corresponde al 

original]  

 

La Corte Suprema insta a respetar los planes de la fiscalía y otras 

propuestas, en lugar de respetar el rito procesal penal y declara que los 

juicios responden a una òPol²tica de Estadoó haciendo caso omiso a que 

ese órgano no tiene potestad para fijar dichas políticas. Debe en cambio 

administrar justicia de acuerd o con la Constitución y las leyes. En 

consecuencia, si los juicios se rigen por òPol²ticas de Estadoó distintas a las 

establecidas por la Constitución Nacional, quienes son privados de la 

libertad con fundamento en esas pol²ticas son òPresos Pol²ticosó. 
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Co ndición que ratificamos en el presente, cuyas violaciones se detallan a 

continuación : 
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LAS VIOLACIONES 

 

Desde violaciones menores a graves, un abanico de éstas pesan sobre 

cada uno de los procesados , condenados  y sus familiares . El Art. 189 de 

la ley 24.660, por ejemplo, establece: En los establecimientos de 

ejecución no podrán alojarse procesados. No obstante, dicha previsión 

no se cumple: condenados y procesados permanecen juntos en el 

mismo alojamiento sometidos a un régimen común en violación al 

principio de presunción de inocencia d e los procesados  y de 

progresividad de los condenados,  que  dicha ley  dispone respetar.  

En efecto, el Art. 11 de la ley que rige las conductas del servicio 

penitenciario, establece que la misma es  aplicable a los procesados a 

condición de que sus normas n o contradigan el principio de inocencia  y 

resulten más favorables  y ¼tiles para resguardar su personalidadé En ese 

sentido las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos [RMTR], 

adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre 

Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en 

Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus 

resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXI I) de 13 de 

mayo de 1977 14, en el Art. 8 inc. b) establece: Los detenidos en prisión 

preventiva deberán ser separados de los que están cumpliendo 

condena é 

1ʓVEJACIONES A FAMILIARES  

QUE VISITAN LOS PENALES 

 
Entre las diferentes vejaciones a los que son sometidos los detenidos, se 

encuentra la imposibilidad de ver a su grupo familiar completo. En 

penales como el de Marcos Paz que concentra la mayor cantidad de 

detenidos se produce un gran hacinamiento los días  de visita.  

                                                           
14 http://www2.ohchr.org/spanish/law/reclusos.htm  
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A ello debe agregarse que el sistema separa a los hombres de las 

mujeres , por lo tanto un padre que se encuentra detenido no puede 

reunirse con su esposa y sus hijos durante el período que dure su 

condena, ni aun  tratándose de procesados a los que teóricamente se les 

reconoce el principio de inocencia.   

Una madre que va a visitar a su esposo con sus hijos, si tiene un hijo varón 

éste debe ingresar con los hombres, 

mientras que ella y su hija tienen que 

ingresar en otro horario u otro día con 

el resto de las mujeres. 

Consecuentemente el padre nunca 

puede interactuar con todo el grupo 

familiar. Lo mismo ocurre si los padres 

del detenido  lo visitan ; en un turno 

ingresa el padre y en otro turno lo 

hace la madre, situación que se 

agrava cuando estos son del interior 

del país y se desplazan hasta los 

penales que están alejados de las 

ciudades. Además, por las edades de 

los imputados el grupo  familiar es 

mayor y los hijos por lo general tienen 

su propia familia;  quedan así fuera de la visita yernos o nueras según el 

sexo autorizado a ingresar. Esta división arbitraria de turnos por géneros 

que no responde a cuestiones de seguridad, termina tr asladando el 

régimen penitenciario a la familia.  

El sistema por un lado estimula el mantenimiento del núcleo familiar del 

detenido pero por otro lado el régimen penitenciario lo prohíbe, sobre 

todo en el caso de este grupo etario cuya mayoría saldrá de la cárcel  

luego de su muerte.  

En ese sentido el artículo 168 de la ley 24.660 que regula la relaciones del 

interno establece que:  Las relaciones del interno con su familia, en tanto 

fueren convenientes para ambos y compatibles con su tratamiento, 

deberán ser facilitadas y estimuladas é También  en esa dirección va lo 

dicho en el Art. 79 de las RMTR de la ONU que establece: Se velará 

particularmente por el mantenimiento y el mejoramiento  de las 

relaciones entre el recluso y su familia, cuando éstas sean conv enientes 

para ambas partes.  

 

QUEREMOS  

QUE SE 

 TERMINE LA 

VISIÓN SESGADA 

DE LA HISTORIA 
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A este cuadro de situación se debe agregar la afectación psíquica  de 

los internos y de sus familiares como resultado  de las requisas, lo que ha 

sido  reflejado por el CELS en su informe 2012: Derechos humanos en 

Argentina 15: El modo en que se regulan y practican las requisas importa 

un fuerte avasallamiento de la intimidad e integridad física de los 

detenidos y de sus familias.  

Se establecen grados de exposición corporal que van desde el cacheo 

sobre el cuerpo vestido o con de snudos parciales, hasta el desnudo total 

con flexiones y la inspección vaginal, la modalidad más degradante y 

vejatoria. Este tipo de requisa aún se practica, a pesar de estar prohibida 

por la legislación internacional. En muchos casos, aumenta el aislamie nto 

de los detenidos, ya que muchas veces prefieren suspender las visitas 

para que sus familiares no sean sometidos a este tipo de revisación.  

Procedimientos que también se realizan sobre menores de 10 años.  

En el penal de Marcos Paz, algunas mujeres de 7 0 y 80 años que fueron 

sometidas a estos requisitos vejatorios, ingresaron llorando al penal y 

dejaron de concurrir a visitar a sus familiares.  

 

El 18 de noviembre de 2009, el Dr. Campobassi defensor de algunos 

imputados denunció estas circunstancias al Juez Federal Sergio Torres, en 

la oportunidad dijo: éSegún ha puesto en mi conocimiento tanto mi 

                                                           
15

 Edit. Siglo XXI 2012. 15   http://www.cels.org.ar/common/documentos/Informe2012.pdf  

http://www.cels.org.ar/common/documentos/Informe2012.pdf
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pupilo procesal como otros consortes de causa por d istintos medios, sus 

esposas e hijas son obligadas compulsivamente a desnudarse 

íntegramente y las guardias femeninas introducen sus dedos en ano y 

vagina de manera impropia. Los visitantes masculinos deben, a su vez, 

desprenderse de pantalones y calzoncil los y no ha faltado oportunidad 

que han recibido irónicas pullas. Se ha pretendido ðasimismo - fotografiar 

y obtener huellas dactilares de abogados defensores en ejercicio de sus 

tareas profesionales 16. 

Todo ello en violación al Art 11 de  la Convención Ameri cana sobre los 

Derechos Humanos  que establece:   

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al 

reconocimiento de su dignidad.  

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida 

privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni 

de ataques ilegales a su honra o reputación.  

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contr a esas 

injerencias o esos ataques .  

Y el Art. 17: 

 1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y 

debe ser protegida por la sociedad y el Estado.  

 

2-PRISIÓN ARBITRARIA 

La detención arbitraria se ha definido como aquella privación de la 

libertad que es contraria a las disposiciones de los principales 

instrumentos internacionales de derechos humanos.  

Tres categorías de detención arbitraria son observadas por el Grupo de 

Trabajo Sobre Detención Arbitraria:  

1. Cuando no hay base legal par a la privación de libertad (por 

ejemplo, cuando una persona permanece detenida después de 

haber  cumplido  su sentencia o a pesar de la ley de amnistía 

aplicable a ella) .  

                                                           
16 Causa ESMA fs. 60631 
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2. Cuando una persona es privada de su libertad por haber 

ejercido los derechos y libe rtades garantizados en la Declaración 

Universal de los Derechos  del Hombre ñDUDHñ y el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos ñPIDCPñ. 

3. Cuando una persona ha sido privada de su libertad tras un juicio 

que no cumplía las normas para la celebr ación de un proceso justo 

establecidas en la DUDH y otros instrumentos internacionales 

pertinentes.  

El artículo 9 del PIDCP establece en el inc. 1 que: Todo individuo tiene 

derecho a la lib ertad y a la seguridad personal . Nadie podrá ser 

sometido a detención o prisión arbitrarias  

Ello se completa con lo referido en el inc. 3. Toda persona detenida o 

presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un 

juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 

judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable 

o a ser puesta en libertad.  La prisión preventiva de las personas que 

hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general , pero su libertad 

podrá estar subordinada a garantías que aseguren la compare cencia 

del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las 

diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.  

También va en ese sentido el Art 7 inc. 5 del Pacto de San José de Costa  

Rica ðPSJCRð que establece: Toda persona d etenida o retenida debe ser 

llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley 

para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro 

de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que 

continúe e l proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías 

que aseguren su comparecencia en el juicio.  

En función de ello la ley 24.390 modificada por la ley 25.430 establece  en 

su  Artículo 1º ñ La prisión  preventiva no podrá ser superior a dos años, sin 

que se haya dictado sentencia .  

No obstante, cuando la cantidad de los delitos atribuidos al procesado o 

la evidente complejidad de la causa hayan impedido el dictado de la 

misma en el plazo indicado, ésta  podrá prorrogarse por un año más, por 

resolución fundada, que deberá comunicarse de inmediato al tribunal 

superior que correspondiere, para su debido contralor.  
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Por lo tanto superado ese tiempo el Estado retiene a los acusados en 

prisión arbitraria. El Grupo de Trabajo Sobre Prisión Arbitraria presentó en 

diciembre de 2011 17 su informe , donde refiere que en función del párrafo 

3 del Art. 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos:  

54 éla "prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no 

debe ser la regl a general, pero su libertad podrá estar subordinada a 

garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del 

juicio, o en c ualquier momento de las actuaciones procesales y, en su 

caso, para la ejecución del fallo".  

De ahí que la libertad se reconozca como principio y su privación, como 

excepción en aras de la justicia.  

55. El fundamento del párrafo 3 del artículo 9 también indica que otros 

tipos de medidas, como el arresto domiciliario, la vigilancia judicial y la 

libertad bajo fianza, no se considerarán obligatorias en sustitución de la 

prisión preventiva , sino facultat ivas.  

Considerar la posibilidad de adoptar una de las medidas sustitutivas de la 

privación de libertad permite determinar la observancia de los principios 

de necesidad y proporcionalidad.  

56. Las disposiciones enunciadas en el párrafo 3 del artículo 9 de l Pacto 

pueden resumirse de la manera siguiente:  

Toda medida de privación de libertad debe ser excepcional y de corta 

duración, y la puesta en libertad puede ir acompañada de medidas 

destinadas únicamente a asegurar la comparecencia del imputado en 

el pro ceso judicial.  

Por su parte, el informe de 2012 de Human Rights Watch 18 sobre la 

Argentina confirma que: entre los graves problemas de derechos 

humanos que persisten en la actualidad pueden mencionarse las 

condiciones carcelarias deplorabl es. Más adelante refiere que el Relator 

Especial para los Derechos de las Personas Privadas de Libertad de la 

OEA, en su informe producido luego de la visita a la Argentina en enero 

de 2010 en relación a la Provincia de Buenos Aires y los alojamientos en 

                                                           
17 A/HC/19/57. http://www.hrw.org/sites/default/files/related_material/argentina_2012_sp.pdf  y 

http://w ww.hrw.org/sites/default/files/reports/wr2012.pdf  

18 Publicado en Enero 2012. http://www.hrw.org/es/informe -mundial -2012 

http://www.hrw.org/sites/default/files/related_material/argentina_2012_sp.pdf
http://www.hrw.org/sites/default/files/reports/wr2012.pdf
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sedes policiales:  señaló como preocupante la aplicación abusiva de la 

prisión preventiva. Las torturas y los malos tratos...  

 

 

 

 

No obstante las características observadas por el funcionario de la OEA 

no son exclusivas de la Provincia de Buenos Aires. En efect o, las prisiones 

preventivas excesivas, por las que reiteradamente es observada la 

Argentina [caso Bayarri, de la Corte IDH 30/10/08 y otras] es un 

mecanismo recurrente en la justicia federal y en el caso de los militares se 

ha llevado a valores extremos . 

Hay cientos de detenidos que superaron los plazos legales máximos de 

tres años previstos por ley 24.390 [BO 22 -11-94] y alcanzan hasta quince 

años sin juicio o sin  o sin 
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sentencia firme, en oposición a lo normado en el Art. 6 de la reglas de 

Tokio19 y el Ar t. 4 del PIDCP que 

establece:  Todo individuo tiene 

derecho a la libertad y a la 

seguridad personal. Nadie podrá  

ser sometido a detención o prisión 

arbitrarias . Nadie podrá ser privado 

de su libertad, salvo por las causas 

fijadas por ley y con arreglo al 

procedimiento establecido en ésta.  

En contados casos y durante muy 

poco tiempo hubo excarcelaciones 

bajo caución real, pero 

arbitrariamente los jueces fijaron 

montos exagerados 20, con el 

evidente fin de prolongar la 

detención durante el proceso de 

apelación , pese a que la ley 

establece que nunca la caución 

puede ser de imposible 

cumplimien to 21. No obstante, en la 

mayoría de los casos las 

excarcelaciones quedaron sin 

efecto  por imperio de otra 

instancia. En otras oportunidades se 

otorgaron excarcelaciones pero 

antes de concretarse , se 

procesaba  nuevamente  a los 

imputados  en una nueva causa 

dejando sin efecto el beneficio de 

la primera  excarcelación ,  

En este sentido el Art. 1 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos 

o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 22 ratificada por Argentina el 

24 de sep. 86 , establece:  

                                                           
19 Res 45/110, 68ª. Sesión plenaria, 14 dic. 1990.  
http://www2.ohchr.org/spanish/law/reglas_tokio.htm.  
20 En la causa ESMA, por ejemplo, s e fijaron embargos por cien millones de dólares y cauciones 

reales de U$S 200.000 de imposible cumplimiento por los imputados.  
21Art. 324 de1 C.P.P.N.  
22 http://www2.ohchr.org/spanish/law/cat.htm.  
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1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el término 

"tortura" todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona 

dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de 

obtener de ella o de un tercero info rmación o una confesión, de 

castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha 

cometido, de intimidar o coaccionar a esa persona y a otras,  por 

cualquier razón basada en cualquier tipo d e discriminación, cuando 

dichos  sufrimientos sean infligi dos por un funcionario público u otra 

persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya,  con su 

consentimiento o aquiescencia.  

No se considerarán torturas los sufrimientos que sean consecuencia 

únicamente de sanciones lega les, inherentes o incidentales a éstas.  

En consecuencia la prisión arbitraria produce en quien la padece 

sufrimientos síquicos y físicos que afectan a la víctima y también a su 

grupo familiar. Esta situación es más grave aún en quienes fallecieron sin 

juicio como consecue ncia del trato recibido. Habida cuenta que no se 

trata de un caso aislado atribuible a un error juris, por su masividad como 

política de Estado, es claro que estamos ante casos sistemáticos de  

tormentos.  

En ese sentido en enero de 2009 hubo un intento de reparar dicha 

situación. Los jueces de Casación Luis García, Guillermo Yacobucci, 

Eduardo Riggi, Guillermo Tragant y Ángela Ledesma, dispusieron la 
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libertad de un grupo de militares que habían excedido los términos 

legales establecidos por  ley 25.43023 sobre prisión preventiva. La 

presidente de la Nación al conocer la resolución de la Casación dijo 

públicamente en la oportunidad:  Hoy es un día de vergüenza para la 

Argentina, para la humanidad y para nuestro sistema judicial 24, más 

adelante, acerca de los  jueces que resolvieron en el caso agregó:  

"avergüenzan a los argentinos y a la humanidad" 25, consecuentemente 

la Secretar ía de Derechos Humanos denunció ante el Consejo de la 

Magistratura a la mitad de la cámara de Casación. Aunque la denuncia 

fue desestim ada, el fiscal de la Casación interpuso un recurso que dejó 

sin efecto la medida e ingresó a la Corte donde los tiempos  procesales, 

pese a tratarse de cuestiones de libertad, son otros. Consecuentemente 

el Estado continuó violando los derechos de los impu tados.  

La denuncia de la Secretaría  de DDHH  llevó a 74 jueces a elevar un 

pedido en favor de los jueces de Casación, ante la Corte Suprema 26.  

Con posterioridad la mayoría de los jueces de Casación fueron 

reemplazados. Este fue el último intento de un acto  independiente de la 

justicia en resguardo de los derechos humanos de los imputados.  

En la oportunidad el diario La Nación  recogió los dichos del presidente 

de la Asociación de Magistrados : Hay una evidente intención de 

presionar a los jueces por el conten ido de sus sentencias. Esta es la peor 

manera de atacar la independencia judicial, dijo ayer el presidente de la 

Asociación de Magistrados, Ricardo Recondo, que fue quien recibió el 

pedido de los 74 jueces y lo presentó ante la Corte Suprema 27.  

3-VIOLACIÓN  DEL DERECHO A TRABAJAR Y 

 ESTUDIAR EN PRISIÓN 

                                                           
23 El inc. 3 del Art 9 del PIDCO establece que toda persona:  tendrá derecho a ser juzgada dentro 

de un plazo razonable o a ser puesta en libertad.  
24 http://www.pagina12.com.ar/diario/elpais/1 -117046-2008-12-19; html 

http://www.lanacion.com.ar/1082193 -cristina -es-un-dia -de -verguenza -para -nuestro -sistema -

judicial ,  
25 http://www.lanacion.com.ar/1082340 -es-un-dia -de -verguenza -para -los-argentinos  
26 La Nación 13 enero y 16 de abril 2009. 

http://www.asocmagistra.org.ar/comunicaciones_view.php ?cID=245&tID=3  
27La Nación 16 abril 2009. El Dr. Recondo afirmó públicamente que el 3% de los delitos cometidos 

en la Argentina, en los caso de lesa humanidad únicamente el 2% son sobreseídos, el 98% restante 

son condenados, la mayoría con sentencias que  exceden la expectativa de vida.  

http://www.pagina12.com.ar/diario/elpais/1-117046-2008-12-19
http://www.lanacion.com.ar/1082193-cristina-es-un-dia-de-verguenza-para-nuestro-sistema-judicial
http://www.lanacion.com.ar/1082193-cristina-es-un-dia-de-verguenza-para-nuestro-sistema-judicial
http://www.asocmagistra.org.ar/comunicaciones_view.php?cID=245&tID=3
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El Art. 13 del Protocolo de San Salvador 28 ratificado el 30/6/03 por la  

Argentina sobre el Derecho a la Educación establece: 1. Toda persona 

tiene derecho a la educación.  

Pese a ser una de las misiones 29 del Servicio Penitenciario Federal, en 

agosto de 2012 se produjo una de las violaciones más sorprendente a los 

derechos humanos perpetrada por agentes estatales, cuando uno de los 

detenidos en  Marcos Paz pidió ser incorporado al sistema de e ducación 

universitaria UBA XXI creado especialmente para permitir el estudio de los 

internos.  

El consejo académico de la 

Universidad de Buenos Aires ñ

UBAñ habiend o constituido una 

comisión de consulta ad hoc, no 

representativa, resolvió: No admitir 

a condenados y/o procesados por 

delitos de lesa humanidad como 

estudiantes de la Universidad de Bs. 

As.  

Todo ello en franca violación a la 

ley 26.695  que establece en su Art 

133: 

Todas las personas privadas de su 

libertad tienen derecho a la 

educación pública. El Estado 

nacional, las provincias y la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires tienen 

la responsabilidad indelegable de 

proveer prioritariamente a una 

educación integral , permanente y 

de calidad para todas las personas 

privadas de su libertad en sus 

jurisdicciones, garantizando la igualdad  y gratuidad en el ejercicio de 

este derecho, con la participación de las organizaciones no 

gubernamentales y de las familias.  

                                                           
28 http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a -52.html  
29 http://www.spf.gov.ar/index.php?option=com_content&view=article&id=78&Itemid=98  
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Por su parte el Art.135 instituye : Restricciones prohibidas al derecho a la 

educación. El acceso a la educación en todos sus niveles y modalidades 

no admitirá limitación alguna fundada en motivos discriminatorios, ni en 

la situación procesal de los interno s, el tipo de establecimiento de 

detención, la modalidad de encierro, el nivel de seguridad, el grado  de 

avance en la progresividad del régimen penitenciario, las calificaciones 

de conducta o concepto, ni en ninguna otra circunstancia que implique 

una rest ricción injustificada del derecho a la educación.  

Además, dicha resolución que afecta a todos los detenid os, no solo es 

discriminatoria, y viola la mencionada ley, sino que los agentes 

incumplen sus deberes de funcionario público, y someten a los 

condenado s a tratos crueles, pues reafirman su condena a muerte  en 

prisión, al negar el acceso al derecho a la educación que impide a los 

interesados acogerse a los beneficios de reducción de penas previstas 

en el Art. 140 de la ley 26.695 y de las convenciones int ernacionales que 

fijan esos beneficios.  

Por otra parte, muchos de los condenados solicitaron trabajo dentro de 

la prisión y solo un mínimo lo ha conseguido. En este sentido la ley 24 .660 

establece:  

El trabajo constituye un derecho y un deber del interno. Es una de las 

bases del tratamiento y tiene positiva incidencia en su formación:  

También el inc. 2 del  Art 71.1 de las RMTR de la ONU, establece:  Todos los 

condenados serán sometidos a la obligación de trabajar habida cuenta 

de su aptitud física y mental, según la determine el médico. [é]  

3) Se proporcionará a los reclusos un trabajo productivo, suficiente para 

ocuparlos durante la duración normal de una jornada de trabajo.  

4) En la medida de lo posible, ese trabajo deberá contribuir por su 

naturaleza a mantener o aumentar la capacidad del recluso para ganar 

honradamente su vida después de su liberación.  

5) Se dará formación profesional en algún oficio útil a los reclusos qu e 

estén en condiciones de aprovecharla, particularmente a los jóvenes.  

6) Dentro de los límites compatibles con una selección profesional 

racional y con las exigencias de la administración y la disciplina 

penitenciarias, los reclusos podrán escoger la cla se de trabajo que 

deseen realizar.  
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Finalmente el  Art. 89 de las RMTR agrega: Al acusado deberá siempre 

ofrecérsele la posibilidad de trabajar, pero no se le requerirá a ello. Si 

trabaja, se le deberá remunerar.   

Además, la página WEB del Servicio Penitenciario Federa l muestra que: 

La misión del Servicio Penitenciario Federal apunta a que el tiempo que 

los internos permanecen en prisión les sirva como preparación para la 

vida en libertad.  En lo referente al Trabajo Correccional, se consigna: El 

trab ajo es parte fundamental del tratamiento constituyendo un derecho 

y un deber del interno con positiva incidencia en su formaci·né30 

 

4-VIOLACIONES AL DERECHO DE DEFENSA Y A LA 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN 

Después de años de reclamos en penales como Marc os Paz, los 

detenidos lograron acceso limitado a una decena de computadoras 

que atienden las necesidades de una población de 148  internos. Ello 

impide el empleo adecuado de las mismas en las defensas de causas 

que en algunos casos superan el millón de foj as. Las computadoras 

fueron provistas para este fin, sin acceso a internet al tiempo que el 

propio tribunal provee el material digital de los juicios. Por lo tanto en la 

práctica la provisión de las máquinas sólo atenuó la violación del Art 14 

inc. 3 del P IDCP y Art.8 inc. 2 c sobre garantías judiciales de la 

Convención Americana sobre  los Derechos Humanos  [CADH ] o Pacto de 

San José de Costa Rica por parte del Estado que establece:  

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante  

el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 

siguientes garant²as m²nimas: [é] 

c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados  para la 

preparación de  su defensa;  

La condición de prisión solo cercena el derecho a la libertad 

ambulatoria, pero no restringe otros derechos como la libertad de 

expresión reconocida en el Art. 19 inc. 2 del PIDCP que establece:  
                                                           
30 http://www.spf.gov.ar/index.php?option=com_content&view=article&id=139&Itemid=138 -

Consulta  consulta sep. 2012.  

http://www.spf.gov.ar/index.php?option=com_content&view=article&id=139&Itemid=138-Consulta
http://www.spf.gov.ar/index.php?option=com_content&view=article&id=139&Itemid=138-Consulta
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Toda persona tiene derecho a la 

libertad de expresión; este derecho 

comprende la libertad de buscar, 

recibir y difundir informaciones e 

ideas de toda índole, sin 

consideración de fronteras, ya sea 

oralmente, por escrito o en forma 

impresa o artística, o po r cualquier 

otro procedimiento de su elección .  

Y en ese sentido va el Art. 19 la DUDH 

que establece:  Todo individuo tiene 

derecho a la libertad de opinión y 

de expresión; este derecho incluye 

el de no ser molestado a causa de 

sus opiniones, el de investig ar y 

recibir informaciones y opiniones, y el 

de difundirlas, sin limitación de 

fronteras, por cualquier medio de 

expresión .  

Sin embargo este derecho no puede ser ejercido en plenitud debido a la 

falta de posibilidades de acceso a internet  por parte de quienes están 

privados de su libertad y no pesa sobre ellos la limitación legal de 

incomunicación 31.  

En este sentido las RMTR de la ONU establecen en su Art 39 . Los reclusos 

deberán ser informados periódicamente de los acontecimientos más 

importantes, sea por medio de la lectura de los diarios, revistas o 

publicaciones penitenciarias especiales, sea por medio de emisiones de 

radio, conferencias o cualquier otro medio similar , autorizado o 

fiscalizado por la administración.  

Por otra parte, dos militares det enidos que son abogados, se inscribieron 

en una universidad privada, pagaron los cánones de admisión y las 

cuotas durante medio año, pero nunca pudieron iniciar el post grado en 

derecho Constitucional, porque se les niega la posibilidad de acceder a 

los foros que se realizan por medio de conexión a internet.  

                                                           
31 Hay causas como la òESMAó que tiene del orden de  700 cuerpos.  
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La ley 24.660 establece en su Art. 158.   El interno tiene derecho a 

comunicarse  periódicamente, en forma oral o escrita, con  su familia, 

amigos, allegados, curadores y abogados, así como con representantes 

de organismos oficiales e instituciones privadas con personería jurídica 

que se interesen por su reinserción social.  En todos los casos se respetará 

la privacidad de esas comunicaciones, sin otras restricciones que las 

dispuestas por juez co mpetente.  Por lo tanto no existe razón alguna 

fundada en derecho,  ni en aspectos disciplinarios,  ni en cuestiones 

atribuibles a la seguridad, pues existen mecanismos de control, que  no  

convalid an  la negativa de las autoridades penitenciarias a l acceso a 

co mputadoras e internet, tal como ocurre en muchas prisiones del 

mundo.  

No obstante, la negativa del Servicio Penitenciario Federal viola el 

derecho de los internos a comunicarse con su familia de forma rápida, 

segura y económica; el derecho a una adecuada defensa, el derecho a 

estar informado y el derecho a la educación que brinda Internet.  

El Art. 57 de las RMTR establece los alcances de la privación de la 

libertad : La prisión y las demás medidas cuyo efecto es separar a un 

delincuente del mundo exterior son aflictivas por el hecho mismo de que 

despojan al individuo de su derecho a disponer de su persona al privarle 

de su libertad. Por lo tanto, a reserva de las mediadas de separación 

justificadas o del manteni miento de la disciplina, el sistema penitenciario 

no debe agravar los sufrimientos inherentes a tal situación.  

 

5-VIOLACION AL DERECHO A LA ALIMENTACIÓN 

SALUDABLE 

El Art. 11 del  Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y 

Civiles [PIDESC], ratificado por la Argentina el 8 de agosto de 1986, 

reconoce el derecho a la alimentación de todos los seres humanos, y 

refiere que:  Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para 

asegurar la efectividad de este derecho...  
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Por otra parte, la Observ ación General nº 12 del PIDESC, establece  que: 

òEl derecho a la alimentaci·n adecuada se ejerce cuando todo 

hombre, mujer o niño, ya sea sólo o en común con otros, tiene acceso 

físico y económico, en todo momento, a la alimentación adecuada o a 

medios para  obtenerlaó32. 

 

 

Finalmente, el Relator Especial de las Naciones Unidas en 2002 definió el 

derecho a tener acceso, de manera regular, permanente y libre, sea 

directamente, sea mediante compra en dinero, a una alimentación 

cuantitativa y cualitativamente adecuada y suficiente, que corresponda 

a las tradiciones culturales de la población a que pertenece el 

consumidor y que garantice una vida psíquica y física, individual y 

colectiva, libre de angustias, satisfactoria y digna.  

El Art. 12 del protocolo de San  Salvador ratificado por la Argentina  

establece el Derecho a la Alimentación:  

                                                           
32 http://www.fao.org/righttofood/principles_es.htm  
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1. Toda persona tiene derecho a 

una nutrición adecuada que le 

asegu re la posibilidad de gozar 

del más alto nivel de desarrollo 

físico, emocional e intelectual .  

Es claro que mientras las personas 

están detenidas bajo 

responsabilidad del Estado, éste se 

encuentra i nternacionalmente 

obligado por los pactos de 

derechos humanos al cuidado de 

los detenidos que solo perdieron su 

libertad ambulatoria.  

En ese sentido, el Art. 65 de la Ley 

24.660 establece: La alimentación 

del interno estará a cargo de la 

administración; s erá adecuada a 

sus necesidades y sustentada en 

criterios higiénico -dietéticos .  

Por ello  el Servicio P enitenciario 

Federal emitió el Boletín Público 

522 donde establece un menú 

adecuado y balanceado según 

las necesidades de la edad , que 

no se cumple.  

También el Art 20. 1, de las RMTR establece: Todo recluso recibirá de la 

administración, a las horas acostumbradas, una alimentación de buena 

calidad, bien preparada y servida, cuyo valor nutritivo sea suficiente para 

el mantenimiento de su salud y de sus fuerzas. 

Sin embargo pese a la normativa internacional, regional y nacional, una 

cuestión elemental como es la alimentación, en las prisiones es de tan 

baja calidad que puede llevar a las personas a la muerte.  

Consecuentemente si no es apta para la población carcelaria normal, 

con mayor razón no lo es para detenidos de la tercera edad o con 

dolencias crónicas, vinculadas al aparato digestivo, diabetes, 
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hipercolesterolemia, problemas hepáticos,  cardíacos, hernias  de disco,  

diverticulosis , etc.  

Acerca de la calidad de la comida el Informe 2012 del Registro Nacional 

de casos de Tortura y/o malos tratos de la Procuración Penitenciaria de 

la Nación 33, presenta un pormenorizado estudio al que adherimos, donde 

refiere ha berse registrado que 143 personas detenidas en los penales 

pasaron hambre.  

Para evitar esta situación la comida de los ancianos la llevan los 

familiares, quienes también, en el caso del Penal de Marcos Paz, 

debieron comprar electrodomésticos para poder pr ocesarla y 

conservarla. Pero estas circunstancias obligan a las esposas a llevar 

semanalmente los alimentos, lo que en cualquier circunstancia no 

tendría nada de particular, salvo el hecho que se trata de señoras  de  

entre 60 y 80 años que aún con osteoporo sis deben cargar los alimentos 

durante largos trayectos y esperar horas a la intemperie, bajo el sol del 

verano o el frio del invierno, incluso con mal tiempo.  

Esfuerzo que padecen esas ancianas p ara realizar una visita de dos 

horas, por ejemplo, la espos a de un detenido que vive en Capital 

Federal, debe disponer de todo el día desde que sale de su casa hasta 

que regresa. La mayoría del tiempo transcurre en los procedimientos 

previo y posterior a la visita donde estas mujeres están paradas, a la 

intemperie , sin protecciones y cargando la comida que el Estado 

debería proveer a sus esposos . 

En consecuencia, el Estado no solo victimiza a los procesados sino 

también a sus familiares, como hemos previamente referido. Pero ello no 

se limita a afectar la salud de los familiares, que padecen enfermedades 

típicas de la edad, sino también a aquellas que tenían una actividad 

comercial y sus cuentas bancarias en conjunto con su esposo, porque 

son inhibidas judicialmente a medida que los jueces dictan medidas 

cautelares dejándolas sin poder actuar comercialmente en la actividad 

de su sustento, hasta tant o puedan superar la situación o pierdan el 

acceso al dinero que tenían destinado a dicha actividad.  

                                                           
33 Informe Registro Nacional de Casos de Tortura y/o Malos Tratos (RNCT) 

http://www.ppn.gov.ar/ Pág. 92  y ss. 

http://www.ppn.gov.ar/
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A ello debe agregarse que los procesados habrán de afrontar con sus 

bienes personales el hecho de haber actuado bajo las órdenes estatales, 

como ya está ocurriendo a partir de las inhibiciones que los jueces han 

dictado sobre sus bienes.      

 

6-TRATO ABUSIVO 

La normativa interamericana sobre Derechos Humanos referida en la 

Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombre 34 

reconoce en su Art. 1 que òtodo ser humano tiene derecho a la vida, a la 

libertad y a la seguridad de su personaó. Consecuentemente, si de 

manera transitoria se ha perdido el derecho a la libertad ambulatoria, 

como va dicho, no se han perdido sus otros derechos.  

                                                           
34 http://www.cidh.org/Basicos/Basicos1.htm  
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La Convención Americana sobre Derechos Humanos 35 establece en el 

Art 5 que òToda persona tiene derecho a que se respete su integridad 

f²sica, ps²quica y moraló y la Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura 36, ratificada por la Argentina el 18 de noviembre de 

1988, dispone en su Art 2, Se entenderá por tortura todo acto realizado 

intencionalme nte por el cual se inflijan a una persona penas o 

sufrimientos físicos o mentales de investigación criminal, como medio 

intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como 

pena o cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la 

aplic ación de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima 

o disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o 

angustia psíquica.  

El Registro Nacional de Casos de Torturas y malos tratos  ñRNCTñ creado 

a partir de recomendacion es de la ONU, mediante la participación  de 

dos organismos , la Procuraduría Penitenciaria Nacional ñPPNñ y el 

comité contra la Tortura de la Comisión Provincial por la Memoria , realizó 

en 2010 una prueba piloto . En 2011 inició el relevamiento de campo y en 

2012 produjo su informe anual , donde refiere que a los fines del registro 

este organismo ha relevado cárceles de la Provincia de Buenos Aires y 

del Servicio Penitenciario Federal , habiendo encontrado 791 víctimas 

según la tipificación de 11 conductas subsu midas en el delito de tortura y 

malos tratos por parte de los agentes estatales:  

1-Agresiones físicas . 

2-Aislamiento . 

3-Amenazas  

4-Traslados gravosos . 

5-Traslados constantes de unidad . 

6-Malas condiciones materiales de detención . 

7-Falta o deficiente alimentación . 

8-Falta o deficiente asistencia a la salud . 

9-Robos de pertenencias . 

                                                           
35http://www.derhuman.jus.gov.ar/pdfs/CONVENCION_AMERICANA_SOBRE_DERECHOS_HUMANO

S.pdf  
36 http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a -51.html  
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10-Impedimentos de vinculación familiar y social . 

11-Requisa personal vejatoria.  

El registro iniciado por el RNCT ha comprobado en los lugares censados 

un total de 1333 37 cas os de torturas. A ello deben agregarse las torturas y 

malos tratos referidos en el presente que no han sido incluidos.  

Los primeros detenidos en ser alojados en Marcos Paz han relatado a sus 

familiares que durante las primeras noches no podían dormir a ca usa de 

las cucarachas que les recorrían el cuerpo, las ratas que ingresaban al 

lugar de alojamiento y las moscas que se asientan en toda la comida 

debido a la cercanía a un inmenso basural a cielo abierto.  

A raíz de ello sufrieron diarreas y algunos estuv ieron próximos a la 

deshidratación , situación que lograron controlar con el esfuerzo personal 

de los propios internos. Finalmente el penal debió complementar un 

cronograma de desinfección que duró unos pocos meses, para evitar 

una epidemia.  

Los pabellones de este penal donde se alojan  los detenidos , son 

completamente cerrados y provistos de un sistema de calefacción y 

refrigeración que recircula el aire interior pero  que  no funciona. El techo 

está construido con chapa sin aislantes termo -acústicos ni cielorraso, 

consecuentemente en invierno hace mucho frío y en verano mucho 

calor, al punto de exponer a los ancianos al borde de la deshidratación.  

El aire interior no se re nueva y se contamina entre otros factores, con las 

pelusas que se desprenden de las frazadas de muy baja calidad 

provistas por el Servicio Penitenciario Federal .  

Esta situación termina afectando a los que sufren problemas respiratorios 

y alergias, circuns tancias que se agravan cuando no se abre la puerta 

que da acceso al patio que en algunas oportunidades ha permanecido 

en esa condición durante 10 días.  

 En ese sentido, el Art 21. 1) de las RNTR establece:  El recluso que no se 

ocupe de un trabajo al aire libre deberá disponer , si el tiempo lo permite, 

de una hora al día por lo menos de ejercicio físico adecuado al aire libre .   

                                                           
37

 Informeéop cit p§g. 119. 



44 

 

En otros casos los ancianos fueron alojados en lugares absolutamente 

inapropiados, sin ventilación adecuada, y sin posibilidad de salir al aire 

libre , o tuvieron que dormir en el suelo. 

 

7-Traslados gravosos  

Otro aspecto referido a los malos tratos se da ante la compare cencia  a 

los tribunales . Este es uno de los momentos más traumáticos para los 

detenidos de estas edades, por el régi men al que se somete a  los 

imputados. En el caso del penal de Marcos Paz, por ejemplo, son 

retirados entre las dos y las tres de la mañana de su alojamiento, llegan a 

los tribunales de Comodoro Py a las 7:00 y permanecen en las celdas del 

sótano del edificio sin calefacción , ni refrigeración , sucias y llenas de  

cucarachas,  en un régimen similar al de aislamiento .  

Comparecen a juicio entre las 10:00 y las 17:00 ,  horario aproximado en el 

que vuelven a las celdas donde  permanece n hasta que los trasladen a 

su lugar de detención , al que llegan entre las 21:00 y la una de la 

madrugada dependiendo de la disponibilidad de vehículos, para volver 

a salir a las tres de la mañana siguiente. Rutina que se repite a lo largo de 

juicios que du ran entre dos  y tres años.  

Consecuentemente, en razón de la duración de los juicios, 

objetivamente se les agrava sus condiciones de detención y de salud, al 

someterlos por tanto tiempo a condiciones similares a las de aislamiento y 

al estrés del traslado.  Durante el desarrollo del juicio oral por la causa 

ESMA 1270, uno de los imputados sufrió un síncope no cardíaco y se 

desmayó en plena audiencia, otro estuvo al borde de sufrir muerte súbita  

a raíz del cuadro cardíaco que padece y varias audiencias debieron ser 

suspendidas por problemas de salud de los acusados.  

Sobre los traslados gravosos, el informe del RNCT, señala que: Si bien 

registramos aquellos traslados que por sus condiciones pueden  registrarse 

particularmente gravosos, cabe subrayar que las condiciones en las que  

se producen los traslados son regularmente situaciones en que se 

vulneran los derechos de la personas presas, lo que habilita a su uso para 

el despliegue de estas prácticas  como tortura y mal trato 38. 

 

                                                           
38 Pág. 76 . 
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Luego acerca d el universo relevado para el informe, agrega : 27 víctimas 

habían sido trasladadas en 39 oportunidades en los dos meses previos a 

las entrevistas.  Doce de los cuales habían ido a comparendo.  

El referido informe no incluye al grupo etario de presos políticos que 

registran tres y más traslados a diferentes unidades penitenciarias , 

empeor ando  sus condiciones de detención, en muchos casos con 

habeas corpus presentados sin ningún resultado tangible.   

También movimient os de detenidos a comparendo en los tribunales que 

superan los cincuenta traslados y casos de más de ochenta traslados 

para un mismo juicio como ocurrió en la causa  ESMA, efectuados en 

vehículos inapropiados, sin calefacción, ni ventilación adecuada para 

resistir las bajas temperaturas de invierno o calores de hasta 47° C como 
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se han registrado en enero de 2014,  sin ningún tipo de protección contra 

accidentes  y sentado a 90° del desplazamiento del vehículo de manera 

de garantizar daños en la columna verteb ral en caso de detención 

brusca por accidente .  

Los traslados por lo general son  realizados contra reloj, en muchos casos 

porque ha sido citada la prensa gráfica por el tribunal y el juicio debe 

empezar a horario, lo que obliga a los choferes a realizar 

desplazamientos con sirena a toda velocidad y pasar barreras bajas 

incluso con el tren a la vista . En ciertas ocasiones  los ancianos llegan 

descompuestos o con 

problemas de presión.  

Las Reglas Mínimas 

para el Tratamiento de 

los Reclusos  

establecen en su Art 

45.1 inc. 2) Deberá 

prohibirse el transporte 

de los reclusos en 

malas condiciones de 

ventilación  o de luz o 

por cualquier medio 

que les impongan un  

sufrimiento físico. 3) El 

traslado de los reclusos 

se hará a expensas de 

la administración y en condiciones de igualdad para todos.  

Como consecuencia de los traslados gravosos, se han registrado fisuras 

de costillas, fractura s de cadera, problemas en la s vértebras lumbares y 

cervicales de la  columna vertebral ,  etc.  

En otros tipos de traslados del Servicio Penitenciario Federal, es usual que 

el servicio nocturno tras porte  a los detenidos entre las 2:00 y las 4:00 de la 

mañana y los lleve a la central dond e permanecen durante horas en el 

vehículo, encerrado en una jaula con candado , sin calefacción ni 

refrigeración, ni posibilidades de desayun o; generalmente suci os, incluso 

con la goma de auxilio suelta  en el interior del vehículo  y con los  

cinturones de s eguridad inutilizables, en esas condiciones algunos han 

sufrido desmayos, mientras el personal hace los cambios de guardia y el 

turno entrante los lleva al destino previsto , c on el agravante, en muchos 

Uno de los detenidos de 86 años esposado acompañado por 

jóvenes del Servicio Penitenciario Federal.  



 

47 

 

casos, de llegar tarde al lugar de destino, pese a la desmedida 

anticipación del retiro de los ancianos de su lugar de alojamiento.  

A ello debe agregarse que en los traslados , estos ancianos en su mayoría 

valetudinarios, son esposados  y no pocas veces encadenados al piso del 

vehículo  violando los supuestos que justifican el empleo de elementos de 

sujeción previstos en la ley 24.660 y en las disposiciones internas del 

Servicio Penitenciario Federal [BSPF N° 188] , pues no existe peligro de 

fuga 39 de gerontes  octogenarios  y valetudinarios  ac ompañados por 

robustos jóvenes veinteañeros del Servicio Penitenciario encargados del 

traslado , quienes no tienen adecuada conciencia de que un golpe 

sufrido por un 

detenido 

durante un 

movimiento de  

personas de esta 

franja etaria 

puede tener 

consecuenci as 

impredecibles  y 

fatales . 

Algunos jueces 

evidencian aún 

más la venganza 

y aducen  que 

imputados de 70 

u 80 años son de máxima peligrosidad, lo que  activa mecanismos 

adicionales de seguridad, con el único fin  de  que se les coloquen 

esposas a gente con procesos de artritis y artrosis en las articulaciones de 

los hombros , muñecas y rodillas que los puede llevar a posibles 

claudicaciones y conse cuentemente serios peligros de caídas, como al 

Gral. Roberto A. Bocaland ro de 79 años en 2011, ocasionándole lesiones 

graves que coadyuvaron a  su fallecimiento . 

                                                           
39 En 2013, se fugaron dos detenidos que fueron dejados sin ningún tipo de custodia en una 

actividad extramuros.  
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En otros casos, en los tribunales y ante la presencia de los jueces, como 

ocurrió con el Tribunal Oral N° 5  de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires  

 

en 2010, a  los imputados detenidos en penales se  los llevó a comparecer 

esposados de a dos y fueron obligados a subir escaleras empinadas, 

mientras que los imputados con  prisión domiciliaria por edad o por 

enfermedad, ingresaban  a la sala de audiencias  sin esposas.  

Todo ello  evidencia que los instrumentos de fijación se aplican  con la 

única finalidad, expresamente prohibida, de castigar a los detenidos  

con la anuencia de los jueces. En particular si se considera que por regla 

general quienes son más viejos tienen  mayor responsabilidad en los 

hechos enrostrados.  

En muchos casos se han verificado desmayos, descomposturas, lesiones 

por accidentes y en general un grado enorme de deterioro físico en 

cada viaje, por lo que algunos pidieron  no asistir a las audiencias y 

optaron por no  solicitar asistencia para atenderse médicamente fuera 

del Penal, a un cuando fuera necesario.  

La sed punitiva de los agentes estatales ha llevado a los imputados a 

comparecer en tribunales con enfermedades terminales, a gerontes con 



 

49 

 

pañales, en sillas de ruedas, con oxígeno, en camilla y hasta se montó  

una sala de òcuidados intensivosó  en una  oficinas del tribunal contigua a 

la sala de audiencias , para que el interno presencie el juicio antes de 

morir tal como ocurrió con Víctor Becerra cuyo caso se detalla más 

adelante.  

8-Estigmatización de los detenidos  

Los juicios tienen además el agregado de la 

exposición pública ex profeso a la que son 

sometidos los imputados con el aval de los 

jueces. Las salas de audiencias son 

verdaderos escenarios ci rcenses.  

En el referido caso ESMA, como en la 

mayoría de los juicios, los imputados fueron 

fotografiados en tres sesiones a lo largo del 

juicio durante aproximadamente veinte 

minutos, por entre 20 y 40 fotógrafos 

ubicados a escasos 70 cm de los 

imputados.  

Viene dicho en el Art. 71 de la ley 24.660: El 

traslado individual o colectivo de internos se 

sustraerá a la curiosidad pública y estará 

exento de publicidad.  

En ese mismo sentido el P acto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos en su Art. 14, 

dice:  La prensa y el público podrán ser 

excluidos de la totalidad o parte de los juicios por considerac iones de 

moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad 

democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes  

o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando 

por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar 

a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o 

contenciosa será pública ,  

La prensa fotografiando a los 

imputados que se encuentran a 

la izquierda en un juicio 

celebrado en Tucumán. Arriba, 

el tribunal  permanece  

indiferente.  
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Obsérvese q ue la obligación internacional sólo exige que la sentencia 

sea pública. Ello es concordante con el Art 45.1 de las Reglas Mínimas 

para el Tratamiento de los Reclusos ðRMTRð de la ONU que establece:  

45. 1) Cuando los reclusos son conducidos a un establecimi ento o 

trasladados a otro, se tratará de exponerlos al público lo menos posible 

y se tomarán disposiciones para protegerlos de los insultos, de la 

curiosidad del público y para impedir toda clase de publicidad . 

Naturalmente estas reglas mínimas no podían p rever que la publicidad 

sería favorecida por los propios tribunales, empeñados en legitimar sus 

violatorias conductas con la presencia de público anuente  

En un juicio celebrado en Rosario, Provincia de Santa Fe, la prensa 

gráfica estuvo presente todos los días de audiencias,  y tomaron y 

publicaron  fotos en los medios de difusión pública incluso antes de que 

se efectuaran pruebas de reconocimiento de personas , c ontra lo 

dispuesto por la acordada de la CSJN 29/2008 que establece:  

g) Los medios periodísticos, tanto gráficos como audiovisuales, no podrán 

tomar registros de 

audio o de imágenes 

durante la etapa de 

prueba, ni de los 

testimonios, ni de las 

pericias.  

Una cuestión 

atendible es la 

esencia pública del 

proceso penal en el 

cu al  la prensa puede ejercer su obligación de informar, pero no a costa 

de la afectación de los derechos del imputado  que se presume 

inocente .  

De hecho la CADH establece en su Art. 8: El proceso penal debe ser 

público, salvo en lo que sea necesario para pre servar los intereses de la 

justicia.  

Incluso prevé que en caso de ser necesario puede retirarse por completo 

al público durante las audiencias, para proteger los derechos de los 

diferentes actores del proceso . 
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En ese mismo sentido el PIDCP establece en su  Art. 14. éLa prensa y el 

público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por 

consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una 

sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de 

las partes  o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del 

tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad 

pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en 

materia penal o contenciosa será pública,   

Obsérvese q ue la obligación internacional solo exige que la sentencia 

sea pública. Ello es concordante con el Art 45.1 de las Reglas Mínimas 

para el tratamiento de los Reclusos RMTR de la ONU que establece:  

          45. 1) Cuando los reclusos son conducidos a un est ablecimiento o 

trasladados a otro, se tratará de exponerlos al público lo menos posible y 

se tomarán disposiciones para protegerlos de los insultos, de la curiosidad 

del público y para impedir toda clase de publicidad.  

Naturalmente cuando se establecieron  estas reglas mínimas , no podía 

prever se que la publicidad ser ía favorecida por los mismos tribunales, 

empeñados en legitimar sus violatorias conductas con la presencia de 

público anuente. A tal punto que ya es una rutina que los jueces 

informen primero a la prensa de sus sentencias y después a los abogados 

defensores. Pues no son pocos los casos en los cuales los abogados se 
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han enterado por la prensa de las decisiones que tomó el tribunal acerca 

de sus pupilos.  

También el  Convenio europeo para la Protección de los Derechos 

Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950,  establece: Art. 6 

inc. 1: La sentencia debe ser pronunciada públicamente , pero el acceso 

a la sala de audiencia puede ser prohibido a la prensa y al púb lico 

durante la totalidad o parte del proceso en interés de la moralidad, del 

orden público o de la seguridad nacional en una sociedad democrática, 

cuando los intereses de los menores o la protección de la vida privada 

de las partes en el proceso así lo ex ijan  o en la medida considerada 

necesaria por el tribunal, cuando en circunstancias especiales la 

publicidad pudiera ser perjudicial para los intereses de la justicia.  

 

Incluso el Estatuto de Roma  [ley 26.200] acerca de los Derechos del 

acusado  establecido s en el Art. 67 expresa que En la determinación de 

cualquier cargo, el acusado tendrá derecho  a ser oído públicamente.  

Dejando claro que  la exposición pública del acusado es un derecho y no 

una obligación. Lo que se completa con el Art. 68 inc. 2 de ese 

ordenamiento: Como excepción al principio del carácter público de las 

audiencias establecido en el artículo 67, las Salas de la Corte podrá n, a 

fin de proteger a las víctimas y los testigos o a un acusado , decretar que 

una parte del juicio se celebre a puerta cerrada; y el artículo 76  inc. ò4ó 

establece: La pena será impuesta en audiencia pública y, de ser posible, 

en presencia del acusado,  habilitando la posibilidad de que el acusado 

pueda incluso no estar presente al momento de leerse la condena de 

éste tipo de delitos.  

La referida acordada de la CSJN le da un sentido diferente a las 

previsiones internacionales sobre protección de derechos d e los 

imputados, pues mientras éstas tienden a protegerlos sin negar el 

carácter público del proceso, la  Corte Suprema habilita la propaganda 

e incita al proceso farsa. En efecto, en sus considerandos dice:  

Que es preciso garantizar el derecho a la infor mación en los casos 

judiciales de trascendencia pública que generan gran interés en la 

ciudadanía. En este sentido, como las salas de los tribunales sólo pueden  
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 albergar a un limitado número de personas, su transmisión por los medios 

audiovisuales evitaría la exclusión de aquellos que no pueden ingresar en 

el recinto.  

Más adelante en el inc. f refiere:  El tribunal requer irá a un medio televisivo 

local o nacional, preferentemente público, la toma de imágenes para su 

posterior distribución entre las 

emisoras televisivas que cubran el 

proceso y que no pudieran 

ingresar a la sala de audiencias 

por insuficiencia del espacio fí sico 

destinado a esa finalidad.  

Ante estas circunstancias el buen 

nombre y honor del inocente 

queda con la tacha del reo. Pero 

habida cuenta que el principio de 

inocencia acompaña al 

condenado hasta que su 

sentencia quede firme y estos 

procesos ocurren en la primera 

instancia oral, el daño moral 

perpetrado por el Estado queda 

hecho. Estos procedimientos 

evidencian que los imputados son 

considerados culpables antes de 

comenzar el juicio y que las 

sentencias vienen dadas por el poder político, ya que nunca se  los trata 

como si estuviesen protegidos por el principio de presunción de 

inocencia.   

El Estado incumple entonces con sus obligaciones positivas de proteger 

los derechos de los imputados , pues para informar no se requiere de fotos 

de primerísimo primer pl ano.  En otras palabras, el tribunal incentiva la 

condena social al mediatizar un proceso que previamente debiera 

establecer la culpabilidad de los procesados.  

No obstante, de ser necesario, la prensa puede obtener las imágenes por 

medio de dispositivos téc nicos  o solicitándolas al tribunal  sin interactuar 

ni afectar a los imputados, pues otra cosa muy distinta es favorecer 

 

PARA NOVIEMBRE  

DE 2016 SE 

CONTABILIZAN 384 

PRESOS POLÍTICOS  

QUE MURIERON EN 

PRISIÓN,  

43 DURANTE LA 

GESTIÓN DEL 

PRESIDENTE MACRI 
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verdaderos òfusilamientosó fotogr§ficos que generan fuerte estr®s en los 

afectados, con evidente propósito  de estigmatiza rlos y de promover su 

explotación política, sobre todo porque imágenes inéditas terminaron en 

blogs de internet de claro tenor político   

Esta situación es particularmente grave cuando el imputado es luego 

absuelto o cuando es condenado con una prueba que debió haber sido 

declarada inejecutable, inaprovechable o nula.  

 

 

 

Por otra parte desde el punto de vista profesional , la publicación de las 

foto grafías  en los m edios con epígrafes que los condenan antes de la 

sentencia , va en contra  de  los deberes del periodista establecidos en la 

Carta de Múnich que la mayoría de los sindicatos de periodistas han 

aceptado . En el Art. 5 se establece el deber de Comprometerse a 

respetar la privacidad de las personas , aspecto  considerado en la 

mencionada acordada de la CSJN que regula la publicidad de los 

juicios, al referir:  Que esta regla de transparencia debe ser ponderada 

teniendo en cuenta el debido proceso, la privacidad de las personas 

acusadas y su derecho al respeto del principio de inocencia , que 

naturalmente se viola.  La interacción entre los jueces y la prensa se puso 

Militantes, pantalla gigante, escenario y conjunto de rock, todo el aparato del 

gobierno puesto a disposición de los juicios y de la estigmatización de los imputados, 

mientras tanto los funcionarios vaciaban las arcas del Estado. 
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en evidencia en el TOF de Neuquén, cuando el avión que llevaba a los 

imputados se adelantó y aterrizó a ntes de la hora prevista.  

Los detenidos acompañados por sus custodios , se encontraban sin 

elementos de sujeción a la espera de las autoridades locales para ser 

trasladados a la sede del tribunal. Pasado un cierto tiempo llegó la 

comitiva integrada por móv iles policiales seguidos por vehículos con la 

prensa, entonces los imputados fueron esposados, tomados por la policía 

y filmados para los medios locales.  

 

9-Mantenimiento en prisión de ancianos  

   mayores de 70 años  

 
El Art. 17 del Protocolo de San salvador acerca de la Protección de los 

Ancianos  establece: Toda persona tiene derecho a protección especial 

durante su ancianidad . En tal cometido, los Estados partes se 

comprometen a adoptar de manera progresiva las medidas  necesarias 

a fin de llevar este derecho a la práctica y en particular a:  

a.  proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y 

atención médica especializada a las personas de edad avanzada 

que carezcan de ella  y no se encuentren en condiciones de 

proporcionársela por sí mismas;  

b. ejecutar programas laborales específicos  destinados a conceder a 

los ancianos la posibilidad de realizar una actividad productiva 

adecuada a sus capacidades respetando su vocación o deseos;  

a.  c. estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a 

mejorar la calidad de vida de los ancianos  

Una forma de aliviar los sufrimientos de estos ancianos es la prisión 

domiciliaria, que mantiene la limitación ambulatoria pretendida por el 

sistema.  En este sentido el Art 1º de la ley 26.472, dictada por el mismo   
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gobierno que está actualmente a cargo de la administración estatal, 

modificó el Art. 32 de la ley 24.660 y establece:  

 El Juez de ejecución, o juez competente,  podrá disponer el 

cumplimiento de la pena impuesta en detención domiciliaria:  

a) Al interno enfermo cuando la privación de la libertad en el 

establecimiento carcelario le impida recuperarse o tratar 

adecuadamente su dolencia y no correspondiere su alojam iento en un 

establecimiento hospitalario;  

b) Al interno que padezca una enfermedad incurable en período 

terminal;  

c) Al interno discapacitado cuando la privación de la libertad en el 

establecimiento carcelario es inadecuada por su condición implicándole 

un trato indigno, inhumano o cruel;  

d) Al interno mayor de setenta (70) a¶os;é 

Sin embargo los jueces, por los motivos que fueren, son refractarios a 

otorgar este derecho que va vinculado al derecho a la vida , acerca de 

lo cual veremos ejemplos más adelante.  
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Cuando las violaciones son perpetradas por agentes del Estado, dejan a 

las víctimas sin posibilidades de busca r protección pues esta es la 

obligación primaria del Estado.  Muchos jueces que tramitan este tipo de 

procesos, han enviado a prisión a personas sabiendo o debiendo saber 

que, por su edad y/o estado de salud, no estaban en condiciones de 

sobrevivir en un establecimiento carcelario, y aún retienen a ancianos de 

más de 70 y 80 años en permanente riesgo de muerte, dada la 

imposibilidad de una atención  pronta en caso de urgencia, y 

deteriorando gravemente su salud.  

10- Violaciones al debido proceso  

Existe cierto consenso en algunas personas en sostener públicamente 

que si algo se puede rescatar del kirchnerismo son los juicios de derechos 

humanos  

 

 

Sin embargo, los juicios incoados por el kirchnerismo a partir de 2003, son 

un paradigma de violaciones. Las sentencias de los tribunales no se 

ajustaron a derecho, los juicios se realizaron a pesar de  las nulidades 

manifiestas en las que incurrieron, no se respetó el debido proceso, 

quedó comprometida la responsabilidad internacional del Estado, las 

Familiares protestan ante los tribunales de Córdoba.  
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causas fueron ilegalmente reabiertas y contribuyeron a instalar la 

inseguridad jurídica en la Argentina,  al violarse entre otros el principio de 

legalidad.  

Consecuentemente las inversiones extranjeras que benefician el 

crecimiento de la economía, permiten mejorar la productividad y elevar 

el nivel de vida, condicionan su participación a la existencia de dic ha 

inseguridad jurídica, pues es evidente que lo obrado contra los militares 

afecta también a la sociedad en su conjunto, ya que si un Estado 

consigue violar los derechos de un grupo de personas, no tiene límites 

para  hacerlo con los demás.  Los imputados son prisioneros ilegales de un 

sistema jurídico que no respeta los principios generales del derecho 

reconocidos por las naciones civilizadas, ni los derechos humanos de los 

procesados. Las condenas políticas las imp uso el kirchnerismo , 

concretamente la  Secretaría de Derechos Humanos, en algunos casos 

con participación de funcionarios de dicha Secretaría que fungieron 

como testigos de cargo. Pero el gobierno de Macri pese a reconocer la 

ilegalidad de lo obrado por el anterior gobierno no actúa en 

consecuenci a, consolidando así la ausencia de seguridad jurídica.  

La Corte habilitó cuestionables argumentos jurídicos que facilitaron la 

acción de los jueces de los tribunales inferiores, quienes escriben largas 

sentencias para intentar justificar que en tales actos  no se violan los 

derechos humanos. Sin embargo fue elocuente lo ocurrido en 

oportunidad de la demorada lectura de la sentencia de la causa ESMA. 

Cuando se conocieron extraoficialmente los pormenores, se supo que 

había serias diferencias  entre los jueces pues habían recibido la orden  

política de condenar a todos los procesados a prisión perpetua.  

Como anticipamos en la síntesis previa, u na característica particular de 

estos juicios de excepción la constituyen la s declaraciones de los testigo s 

a partir de l as cuales se estructura la acusación de todas las causas. Pero 

la mayoría de los testigos asume  tambi®n el car§cter de òquerellantesó, 

con lo cual tienen interés en el resultado punitivo del juicio. Además, 

integraron las organizaciones terro ristas de los años  70õ, circunstancias 

que los invalidan como testigos.  

No obstante, los tribunales toman sus dichos como si se tratasen de un 

tercero ajeno a los hecho s. En general, los testimonios de testigos 

sexagenarios sorprenden por su capacidad de recordar detallados 
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hechos y circunstancias que tienen más de treinta años, en franca 

oposición con estudios científicos presentados en varias causas, llevados 

adelante por científicos de los EE.UU. como Michael Gazzaniga, Elizabeth 

Loftus, Daniel Schacter , etc. acerca de la memoria y los procesos 

vinculados al recuerdo. Estos científicos y en especial Gazzaniga 40, quien 

tiene un proyecto específico sobre la validez de los testimonios en la 

justicia, demuestran que es imposible recordar como lo hace la mayor ía 

de los testigos en estas causas  treinta años después .  

Ello se comprueba cuando se realizan comparaciones entre las 

declaraciones de los testigos, que indican claramente la previa 

existencia de una coordinación extrajudicial en franco demérito del 

derec ho de defensa de los imputados y en particular, confirmando lo 

referido por Gazzaniga, mientras que otros testigos contemporáneos a los 

hechos, afirmaron que no recuerdan los detalles porque se alejaron de la 

militancia. En otras palabras, es la militancia  la que en reconstrucciones 

colectivas induce los recuerdos, lo que Gazzaniga llama 

sugestionabilidad.  

Tal vez el reconocimiento más elocuente del armado de los dichos de los 

testigos lo haya formulado el abogado Pablo Llonto , querellante en la 

causa ESMA, quien en un debate realizado en la Universidad de general 

Sarmiento afirmó... en general nuestros testigos cuando no recuerdan 

algo dicen no me acuerdo", es cierto que puede haber una charla 

previa (nosotros en esto no mentimo s) nosotros preparamos a nuestros 

testigos...  

En cuanto a la metodología 

para trabajar con los testigos. 

Uno ayuda al testigo, ayudar al 

testigo significa muy clásico, 

por ejemplo lo que nos pasó 

ayer con una tía de 82 años 

que tenía que contar sobre su 

sobrina secuestrada, ella no se 

acordaba la fecha entonces 

nosotros le decimos la fecha, le 

                                                           
40 Gazzaniga, Michael S. (2005). The Ethical Brain . New York [u.a. ]: Dana Press..  

http://www.lawneuro.org/   y  http://www. 

sagecenter.ucsb.edu/sites/staging.sagecenter.ucsb.edu/files/file -and -

multimedia/A_Judges_Guide_to_Neuroscience%5Bsample%5D.pdf  
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decimos "la fecha que tenés que decir es ésta" . 

Así que el trabajo con los testigos es fuerte, es intenso. No todos los 

testigos quieren preparación hay algunos test igos que dicen "no, no me 

hables antes yo ya sé lo que tengo que decir" se sientan y lo dicen pero 

en general el porcentaje de falsedad, o de dato incierto, es muy 

pequeño, lo hay pero es muy pequeño..."  

La preparación de los testigos y la charla previa co n la familia para que 

los recuerdos aparezcan fuertemente, son una cuestión metodológica 41.  

Lo que fue confirmado por el Dr . Luis Zamora en la audiencia del 11 de 

julio de 2012  [11:08:16]  ante el TOF N° 5 en la causa ESMA unificada,  al 

afirmar: La preparación de un testigo especialmente de familiares o de 

víctimas de sobrevivientes especialmente, son meses previos . Tal como se 

aprecia, ya no son sólo los testigos quienes reconocen la preparación 

previa de las declaraciones, donde se termina inducien do el recuerdo 

de los testigos con detalles que el fiscal luego emplea para fundar su 

acusación.  

En la mayoría de los casos no hay vinculación directa entre los cargos 

que se imputan al acusado y los hechos que se òpruebanó. Los 

imputados reciben graves co ndenas construidas por analogía penal, 

cuyos fundamentos a veces sorprenden por el razonamiento de los 

jueces alejados de toda lógica formal. Además, una llamativa 

uniformidad en los argumentos de  las sentencias de los tribunales de 

todo  el país, completa la panoplia de violaciones al debido proceso.  

Así las cosas, haber estado o pasado por el edificio donde se presume 

que se produjeron los hechos es más que suficiente para acreditar 

responsabilidad penal colectiva. Consecuentemente y  por analogía , el 

impu tado es individualmente responsable.  

A un tribunal solo le basta que dos testigos, cuya previa co ordinación es 

evidente, afirmen haber visto, oído su voz, percibido un perfume , o 

recordar que un tercero les comentó acerca de la presencia del 

imputado en el edificio donde se presume que se produjeron los hechos, 

                                                           
41 Publicado en www.ungs.edu.ar  Primeras Jornadas de Historia Reciente del Conurbano 

Norte y Noroeste, consultada 15 de mayo 2015.  

 

http://www.ungs.edu.ar/
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para aplicar las máximas penas aunque los testimonios no refieran su 

participación en un delito determinado.  

Ni siquiera se tienen en consideración los atenu antes de la obediencia 

debida o la responsabilidad del superior. Soldado y General tienen la 

misma condena, con el agravante 

de que el General por una cuestión 

biológica y humanitaria está en su 

domicilio y el soldado en una cárcel.  

Al acusado se lo consid era 

moralmente responsable de los 

actos cometidos por el Estado, en 

franca violación del axioma del 

derecho penal òno hay pena sin 

culpa ó. 

Consecuentemente la imputación 

de responsabilidad no se realiza en 

base a un acto o a una omisión del 

autor ñtípicame nte antijurídicos, 

culpables y adecuados a una figura 

legal 42ñ (conocido como derecho 

penal de acto), sino por lo que el 

imputado es o representa (derecho 

penal de autor), lo que constituye 

una  atribución de responsabilidad 

objetiva y en consecuencia se tr ata de derecho penal del enemigo.  

La condición política de estos procesos se puso una vez más de 

manifiesto, en 2012, con el caso del sindicalista Gerardo Martínez. En esa 

oportunidad el gobierno tenía interés en que no prosperase una 

acusación, por haber  estado en los '70, en un edificio determinado que 

tuv o relación con hechos atribuidos a la repartición.  

Martínez fue acusado de haber participado durante el gobierno militar 43 

en el Batallón de inteligencia 601 del Ejército , pero su actual condición 

de gre mialista a favor del gobierno hizo que los mismos argumentos por 

los que los tribunales imponen sentencias de prisión perpetua a los 

                                                           
42 Sebasti§n Soler ôD. P. Argentinoõ citado, Ed. Tea. T. I  põ 208. 
43 http://www.clarin.com/politica/Gerardo -Martinez -represores -agente -

util_0_741526013.html  
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militares, no alcancen siquiera para iniciar una investigación a dicho 

sindicalista. En ese sentido, el Juez Ariel Lijo el 21 de septiembre  de 2012 

en la causa 8677/11 dijo:  

En este sentido, resulta necesario contar con elementos probatorios que 

acrediten fehacientemente la participación de cada integrante en 

hechos concretos , ya que, de lo contrario, se permitiría una persec ución 

penal por la simple pertenencia a un ògrupoó y sin pruebas que sustenten 

una participación concreta en delitos.  

En este orden de ideas, debo destacar que si 

bien Martínez cumplió funciones en una  

estructura intrínsecamente ilegal, su 

responsabilidad penal no puede ser 

determinada por  sus funciones , o porque 

objetivamente pertenecía al Batallón de 

Inteligencia 601. Lo contrario -incriminar al 

Batallón de Inteligencia 601 -, implicaría quebrar 

todos los preceptos y principios jurídicos sobre 

culpabilidad por el acto y de autoría y 

participación.  

Por lo tan to,  la apertura de la causa de 

Gerardo Martínez, fue rechazada.  

Los procesos incoados a los militares y civiles violan principios elementales 

del derecho e ignoran el precedente jurídico del juicio a las Juntas 

Militares [causa 13/84] donde fueron juzgados los comandantes y 

sentenciados por delitos comunes, la mayoría de ellos fallecidos. Sin 

embargo, hoy los mismos hechos son recategorizados como delitos de 

lesa humanidad, inexistentes en el Código Penal en la época de los 

hechos, y se dictan sentencias  con penas muy superiores a las aplicadas 

a los comandantes que imp artieron las órdenes  y que tenían el poder de 

cambiarlas sin consecuencias personales .  

Por otro lado, cuando las defensas desarman los hechos imputados la 

fiscalía los ignora, y lo sostenido  por el Ministerio Público se toma 

literalmente como fundamento d e la sentencia. En caso que los testigos 

entren en contradicción con sus propias declaraciones dad as décadas 

atrás , el tribunal hace caso omiso a los dichos del pasado y toma los 

actuales como válidos  

CREEMOS 

QUE SIN 

JUSTICIA  

NO HAY 

REPÚBLICA 

POSIBLE 
 



64 

 

A ello debemos agregar que en la acusación formulada durante el juicio, 

además de la fiscalía y las querellas particulares participa la Secretaría 

de Derechos Humanos de la Nación donde trabajan algunos testigos de 

los juicios, por lo que el Estado va dos veces en la acusación, violando la 

ley 26.550 que  este mismo 

gobierno dictó introduciendo 

el Art 82 bis al C.P.P.N.  

Además, la mayoría de los 

imputados tienen defensores 

oficiales que cambian y rotan 

continuamente, por lo tanto 

nunca terminan de conocer 

las causas de extrema 

complejidad, que acumulan en algunos casos más de un millón de fojas, 

lo que naturalmente invalida una buena defensa. Se han registrado 

casos de defensores que auténticamente se comprometieron con la 

defensa y fueron separados de la ju sticia penal , como ocurrió con la 

defensora oficial Verónica Blanco al final izar la causa conocida como 

ABO [Atlético, Banco, Olimpo]  

Los ejemplos referidos ponen en evidencia que el Estado despliega una 

serie de recursos para que en ningún juicio se respe te el debido proceso, 

aunque éste,  a los ojos del público,  parezca  legal, legítimo y justo. Las 

previsiones de los pactos de derechos humanos que obligan 

imperativamente a los jueces así como las de las  Naciones Unidas en la 

materia , no son respetadas 44 por los agentes del Estado.  

                                                           
44 a) RES 40/32, 29-11-1985 Independence de la magistrature, 7ème Congrès des Nations Unies 

pour la prévention du crime et le traitement des délinquants,  

http://www.un .org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/40/32&Lang=F  b) RES 40/146, 

29-11-1985  les droits de lõhomme dans lõadministration de la Justice  

http://www.un.org/french/ documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/40/146  c) RES 34/169, 17-12-

1979  Code de Conduite pour les responsables de lõapplication des lois.  

http://www.un.org/french/documents/ view_doc.asp?symbol=A/RES/34/169   y  

http://www2.ohchr.org/french/law/code_de_conduite.htm  d) Principes fondamentaux 

l'indépendance de la magistrature, Haut -Commissariat des Nations Unis  aux Droits de lõHomme  

http://www2.ohchr.org/french/law/magistrature.htm  e) Renforcement à la conduite des 

magistrats  

 http://www.unodc.org/pdf/corruption/corruption_judicial_res_f.pdf  f) Règles minima concernant 

l'administration de la justice pénale  1996, mai. Règles et Normes des Nations Unies dans le 

domaine de la prévention du crime et de la justice pénale . Elaboration de règles minima 

concernant l'administration de la justice pénale, http://daccess -dds -

ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/V96/818/39/IMG/V9681839.pdf?OpenE lement  

http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/40/32&Lang=F
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/40/146
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/34/169
http://www2.ohchr.org/french/law/code_de_conduite.htm
http://www2.ohchr.org/french/law/magistrature.htm
http://www.unodc.org/pdf/corruption/corruption_judicial_res_f.pdf
http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/V96/818/39/IMG/V9681839.pdf?OpenElement
http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/V96/818/39/IMG/V9681839.pdf?OpenElement
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En ese sentido:  

El Art 10 de la D eclaración Universal de los Derechos Humanos establece:   

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser 

oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e 

imparcial , para la determinación de sus derechos y obligaciones o para 

el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.  

En concordancia con el Art . 8. Garantías Judiciales del PSJCR que 

establece:  

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, co n las debidas garantías  y 

dentro de un plazo razonable , por un juez o tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley , en la 

sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o 

para la determinación d e sus derechos y obligaciones de orden civil, 

laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Y el Art. 14 del PIDCP que 

establece:  1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de 

justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las 

debidas garantías por un tribunal competente, independiente e 

imparcial , establecido por la ley, en la substanciación de cualquier 

acusación de carácter penal formulada contra ella o para la 

determinación de sus derechos u obligacion es de carácter civil.  

Cuando el Estado lesiona los derechos de una persona al apartarse de la 

ley, viola el debido proceso que otorga garantías mínimas al imputado. 

Para evitar lesionar los derechos subjetivos de éste, en un proceso penal, 

se deben cumplir  los requisitos prescriptos en la Constitución Nacional.  

 

                                                                                                                                                                             
 http://www.unodc.org/unodc/en/commissions/CCPCJ/session/05.html            

http://www.unodc.org/unodc/en/commissions/CCPCJ/session/05.html
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NULIDAD DE LOS 

 JUICIOS LLAMADOS DE  

òLESA HUMANIDADó 

 

 

1-Pérdida de independencia de la justicia  

Es público y notorio que desde el advenimiento del gobierno de Kirchner 

en mayo de 2003, el Poder Judicial quedó sometido a la voluntad del 

Poder Ejecutivo 45. Luego de obtener la mayoría en el Congreso y que el 

                                                           
45 Numerosos artículos de prensa han reflejado la situación por la que atraviesa la justica, entre 

ellos puede consultarse:  

Å "Jueces con obediencia debida se buscan", http://www.lanación.com.ar/895777 -jueces con 

obediencia debida se buscan. 2007. Consultada de enero 2012.  

Å "La renuncia del Presidente del máximo Tribunal Penal de la Nación [Cámar a Nacional de 

Casación Penal] Dr. Alfredo Bisordi". Clarín ð12 de marzo del 2008 y Página 12 ð 14 de junio de 

2008.  

Å "Es un día de vergüenza para nuestro sistema judicial". La Nación.  

www.lanacion.com.ar/1082193 -cristina -es-un-dia -de -verg%C3%BCenza -para nuestro -sistema -

judicial.  

Å "El gobierno impulsará el juicio político a los jueces que ordenaron liberar a represores". La 

Nación. www.lanacion.com.ar/nota.asp?nota_id=1082432  

Å "Editorial". La Nación, 26 de diciembre de 2008.  

Å "Denuncian al gobierno en un foro de Jueces". La Nación, 22 de abril de 2009.  

Å "Los Jueces cuentan como los presiona el poder político". La Nación, 20 de septiembre de 2009.  

Å "El Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Dr. Ricardo Lorenzetti, reclamó al 

poder polí tico que los jueces tengan más independencia". La Nación, 20 de septiembre de 2009.  

Å "Grave denuncia de los abogados de la Capital". La Nación, 24 de septiembre de 2009.  

Å Renuncia del Juez Federal Araoz de Lamadrid donde expres·: ésoy v²ctima de una cacería por 

no haber sido obedienteé Diario Perfil, 12 de diciembre de 2009.   

Å   También lo expresado por TV por el Senador por Córdoba Luis Juez: Los Jueces de mi Provincia 

le tienen p§nico al poder pol²ticoé. Nelson Castro, TN, Juego Limpio, 10 de diciembre de 2009.  

Å "Justicia para los amigos y castigo para los demás", La Nación, 27 de julio de 2011.  

Å "La consigna: atemorizar y avasallar al Poder Judicial", La Nación, 04 de octubre de 2011.  

Å "Una feroz persecución a los jueces", La Nación, 04 de octubre de 2011.  

Å "En dos meses, el gobierno desmanteló un fuero judicial". Clarín, 22 de noviembre de 2012.  

Å "Jueces advierten a la Corte que el gobierno afecta su independencia", Clarín, 30/11/2012.  

Å "Las embajadas extranjeras, en alerta por la ofensiva del G obierno. Miembros del cuerpo 

diplomático se reunieron preocupados por los avances contra la justica y la prensa"  La Nación, 

19 de mayo de 2013.  

Å "Fuerte condena internacional por los avances sobre la prensa y la justicia". Clarín, 20 de mayo 

2013. 

Å  "Fuerte reacción por los ataques a la Justicia". La Nación, 22 de junio de 2013.  
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disciplinamiento de los legisladores le permitiese al gobierno aprobar, sin 

dilación, todo tipo de leyes, el Poder Ejecutivo logró el control del 

Consejo de la Magistratura e impuso la expulsión de jueces de la Corte 

Suprema  de justicia , de la Cámara de Ca sación Penal, de los tribunales 

orales federales, de jueces federales e incluso de defensores oficiales que 

se oponían al nuevo derecho que habría de imponerse desde el 

gobierno.  

Las presiones sobre los jueces federales se hicieron moneda corriente y 

much os se acogieron a los beneficios de la jubilación. Todos fueron 

reemplazados por abogados de la matrícula o funcionarios afines a la 

política del gobierno, lo que coadyuvó al definitivo control de la 

voluntad judicial, aunque cada tanto se pronunciase algú n fallo 

disonante con la política oficial 46 para presumir cierta independencia, 

sobre todo a partir de los intentos del gobierno de Cristina Fernández ðen 

2013ð de obtener mayor control sobre el "Poder Judicial" tras la consigna 

"democratizar la justicia", impulsados por la agrupación Justicia Legítima 

integrada por miembros del Poder Judicial afines al gobierno.  

No obstante las manifestaciones de autonomía de la justicia, tal 

condición no se observó en las causas referidas a los asuntos de interés 

para el Poder Ejecutivo, ni con los casos de corrupción de los funcionarios 

que òprolijamenteó se fueron cerrando en los tribunales gracias a la 

acci·n de determinados jueces, o permanecieron òtrabadasó de 

manera que la prescripción de la acción penal quedara gara ntizada. 

Statu quo  que se mantuvo hasta 2014, cuando la justicia emergió de su 

tolerante letargo ante el embate del Poder Ejecutivo y la magnitud de la 

corrupción de los funcionarios públicos, que comenzó a ventilarse 

internacionalmente con la intervención  de magistrados de otros países.  

El 9 de octubre de 2003 el Buenos Aires Herald  advertía en su editorial:  la 

campaña del gobierno de Néstor Kirchner para controlar la Corte 

Suprema  mal podría ser más clara, pero subsiste la cuestión de lo que 

piensa hacer Kirchner con ese control una vez que lo consiga, y La 

Nación del 5 de junio de ese año recuerda que Kirchner por cadena 

                                                                                                                                                                             
Å "Nueva ofensiva del gobierno para controlar la Justicia", La Nación, 30 de  diciembre de 2013. A 

ello deben agregarse numerosos artículos más del mismo tenor que no se consigna n por 

economía de espacio.  
46 Ejemplo de ello se dio cuando la Corte falló en favor del pago del 82% móvil para los jubilados, 

o la reposición de un funcionario a su anterior cargo en la provincia de Santa Cruz, que había sido 

eliminado por Kirchner. Sin em bargo éste incumplió en ambos casos lo dispuesto por la CSJN y la 

Corte guardó silencio.  
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nacional expresó: Pedimos con toda humildad, pero con coraje y firmeza 

que los señores legisladores, que el Congreso de la Nación, marqu en un 

hito hacia la nueva Argentina preservando a las instituciones de los 

hombres que no est§n a la altura de las circunstancias é Separar a uno o 

varios miembros de la Corte Suprema no es tarea que pueda concretar 

el Poder Ejecutivo.  

No es nuestro deseo  contar con una corte adicta, queremos una Corte 

Suprema que sume calidad institucional y la actual dista demasiado de 

hacerloé 

Es innegable que la i ndependencia de la justicia legí tima sus sentencias y 

en este sentido la resolución 40 -146 de la Asamblea General del 13 de 

diciembre de 1985  que  establece los  Principios de la Naciones Unidas 

sobre la integridad de los Magistrados , instituye como primer principio: La 

independencia de la magistratura es una exigencia previa al principio de 

legalidad y la garan tía fundamental de un proceso equitativo .  

 

2-El plan de Estado  

La estratagema presidencial prevista para el Poder Judicial se confirmó  

el 20 de junio de 2013 cuando el ex Jefe de Gabinete del Presidente 

Kirchner, Alberto Fernández, explicó públicamente en el programa Juego 

Limpio, conducido por el periodista Nelson C astro y emitido por canal de 

TV Todo Noticias [TN], ...es nuestro orgullo la Corte, [é]Yo he visto a 

Kirchner seleccionar a esos jueces, yo he visto a Kirchner reunirse con 

ellos antes de ser designados, no me lo contó nadie, estuve en todas las 

reuniones,  y lo que Kirchner les dec²a es, òustedes est§n para actuar con 

total independencia, nunca van a llamar de la casa de gobierno ðasí era 

y no estoy mintiendo, vayan y pregúntenle a cualquier juez de la Corte ð, 

y tengo dos problemas que para mí son problemas de Estado: los 

derechos humanos y la dolarización de la economía.  

Salvo esos dos temas que se están ventilando en la justicia, la verdad es 

que nosotros no tenemos ningún interés en ningún tema. Estos tema s nos 

preocupan porque son Pol²tica de Estadoó. 

Los jueces del máximo tribunal aceptaron sus cargos sin reparo alguno, 

condicionados por el poder político. Entre ellos, dos que habían actuado 
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como jueces durante el gobierno militar e iban a punir las condu ctas del 

gobierno en el que ellos habían participado, [Zaffaroni y Highton de 

Nolasco].  Es evidente que no puede pedirse imparcialidad a jueces que 

asumen con este condicionamiento, repudiado por la estructura que 

nutre a la Corte Suprema en esta materia.  

 

 

Logrado el control sobre los miembros del Poder Judicial, la nueva Corte 

Suprema tomó el mandato presidencial e impuso en materia de 

derechos humanos una òPol²tica de Estadoó p¼blicamente reconocida 

por su presidente,  destinada al castigo de civiles y militares que actuaron 

en los a¶os õ70, a fin de satisfacer las necesidades pol²ticas del 

kirchnerismo.  

Para ello la Corte dictó tres fallos determinantes para sentar nueva 

jurisprudencia ʒòArancibia Claveló, òSim·nó y òMazzeoóʒ y condicion· a 

los tribunal es inferiores para que  por òleal acatamientoó la aplicasen en 

sus sentencias.   La consecuencia m§s evidente fue la òclonaci·nó de los 

fundamentos de las sentencias por parte de los tribunales orales 

federales de todo el país.  
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En el libro El arte de hacer justicia, La intimidad de los casos más difíciles 

de la Corte Suprema  [Sudamericana, 2014], su autor, el presidente de la 

Corte Suprema Ricardo Lorenzetti explicó; hicimos un plan de políticas de 

Estado , que redacté en el año 2007 cuando asum í la  presidencia" y que 

hemos cumplido al pie de la letra dentro de la Corte Suprema y 

esperamos que pueda trasladarse al resto 47. Imposición política que 

también reiteró en su discurso de apertura del año judicial 2014.  

3-El principio de legalidad  

La impo sición de la jurisprudencia de la Corte Suprema en los llamados 

òjuicios de lesa humanidadó, implic· la violaci·n manifiesta de principios 

y garantías reconocidos tanto en el derecho interno, como en no rmas 

intern acionales de derechos humanos. Tal es el ca so, entre otros,  de la 

violación al principio de legalidad.  

La plena vigencia del principio de legalidad es una característica del 

sistema jurídico moderno y piedra angular del debido proceso. Su 

violaci·n ʒparafraseando al fundador del primer partido político de los 

EE.UU. Alexander Hamilton 48ʒ supone la ruptura de la principal 

herramienta de protección contra una tiranía.  

Resulta repudiable la violación de este principio en pleno siglo XXI por 

parte del Estado argentino, cuyo gobierno se considera a la  vanguardia 

del respeto por los derechos humanos, pues es inevitable asociar esta 

conducta estatal con las prácticas que gobiernos totalitarios emplearon 

para la persecución de opositores políticos. El más difundido es el caso 

del nazismo, pero también el principio de legalidad fue violado por la 

revolución de octubre de 1917 en Rusia, práctica profundizada por Stalin 

cuando los jueces despreciaban este principio por burgués y creaban 

derecho aplicando retroactivamente la ley penal y la analogía penal 

prohi bida según las previsiones del código penal de 1922 y 1926.  

También el código penal italiano de 1930 conocido como Código 

Rocco, permit²a al r®gimen de Benito Mussolini ʒDuce de la Rep¼blica 

Social Italianaʒ, mantener a los imputados en prisi·n preventiva 

indeterminada.  
                                                           
47 [pág 51].  
48 Hamilton, Alexander, The Federalist, N° 84 p. 511, Ed. Clinton Rossiter, 1961.  
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Asimismo la analogía penal y la retroactividad de la ley penal fueron 

aplicadas por el Estado Novo durante la dictadura constitucionalista de 

Antonio de Oliveira Salazar en Portugal [1933 -1974].  

Por su parte, el régimen de Vichy en Franci a creó en 1941 tribunales de 

excepción que aplicaban retroactivamente la ley penal y limitaban el 

derecho de defensa. Criterios que se fueron revirtiendo ante la 

consolidación del derecho internacional de los derechos humanos.  

El Estado argentino se encuen tra obligado a respetar el principio de 

legalidad por nueve instrumentos internacionales, cuatro de los cuales 

tienen jerarquía constitucional: la Declaración Americana de los 

Derechos y Deberes del Hombre [DADDH] y la Declaración Universal de 

los Derechos  del Hombre [DUDH], ambos incorporados al art. 75 inciso 22 

de la Constitución Nacional; también por el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos [PIDCP] aprobado por ley 23.313 e 

incorporado al referido artículo constitucional; por las Convencio nes de 

Ginebra aprobadas por ley 14.442/56; por la Convención Americana 

sobre los Derechos Humanos [CADH], aprobada por ley 23.054 e 

incorporada al Art 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, por la 

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados [CVD T], 

aprobada por ley 19.865; por los Protocolos I y II a las Convenciones de 

Ginebra aprobadas por ley 23.379, por el Estatuto de Roma  [ER] 

aprobado por ley 25.390 y por la Convención de Viena sobre el Derecho 

de los Tratados y Organismos Internacionales [ CVDTOI], firmada por la 

Argentina y aún sin ratificar.  

Como ning¼n otro, el principio de legalidad y sus corolarios ʒcomo 

enseña el reconocido jurista Claus Roxí nʒ  implica la:  

a]  prohibición de la analogía penal [ nullum crimen, nulla poena 

sine lege str icta ],  

b] prohibición de derecho consuetudinario para fundamentar y 

agravar la pena [ nullum crimen, nulla poena sine lege scripta ],  

c] prohibición de retroactividad penal [ nullum crimen, nulla poena 

sine lege praevia ],y  

d] prohibición de leyes y penas indeterminadas [ nullum crimen, 

nulla poena sine lege certa ]49.  

 

                                                           
49 Roxin, Claus, Derecho Penal parte general, Tomo I, Fundamentos. La estructura de la Teoría del 

Delito, 2da edición Civitas, Madrid, 1997, pág. 140.  
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Es además  reconocido y positivizado en tratados de Dere cho 

Internacional Humanitario, Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos, Derecho Público Internacional y de Derecho Penal 

Internacio nal, y ha sido incorporado a la mayoría de la constituciones del 

mundo.  

Por ende el respeto al principio de legalidad es una práctica estatal 

generalizada reconocida por la comunidad internacional en su conjunto 

[Art. 53 de la CVDT] y es una norma consuet udinaria internacional de 

carácter general con naturaleza de ius cogen , de cumplimiento 

obligatorio para los estados.  

En este sentido el 14 marzo de 2008, en el marco de la OEA , se aprobaron 

los Principios y Buenas Prácticas Sobre la Protección de las Personas 

Privadas de Libertad en las Américas, adoptados por la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos durante el 131° período ordinario 

de sesiones, estableciendo en el princ ipio VI : Nadie podrá ser privado de  

 

su libertad física, salvo por causas y en las condiciones establecidas con 

anterioridad por el derecho interno , toda vez que sean compatibles con 

las normas del derecho internacional de los derechos humanos.  

H&N en los Tribunales de Córdoba 
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Sin embar go, los delitos de lesa humanidad no se encontraban 

establecidos con anterioridad por el derecho interno argentino , por lo 

que la Corte Suprema alegó que este tipo de delitos se encontraba 

vigente en la costumbre internacional y que por ello el Estado se 

encontraba obligado [Cfr caso òArancibia Claveló].  

 

4-La costumbre internacional y el ius cogens  

Por voluntad de la comunidad internacional representada en la ONU, la 

Corte Internacional de Justicia con sede en La Haya  es el tribunal 

competente para resolver las cuestiones de derecho internacional y la 

interpretación de los tratados [Art. 36 de su estatuto], así como las 

cuestiones vinculadas a las normas consuetudinarias de carácter 

imperativo o ius cogens  [Art. 66 de l a CVDT], definidas en el Art 53 de 

dicha convención como una  norma aceptada y reconocida por la 

comunidad  internacional de estados en su conjunto  como norma que no 

admite acuerdo en contrario  y que sólo puede ser modificada por una 

norma ulterior de derech o internacional general que tenga el mismo 

carácter.  

Su imperio tiene tal naturaleza que es nulo todo tratado se le oponga 

[Art. 53 de la CVDT primera parte].  

Más allá de que el Estado argentino haya aceptado la competencia de 

la Corte Internacional  de Justicia, el considerando 14 del voto del ministro 

Bogg iano en el caso òSim·n expres los tratados internacionales sobre 

derechos humanos deben ser interpretados conforme al derecho 

internacional, pues es éste su  ordenamiento jurídico propio.  

 

5-El principio pro homine   

El principio de legalidad se encuentra abarcado por el principio pro 

homine , que coincide con el rasgo fundamental del derecho de los 

derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre 50, y se  

                                                           
50

 Mónica Pinto, "El principio pro homine. Criterios de hermenéutica y pautas para la regulación de 

los derechos humanos" en òLa Aplicación de los Tratados sobre Derechos Humanos por los 
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encuentra consagrado por varios instrumento internacionales, entre ellos: 

el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y la 

Convención Americana de los Derechos Humanos que en el Art. 29 

establece:  Ninguna disposición de la presente Convención puede ser 

interpretada en el sentido de:  

  

a)  permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el 

goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la 

Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella;  

b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda 

estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualq uiera de los Estados 

Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de 

dichos Estadosé 

                                                                                                                                                                             
Tribunales Localesó, comp. Mart²n Abregu y Christian Courtis, Ediciones del Puerto, Buenos Aires, 

1997. 

Delegación de La Pampa de  Hijos y Nietos ante los tribunales de la CABA.  
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Con la reforma constitucional de 1994 el principio pro homine se 

encuentra también integrado al bloque constitucional federal, por lo 

cual tiene jerarquía constitucional y naturaleza de ius cogens.   

En consecuencia obliga a los jueces  a seleccionar y aplicar la norma que 

en cada caso resulte más favorable para la persona humana , para su 

libertad y sus derechos, cualquiera sea la fuente que la suministre,  ya sea 

interna o internacional.  

Se trata de un criterio hermenéutico que informa todo el derecho de los 

derechos humanos, en virtud del cual, se debe acudir a la norma más 

amplia, o interpretación más extensiva , cuando se trate de reconocer 

derechos prot egidos e, inversamente, a la norma o a la interpretación 

más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes 

al ejercicio de los Derechos o su suspensión extraordinaria . 

En este sentido se ha pronunciado la Corte Suprema: "...es regla e n la 

interpretación de las leyes dar pleno efecto a la intención del legislador, 

computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen 

con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de 

la Constitución Nacional (Fallos: 18 2:486; 184:5; 186:258; 200:165; 281:146; 

296:22; 297:142; 299:93; 301:460; 304:794). 

Este propósito no puede ser obviado por los jueces con motivo de las 

posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal, toda vez 

que ellos, en cuanto servidores  del derecho para la realización de la 

justicia, no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma 

[Fallos: 257:99; 259:63; 271:7; 302:973].  

La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la 

inteligencia que se le asigne n o pueda llevar a la pérdida de un 

derecho, o el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el 

espíritu que ha inspirado su sanción [Fallos: 303:578]" [citado en el caso 

de la CSJ  "Quiroga"].  

En consecuencia el principio de legalidad no puede ser menoscabado 

por los tribunales locales, violando la legislación nacional y los 

instrumentos del derecho internacional a los que el Estado se obligó.  

 

6-Ausencia del tipo penal  
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Para poder cumplir con el mandato de Kirchner de encarcelar a civiles y 

militare s, el Poder Judicial se encontró con que el tipo penal de los delitos 

de lesa humanidad que pretendían enrostrar, no estaba legislado en el 

derecho interno.  

Consecuentemente se apeló a la costumbre internacional, y Kirchner 

ordenó por decreto 579/03 ratif icar la Convención sobre la 

imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad de la ONU.  

 A partir de ello la Corte Suprema optó por recategorizar arbitrariamente 

los hechos de los a¶os õ70 como delitos de lesa humanidad 

ʒpreviamente juzgados como delitos comunes  por la C§mara Federal y 

la Corte Suprema en la causa 13/84 en el juicio a las Juntas Militaresʒ, lo  

 

que dio lugar a una marcada violación al principio de igualdad ante la 

ley, p ues los máximos responsables fueron juzgados por delitos comunes 

habiéndose reconocido la prescripción de los mismos, en cambio las 

personas de menor jerarquía y responsabilidad fueron acusadas por 

delitos de lesa humanidad declarados imprescriptibles, en juicios 

celebrados, por exclusiva decisión del Estado, treinta años después.  

Protesta de diferentes agrupaciones ante los Tribunales CABA 
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La discriminación surgida a partir de la violación al principio de igualdad 

es aún mayor si se consideran integralmente las consecuencias del 

conflicto  de los õ70. Un r§pido an§lisis pone en evidencia que a las 

víctimas civiles inocentes de las organizaciones armadas terroristas, el 

Estado no les reconoce sus derechos.  

El presidente de la Corte Suprema, Ricardo Lorenzetti, en su libro El arte 

de hacer justicia , no sólo evidenció la arbitrariedad de encuadrar los 

hechos de los õ70 como delitos de lesa humanidad, sino tambi®n la 

ausencia de su tipo penal : [en la Corte Suprema ]ése optó por enmarcar 

los delitos ocurridos en ese período dentro del concepto de delitos de 

lesa humanidad , de carácter excepcionalísimo dentro del sistema 

jur²dicoé Más adelante distorsionando la realidad, pues hay ministros que 

votaron en disidencia, agrega:  Todos los ministros coincidimos en que se 

trataba de una medida excepcional, similar a la que se había  adoptado 

en otros países en los que se padeció el terrorismo de Estado y aplicable 

únicamente a ese caso [pág.233].  

 

7-El precedente Priebke  

Aunque es claro que ninguna ley nacional incluía el tipo penal de los 

delitos de lesa humanidad ʒdescripci·n de la conduct a prohibida y 

monto de la penaʒ hasta la aprobación de la ley 26.200 [B.O. 9/1/07], el 

precedente Priebke [sentencia del 2 de noviembre de 1995] suele traer  

confusión a la afirmación de la inexistencia tanto del tipo penal como de 

la imprescriptibi lidad como norma de ius cogens .  

En efecto, en el caso òArancibia Claveló el ministro Boggiano afirm·: Fue 

recién en el caso Priebke en el que esta Corte entendió que la 

calificación de los delitos de lesa humanidad depende de los principios 

del ius cogens  del derecho  internacional y que no hay prescripción para 

los delitos de esa laya [Fallos: 318:2148].  
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En primer lugar, el caso Priebke se trata de un proceso de extradición de 

un ex nazi donde no se decidía sobre la responsabilidad penal del 

imputado, sin o sobre su expulsión del país y su entrega al estado 

requirente 51. Las normas de la extradición se rigen por el Art. 14 de la 

Constitución Nacional y no por las del Art. 18 en discusión en el caso 

òArancibia Claveló. 

 

Por otra parte a Priebke no le es ajeno el derecho de Nüremberg , 

aunque resultó extraditado por genocidio y en Italia se lo acusó por 

crímenes de guerra. Si bien en la costumbre internacional se observa q ue 

varios nazis fueron juzgados 52 por crímenes de guerra en razón de su 

                                                           
51 Cfr cons . 44 del ministro Fayt en el caso òArancibia claveló. 
52 Merten [Países Bajos], Barbie, Touvier y Papon [Francia)] Imre Finta [Canadá], Polyukhovich  

[Australia], Kappler y Priebke [Italia], Eichmann [Israel].   

Protesta de H & N frente a la Corte 

Suprema 
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participación en ataques militares contra la población civil como actos 

de guerra, previsto tanto en el estatuto de Nüremberg  como en tratados 

anteriores, ello no alcanza para identificar como norma de ius cogens  en 

los términos del Art. 53 de la CVDT, la imprescriptibilidad de los delitos de 

lesa humanidad que corresponden a otro tipo penal ʒcreados en el 

estatuto de Nüremberg  para una jurisdicción y competencia 

determinadaʒ. 

Consecuentemente en el caso òArancibia Claveló la Corte ampli· por 

analogía la regla del precedente establecida para otro contexto en la 

sentencia del caso òPriebkeó. 

8-La Corte òcreaó los delitos de lesa humanidad  

En otro pasaje del libro del Presidente de la Corte Suprema, expresó: La 

Corte Suprema definió los delitos de lesa humanidad . Tres precedentes 

importantes dieron el marco jurídico a esa definición: en 2001, 2002, y 

2003é [pág. 237].  

Más adelante b ajo el título: Quedan configurados los delitos de lesa 

humanidad , dijo: Mediante las sentencias mencionadas quedaron 

configurados los delitos de lesa humanidad , como una figura 

excepcionalísima dentro del derecho internacional y nacional [pág. 242].  

Si bien podría restarse valor jurídico a este libro, no puede soslayarse que 

fue escrito por el presidente de la Corte Suprema en ejercicio de sus 

funciones, explicando los pormenores de las sentencias dictadas por 

dicho tribunal, lo que economiza esfuerzos para  probar por otros medios 

aquello que tan clara y sintéticamente reconoce el autor.  

Ante la ausencia del tipo penal de los delitos de lesa humanidad en el 

derecho interno, la Corte afirmó la vigencia de la imprescriptibilidad de 

éstos, prevista en la Conve nción sobre la Imprescriptibilidad de los Delitos 

de Lesa Humanidad y los Crímenes de Guerra de la ONU celebrada en 

1968, aprobada ex post facto por ley 24.584 [BO 29 -11-95] pero ratificada 

por la Argentina recién el 26 de agosto de 2003.  

Por lo tanto esta  convención entró en vigencia para la Argentina el 24 de 

noviembre de 2003, según lo previsto en el Art. VIII del texto 



 

81 

 

convencional 53. Consecuentemente debe ser aplicada a partir de la 

fecha de su entrada en vigor conforme las previsiones internacionales: 

[a] del texto convencional, [b] de la comunicación de la ONU al 

gobierno argentino, [c] de los Arts. 24 y 28 de la Convención de Viena 

Sobre el Derechos de los Tratados, [d] del Art. 102 de la Carta de la ONU, 

[e] del Art. 3 de la ley 24.080, y del Art. 18  de la Constitución Nacional, 

como norma interna de importancia fundamental.  

 

9-La Corte niega la violación al principio de 

legalidad  

Era evidente que perseguir los DLH en virtud de la vigencia de la 

Convención  implicaba una violación manifiesta al principio de legalidad, 

pues los tratados se aplican hacia el futuro y toda ley penal debe cumplir 

con los requisitos de ser cierta, estricta, escrita y previa, previsiones que 

no satisface la Convención de la ONU rat ificada en 2003.  

La Corte  desplazó entonces el eje de discusión. El problema dejó de ser si 

el tipo penal de los delitos de lesa humanidad estaba vigente en la 

época de los hechos en el derecho interno o en la costumbre 

internacional y el esfuerzo argumental de la Corte se concent ró en 

afirmar la vigencia de las características actuales del delito: la 

imprescriptibilidad, prevista en la Convención de la ONU.  

La gravedad de los delitos y la òexistencia de un plan de Estadoó, fueron 

suficientes para alegar que los delitos eran de les a humanidad.  

As² en el caso òArancibia Claveló54, la Corte aseveró que el principio de 

legalidad no se viola porque la imprescriptibilidad de los delitos de lesa 

humanidad era costumbre internacional con naturaleza de ius cogens 

antes de celebrarse la Conv ención sobre la imprescriptibilidad, en 1968.  

A mayor abundamiento la Corte expresó en el caso Lariz Iriondo 30] Que, 

en síntesis, esta Corte considera imprescriptibles los delitos de lesa 

humanidad cometidos con anterioridad a la ratificación de las 

                                                           
53 Según lo previsto en el telegrama del Secretario de las Naciones Unidas enviado al gobierno 

argentino CN.874.2003.Teatries.  
54 Cons. 28 y ss. Del voto de la mayoría.  
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conve nciones respectivas cuando el derecho internacional 

consuetudinario los consideraba tales también con anterioridad a las 

convenciones , pero no puede adoptar igual criterio respecto de aquellos 

que antes de las convenciones respectivas no eran reconocidos e n esa 

categoría  ni con esas consecuencias en materia de imprescriptibilidad 

por el derecho internacional consuetudinario; pues en este último 

supuesto estaría haciendo aplicación retroactiva de la convención .[voto 

de Maqueda y Zaffaroni]  

Naturalmente si la  imprescriptibilidad hubiese sido una norma imperativa 

[de ius cogens ] antes de 1968, los delitos de lesa humanidad también lo 

eran, porque no puede subsistir la imprescriptibilidad, que es una 

característica de la perseguibilidad del delito, sin la tipificación del delito 

que afecta. Al ser definida arbitrariamente como no rma de ius cogens,  el 

Estado quedaba obligado a perseguir este tipo de delitos, 

independientemente de la aprobación o no de la Convención de la 

ONU, debido al carácter imperativo de toda norma del ius cogens 

internacional. Para justificar este razonamiento  la Corte Suprema dijo que 

la Convención sólo positivizaba la costumbre preexistente.  

El argumento de la Corte resultó muy efectivo, a tal punto que todas las 

sentencias que rechazan los reclamos de las defensas ante los tribunales 

inferiores por la viola ci·n al principio de legalidad, recurren por òleal 

acatamientoó a este fundamento, expresado en el considerando 28 y ss 

del caso òArancibia Claveló. Al elegir este argumento como m§s 

convincente, los tribunales inferiores optaron por dejar de lado otros 

argumentos ensayados por la Corte Suprema para justificar la aplicación 

retroactiva de la Convención sobre la imprescriptibilidad.  

No obstante lo expresado por la Corte Suprema, la jurisprudencia de la 

Corte Internacional de Justicia ʒque como se dijo tiene jurisdicción sobre 

la costumbre internacional y las normas de ius cogens ʒ, establece en el 

precedente del caso òDerecho de asiloó entre Colombia y Perú, que la 

costumbre internacional debe ser probada , y para identificar la 

costumbre internacional, la CIJ verifica en primer lugar la aquiescencia 

de los estados a partir de las ratificaciones de los tratados 55.  

                                                           

55 Sentencia en el caso  òNorth Sea Continental Shelfó, òNicaragua Contrasó. 
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Existen numerosos fundamentos 56 que exceden largamente la finalidad 

de este trabajo, que evidencian que la imprescriptibilidad de los delitos 

de lesa h umanidad no era norma de ius cogens antes ni después de la 

Convención de la ONU. En virtud de la economía argumental habrá de 

focalizarse en sólo cuatro de ellos:  

[A]  -La propia sentencia del caso òArancibia Claveló afirma en el 

considerando 26 y 27 del vo to de la mayoría, que el preámbulo de la 

Convención sobre la imprescriptibilidad de la ONU reconoce que los 

delitos de lesa humanidad prescribían. Dicho preámbulo expresa : 

Advirtiendo que la aplicación a los crímenes de guerra y a los crímenes 

de lesa huma nidad de las normas de derecho interno relativas a la 

prescripción de los delitos ordinarios  suscita grave preocupación en la 

opinión pública mundial, pues impide el enjuiciamiento y castigo  de las 

personas responsables de esos crímenes.  

Es evidente que s i la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad 

fuera una norma de ius cogens  internacional desde antes de 1968, como 

afirma la Corte Suprema, se desprenderían dos conclusiones:  

[1] Los estados que estaban juzgando a los nazis no podrían haber 

aplicado la prescripción de estos delitos en su derecho interno, 

como lo reconoce el preámbulo de la Convención.  

[2] Si la costumbre internacional se identifica a partir de una 

práctica de los estados generalmente aceptada como derecho 

[Art. 38 del estatuto  de la Corte Internacional de Justicia], es 

evidente que la costumbre era la prescripción de los mismos, por 

ello era necesario celebrar una Convención internacional sobre la 

imprescriptibilidad para obligar a los Estados a declarar en su 

derecho interno l a imprescriptibilidad de los delitos de lesa 

humanidad y poder continuar juzgándolos.  

En la introducción del estudio remitido por el Secretario General de la 

ONU el 15 de febrero de 1966, sobre la òCuesti·n de la imprescriptibilidad 

de los crímenes de guerra y delitos d e lesa humanidadó [E/CN.4/906] 

                                                           
56 Cfr. La opinión de los estados documento ONU E/CN.4/SR 931, vid. Opinión de Guatemala e Italia. 

Documento ONU E/CN.4/940 punto III, párrafo 150 y  151. E/CN.4 906 considerando 126 y punto 7.1, pedido de 

Polonia ante la ONU 1965, Res [XXI] de la Comisión de derechos Humanos de la ONU. Resolución 415 

considerando 4 de la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa. Opinión de Japón, Camboya, y España 

do cumento ONU  E/CN.4/906. Opinión de Suecia en el informe al Consejo de Europa E/CN.4/906 ONU.  
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acerca de los òProp·sitos y l²mites de este estudioó consigna: 

Considerando que las Naciones Unidas deben contribuir  a la solución de 

los problemas planteados por los crímenes de guerra y crímenes contra la 

humanidad, que constituyen violaciones serias a la ley de las naciones, y 

que se debe, en particular, estudiar mejores caminos y medios de 

establecer el principio  de  que no hay plazo de prescripción para tales 

delitos en el derecho internacional.  

Es claro entonces que dos años antes de celebrarse la Convención de la 

ONU su Secretario General reconoce que es necesario establecer el 

principio de imprescriptibilidad, de jando claro que la no prescripción de 

los delitos de lesa humanidad no era una norma de ius cogens.  

Hijos y nietos protestan ante los tribunales de Córdoba -H&N-.  

 

[B] ð En cuanto a la aquiescencia estatal de la nueva norma, al 

momento de la votación de la Convención sobre la imprescriptibilidad 

de la ONU, siete estados se opusieron y 36 se abstuvieron, entre ellos la 

Argentina.  Tres de los cuatro estados que crearon los delitos de lesa 
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humanidad, EE.UU. Reino Unido y Francia, no ratificaron la Convención  

sólo lo hizo Rusia.  

De los tres tratados internacionales que proponen la imprescriptibilidad 

de los deli tos de lesa humanidad, ninguno reúne las condiciones para 

que ésta sea considerada norma de ius cogens [Art 53 de la CVDT], esto 

es: la Convención sobr e la imprescriptibilidad [1968] al 201 6 se encuentra 

ratificada sólo por 5 8 estados de los 194 que integran la ONU, la 

Convención europea sobre la imprescriptibilidad [1974] se encuentra 

ratificada por 7 estados y el Estatuto de Roma [1998] cuenta con la 

ratificación de 12 4 estados. Pero este último tratado que posee la mayor 

aprobaci·n internacional ʒen comparaci·n con las convenciones sobre 

la imprescriptibilidad precedentesʒ, no acepta la aplicaci·n retroactiva 

de la imprescriptibilidad [Art. 20 del ER ], y su cuantiosa ratificación estatal 

impone la costumbre internacional que afirma la inaplicabilidad 

retroactiva de la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad 57.  

Por último, la Convención  Europea sobre la imprescriptibilidad reconoce 

la prescr ipción de los delitos de lesa humanidad [Art. 2].   

Tal como se observa, la aquiescencia estatal comprobada por medio de 

la ratificación de las convenciones sobre la imprescriptibilidad alcanzan 

para identificar una costumbre internacional, pero no para ot orgarle 

naturaleza de ius cogens que, como se dijo , requiere para ello del 

reconocimiento de la comunidad de estados en su conjunto y que 

ninguno presente oposición [Art. 53 de la CVDT], condición que no se 

cumple.  

Si bien algunos autores interpretan que l a expresión los estados en su 

conjunto  no significa la totalidad de los estados, sino aquellos 

componentes esenciales  de la comunidad internacio nal o aquellos 

estados cuya presencia en el mundo sea òimportante e influyenteó lo 

cierto es que el texto de la Convención de Viena [CVDT] no habilita esta 

interpretación.  

Además, la Convención sobre la imprescriptibilidad, que positiviza la 

costumbre vigente, no fue firmada ni ratificada, entre otros, por EE.UU., 

Francia, Canadá, Alemania, Italia, Reino Unido, Esp aña, China, Japón, 

                                                           
57 Recuérdese que la ratificación de los tratados, en particular las ratificaciones, son fuente de la 

costumbre internacional, Art. 38 del Estatuto de la Corte Int ernacional de Justicia.  
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Brasil, Colombia, Chile, Suiza , Holanda, Australia e Israel, por mencionar 

sólo algunos de los países susceptibles de ser categorizados como 

"influyentes" es decir no dieron su aquiescencia a la aplicación 

retroactiva de la imprescriptib ilidad anulando la posibilidad de que esta 

condición pueda ser reconocida como norma de ius cogens .  

[C] -  Cuatro tratados internacionales reconocen que los delitos de lesa 

humanidad pueden prescribir: a] Convención Europea de 

Imprescriptibilidad de los Crí menes de Lesa Humanidad y Crímenes de 

Guerra -1974 [Art. 2 inc. 2];  b] Convención Interamericana de 

Desaparición Forzada de  Personas [Art. 7], ratificada por la Argentina  en 

1997; c] Convención Internacional de Desaparición Forzada de Personas, 

ratificada  en 2007, [Art. 5 y 8]; y el preámbulo de la propia Convención 

sobre imprescriptibilidad de la ONU ratificada en 2003.  

Lo expresado permite concluir que si la imprescriptibilidad d e los delitos 

de lesa humanidad  hubiese alcanzado naturaleza de ius cogens,  con 

anterioridad a la celebración de la Convención sobre la 

imprescriptibilidad, e incluso antes de la d®cada del ô70, ninguna de las 

convenciones podría haberse suscripto, ni tampoco los actos ju rídicos 

previamente referidos, porque serían nulos al opone rse a una norma de 

ius cogens como lo es el principio de legalidad [Art. 53 de la CVDT].  

 

[D]-  Por último, varios ministros de la Corte Suprema y algunos  integrantes  

de los tribunales inferiores reconocieron la aplicación retroactiva de la ley 

penal:  

¶ El ministro Fayt en el considerando 11 del caso òMazzeoó expres·: Aun 

cuando pudiera entenderse que en el caso de la Convención sobre 

Imprescriptibilidad, es el propio texto de una convención con jerarquía 

constitucional, el que prevé su aplicación retroac tiva [así lo ha inferido en 

base a sus arts. I y IV un amplio sector doctrinario, aunque no sin 

detractores entre otros, los jueces Zaffaroni, Highton de Nolasco y 

Petracchi tal como puede observarse en el fallo "Arancibia Clavel"],  lo 

cierto es que esta p revisión contraria al art. 18 de la Constitución 

Nacional resultaría inaplicable para el derecho argentino, en virtud de lo 

dispuesto en el art. 27 de la Ley Fundamental.  

¶ La ministra Argibay en el considerando 16 y 17 del caso òSim·nó dijo: 

La modificación  de las reglas sobre prescripción de manera retroactiva, 

que supone la aplicación de la Convención sobre Imprescriptibilidad de 
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1968, no altera el  principio de legalidad  bajo ninguna de estas lecturas, 

cons. 16 . 

Tampoco puede omitirse la aplicación de la Convención sobre 

imprescriptibilidad cuando ella es retroactiva, si se tiene en cuenta que 

fue dictada con la manifiesta intención de tener dicho efecto 

retroactivo . [é] el Estado argentino no podría excusarse de aplicar 

retroactivamente la convención de 1 968. Cons. 17.  

¶ De igual manera lo reconoció el TOF N°1 de Mendoza, integrado por los 

jueces Juan Antonio González Macías, Alejandro Waldo Piña y Raúl A. 

Rodríguez en la sentencia del 28 de octubre de 2011, en el caso "Méndez 

Sánchez" al afirmar: Si bien la  convención sobre la imprescriptibilidad de 

los Crímenes de Guerra y los Crímenes de Lesa Humanidad no estaba 

vigente al momento de los hechos cabe su aplicación retroactiva  en 

función del derecho internación [sic] público de origen consuetudinario, 

razón por la que no se estaría forzando el presupuesto de la prohibición 

de la retroactividad de la ley penal.  

¶ El TOF N°1 de La Plata 58, en la sentencia de la causa 2955/09, 

interpretando el fallo "Simón" de la CSJN, expresó: é el principio de 

legalidad debe ceder frente al caso de la persecución de crímenes 

                                                           
58Integrado por los Dres. Carlos Rozanski, Roberto Falcone y Mario Portela.  
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internacionales , entendiendo que, a partir del reconocimiento del rango 

constitucional de la Convención sobre Imprescriptibilidad, ambos 

principios [imprescriptibilidad y leg alidad] gozan de idéntica jerarquía. [V. 

considerandos 40 y sgts. de los votos de los Dres. Boggiano y Maqueda].  

¶ Por su parte el TOF N°1 de San Martín al dictar sentencia en la causa N° 

2005 y su acumulada 2044, en el caso "Riveros" con cita de Bacigalupo  

[òJurisdicci·n Penal Nacional y Violaciones Masivas de Derechos 

Humanos Cometidas en el Extranjeroó], relativiza la irretroactividad de la 

ley penal : en la obra ya citada, [Bacigalupo] ense¶a que òel problema 

de la ley previa y de la irretroactividad de la  ley penal ha sido objeto de 

importantes contribuciones jurídicas tendientes a justificar una cierta 

relativización de estos principios ó. 

¶ El ministro Boggiano en el cons. 46 del caso òSim·nó expres·: la 

Convención sobre la Imprescriptibilidad  de los Crímenes de Guerra y de 

los Crímenes de Lesa Humanidad establece específicamente su apli -

cación retroactiva.  

 

 

Protesta de AFyAPPA ante la Corte Suprema  



 

89 

 

¶ Por último, el reconocimiento expreso del presidente de la Corte 

Suprema Ricardo Lorenzetti en su libro  Derechos Humanos, Justicia y 

Reparación al afirmar:  la categoría de crímenes de lesa humanidad es 

excepcional, lo cual se evidencia también por algunas de sus 

consecuencias: imprescriptibilidad, imposibilidad de a nm istía y su 

aplicación retroac tiva , afirmación que se contradice con las previsiones 

del Estatuto de Roma que confirma la vigencia del principio de legalidad 

para los delitos de lesa humanidad [Art. 22].  

Con excepción del ministro Fayt, sorprende que funcionarios de la talla y 

reputaci ón académica que suscribieron las anteriores expresiones, 

reconozcan que la Convención  deba aplicarse retroactivamente e 

ignoren la violación que ello implica, pues es evidente que viola el Art. 18 

de la Constitución Nacional incluido en la primera parte d el texto 

constitucional, ʒ [Art. 1 a  35] Declaraci·n de Derechos y Garant²asʒ, 

cuya invariabilidad fue ratificada por el artículo 75. Inc . 22 del nuevo 

texto constitucional, por cuyo respeto los miembros de la Corte Suprema  

deben velar. En particular porque el propio texto convencional establece 

en el Art. IV que Los Estados par te de la presente Convención se  

comprometen a adoptar, con arreglo a sus respectivos procedimientos 

constitucionales , las medidas legislativas intern as que sean necesariasé 

reconociendo que pueden existir limitaciones constitucionales como la 

prevista en el Art. 18.  

Además, la aplicación retroactiva de la Convención se opone a una 

norma de ius cogens  c omo el principio de legalidad, 

consecuentemente, co mo ya se ha dicho, la Convención deviene nula 

[Art. 53 de la CVDT].  

En síntesis, aunque el texto convencional internacional prevea la 

aplicación retroac tiva de la imprescriptibilidad prevista para los 

integrantes del nazismo, los jueces nacionales tienen v edado aplicar la 

ley penal retroactivamente, porque se viola el Art. 18 de la Constitución 

Nacional , el principio de legalidad y el principio pro homine que tienen 

jerarquía constitucional e integran el ius cogens internacional, y tal como 

se anticipó, la costumbre internacional vigente la impone el Estatuto de 

Roma que rechaza la aplicación retroactiva de la ley penal y trata la 

misma materia que la Convención sobre la imprescriptibilidad de la ONU, 

consecuentemente es para los imputados la ley más benigna . 



90 

 

Además, si la costumbre internacional se construye con las prácticas 

generalizadas de los estados susceptibles de ser consideradas derecho, y 

la naturaleza de ius cogens  se adquiere cuando dichas prácticas son 

aceptadas por la comunidad internacional en su conjunto sin oposición , 

es evidente que la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad 

no es norma de ius cogens, por lo tanto, la norma no adquiere carácter 

imperativo y los estados no están obligados a respetarla.  

Por contraparte, los derech os de los imputados consagrados en la CADH 

deben prevalecer por la vigencia del principio pro homine y el carácter 

de ius cogens  de las normas de derechos humanos, y por ello no se 

deriva responsabilidad internacional alguna del Estado, en caso que no 

se juzgue o se juzgue y no se condene. En este sentido viene al caso 

recordar el Art. 53 del Estatuto de Roma referido al inicio de una 

investigación, que establece la alternativa de no abrir una investigación 

pese a la gravedad del delito. Dicho artículo expr esa: 

1- El fiscal, después de evaluar la información de que disponga, iniciará 

una investigación a menos que determine que no existe fundamento 

razonable para proceder con ella con arreglo al presente Estatuto. Al 

decidir si ha de iniciar una investigación  el Fiscal tendrá en cuenta: [...]  

c) Existen razones sustanciales para creer que, aún teniendo en cuenta la 

gravedad del crimen y los intereses de las víctimas, una investigación no 

redundaría en interés para la justicia.  [...]  

2-Si, tras la investigación , el Fiscal llega a la conclusión de que no hay 

fundamento suficiente para el enjuiciamiento, ya que: [...]  

c) El enjuiciamiento no redundaría en interés de la justicia,  teniendo en 

cuenta todas las circunstancias, entre ellas la gravedad del crimen, los 

intereses de las víctimas y la edad o enfermedad del presunto autor y su 

participación en el presunto crimen  

Dado que las declaraciones de derechos humanos y los tratados de 

derecho internacional que prevén en su texto el principio de legalidad, 

cuentan con  una elevada aquiescencia que incluso alcanza jurisdicción 

universal sin oposición, dicho principio es reconocido costumbre 

internacional con naturaleza de ius cogens, tanto por su aceptación 

universal 59 por parte de los Estados que lo incluyeron en sus 

                                                           
59 Sobre un total de 194 estados las Convenciones de Ginebra fueron ratificadas por los 194, el 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos por 193, l a Convención de Viena Sobre el 
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con stituciones, como por su condición de principio vigente en los pactos 

de derec hos humanos. Por estas razones los estados no pueden 

soslayarlo y los jueces nacionales están obligados a respetarlo, ya que lo 

contrario sí compromete la responsabilidad interna cional del Estado.  

En síntesis, la Corte Suprema sostuvo que los tribunales pueden aplicar la 

imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad en sus sentencias sin 

violar el principio de legalidad. Para ello enunció la imprescriptibilidad de 

los deli tos de lesa humanidad como norma  consuetudinaria internacional 

imperativa vigente de sde tiempo inmemorial, pero no probó la 

costumbre alegada tal como lo establece la jurisprudencia de la Corte 

Internacional de Justicia, dejando tal aserto en el campo de l a 

dogmática especulativa. Por el contrario, sí es posible probar que la 

imprescriptibilidad de los referidos delitos, no constituye una norma de ius 

cogens  y que la costumbre internacional vigente [ER] se opone a la 

aplicación retroac tiva de la imprescript ibilidad.  

 

                                                                                                                                                                             
derechos de los tratados por 111, los Protocolos I y II por 171 y 166 respectivamente, el Estatuto de 

Roma por 120. Etc.  
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10-La Corte niega la violación al principio de  

legalidad -II- 
 

Un segundo argumento desarrollado por la Corte  para aseverar que el 

principio de legalidad no se viola, afirma que los delitos eran punibles en 

la época de los hechos, pues violaban los derechos humanos 

constitucionalizados vigentes de nuestro Código Penal.  

-En primer lugar, en el derecho interno de la d®cada del õ70, no exist²an 

los delitos de lesa humanidad.  

-En segundo lugar, en el derecho internacional vigente en esa época 

sólo se puede distinguir la definición de los delitos de lesa humanidad 

establecida en el Estatuto de Nüremberg , norma aplicable únicamente a 

los principales responsables del Eje Europeo, establecida para una 

jurisdicción y una competencia determinada que no acepta carácter 

extensivo.  

-En tercer lugar, a diferencia de los delitos comunes previstos en la época 

de lo s hechos en el Código Penal, los delitos de lesa humanidad tipifican 

fundamentalmente el contexto en el que se cometen determinados 

delitos susceptibles de ser caracterizados como delitos comunes. Lo que 

diferencia entonces un delito común que prescribe de  un delito de lesa 

humanidad imprescriptible, es el contexto 60.  

Ampliando acerca de la competencia de la definición de los delitos de 

lesa humanidad, habrá de tenerse presente que fue establecida en el 

Estatuto de Nüremberg , anexo al acuerdo de Londres del  8 de  agosto de 

1945 celebrado entre  las potencias vencedoras de II  guerra mundial 

ʒEE.UU, Gran Breta¶a, Francia y la URSSʒ, para la realizaci·n de juicios 

                                                           
60

 Kai Ambos: La definición de los crímenes contra la humanidad requiere que el acto criminal 

individual, por ejemplo, un homicidio, sea cometido dentro de un marco más amplio de 

circunstancias especificadas.  

Más adelante agrega: La razón por la que incluimos un elemen to de contexto en el rubro 

crímenes contra la humanidad es para distinguir los delitos comunes , según el Derecho nacional, 

de los delitos internacionales, que son crímenes según el Derecho penal internacional aun 

cuando las leyes nacionales no los castigue n.  

El elemento de contexto es el «elemento internacional» en los crímenes contra la humanidad , lo 

que hace que cierta conducta criminal llegue a ser un asunto de interés internacional. La 

naturaleza exacta de esta preocupación existe en todo el mundo, la razón fundamental por la 

que estos crímenes se consideran lo suficientemente importantes como para ocuparse de ellos en 

un nivel internacional proporciona una herramienta muy importante en la interpretación de estos 

crímenes.  

Kai Ambos, Temas de derecho pe nal internacional y europeo , Marcial Pons, Ed. Jurídicas y 

Sociales, Madrid, 2006, págs. 168 y 169.655.  
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por parte de un tribunal penal militar con vigencia en una jurisdicción y 

durante un tiempo determi nado, aplicable sólo a los máximos 

responsables del Eje Europeo [no se aplicó a otros hechos susceptibles de 

ser calificados como crímenes internacionales] 61. Ni el Estatuto, ni el 

Acuerdo ʒque s·lo vinculaba como los delitos de lesa humanidad a los 

cometid os en la II  GMʒ fueron suscriptos por la Argentina. 

Consecuentemente la definición de la conducta positivizada en el 

Estatuto de Nüremberg  no es de aplicación en la Argentina para los 

hechos de los õ70. 

El artículo 6 del Estatuto de Nüremberg  establece : El Tribunal instituido por 

el presente Acuerdo, y al que refiere el Artículo 1 del mismo, para el 

juzgamiento y condena de los principales criminales de guerra de los 

países Europeos integrantes del Eje , estará facultado para procesar y 

condenar a aquellas personas que actuando en favor de los intereses de 

los países Europeos del Eje, tanto en su calidad de individuos o como 

miembros de organizaciones, hayan cometido cualquiera de los 

siguientes crímenes:   

[é]. 

[c] CRÍMENES CONTRA LA HUMANIDAD: a saber, ases inato, exterminio, 

esclavitud, deportación, y otros actos inhumanos cometidos contra 

cualquier población civil, antes o después de la guerra ; o persecuciones 

de carácter político, racial o religioso en cumplimiento de o en conexión 

con cualquier crimen cuy o tratamiento sea de la competencia del 

Tribunal, sea o no violatorio de la legislación del país donde haya sido 

perpetrado.  

En consecuencia, como se dijo, la definición de los delitos de lesa 

humanidad del estatuto de Nüremberg  requiere de un nexo con la II  

Guerra Mundial para ser aplicable, por un Tribunal Militar Internacional, 

únicamente a los máximos responsables del Eje Europeo.  

                                                           
61 Hiroshima, Nagasaki, ni de los de los bombardeos a ciudades alemanas, ni del ataque inglés al 

mercante Cap. Arcona; o a la invasión de Polonia por parte de los soviéticos al declarar la guerra 

a Japón; ni a los hechos vinculados al colonialismo francés ta les como la construcción del 

ferrocarril del Congo donde murieron cerca de 17.000 personas provenientes del Chad, sometidas 

a trabajos forzados; ni en la represión de 1947 en Madagascar; ni en los hechos de Argelia; ni al 

Almirante Chester Nimitz por aband onar a los náufragos durante la guerra del Pacífico por temor 

a los ataques de los submarinos; ni a los rusos por los pogromos contra los judíos, etc. Todos 

hechos susceptibles de ser calificados como crímenes internacionales.  
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La definición de los delitos de lesa humanidad evolucionó con 

posterioridad a los hechos que se enrostran en los juicios ac tuales. En los 

a¶os õ90 la ONU los estableci· en los estatutos de los Tribunales ad hoc 

para juzgar los hechos de Yugoslavia y Ruanda, y a fines de los a¶os ô90 

se dio la definición prevista en el Estatuto de Roma actualmente vigente 

para la Argentina.   

Consecuentemente ante la inaplicabilidad de la definición de los delitos 

de lesa humanidad según la costumbre internacional y dada la ausencia 

del tipo penal en la legislación vigente en el derecho interno, los jueces 

optaron por el empleo de la analogía p enal prohibida y así lo 

reconocieron entre otros, el presidente de la Corte Suprema en su libro 

Derechos Humanos, Justicia y Reparación 62, quien afirmó: Ante la 

inexistencia de una categoría específica para la desaparición forzada, 

en algunos casos los magi strados debieron apelar a otras figuras penales 

para dictar sentencia. También el ministro Maqueda en el considerando 

58 de su voto en el caso Arancibia Clavel expresó: Si bien es cierto que 

los tipos penales vigentes en nuestro país tal vez no captan en t oda su 

                                                           
62 LORENZETTI, Ricardo, KRAUT, Alfredo, Derechos Humanos Justicia y Reparación , Sudamericana, 

Buenos Aires, 2011 . 
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dimensi·n la gravedad de los hechos [é] lo cierto es que lo esencial de 

tales conductas sí está abarcada por nuestra legislación.  

Podemos afirmar entonces, que un delito como el homicidio estaba 

tipificado en el derecho interno desde antes de los he chos sometidos a 

juzgamiento, sin embargo, el tipo penal del homicidio como delito de 

lesa humanidad no lo estaba.  

Diferenciaci·n que la propia Corte reconoce en el caso òLariz Iriondoó al 

afirmar  [Cons. 28]: Que no debe confundirse la consideración del 

terrorismo como crimen de lesa humanidad , es decir si el terrorismo no 

puede confundirse con los delitos de lesa humanidad, con mayor razón 

un delito común puede confundirse con uno de  lesa humanidad 

distinción que se expresó en el cons. 29 de dicho Fallo :é queda claro 

que es completamente diferente considerarlos delitos comunes 

[meramente extraditables] a considerarlos delitos de lesa humanidad [no 

sólo extraditables sino también imprescriptibles] votos de los ministro 

Maqueda y Zaffaroni.  

11-Las conductas  de los jueces   

A diferencia del momento en que los jueces, presionados por el Poder 

Ejecutivo, aceptaron dictar sentencias imputando delitos inexistentes en 

el derecho interno, desde la vigencia del Estatuto de Roma [2002] y a 

partir del 9 de enero de 200 7, ʒfecha en la que se public· la ley 26.200, 

de aplicabilidad del Estatuto de Romaʒ los delitos de lesa humanidad 

están incorporados y correctamente tipificados en la legislación penal.  

El 8 de febrero de 2001  la Argentina ratificó el Estatuto de Roma [19 98] 

que entró en vigor el 1° de julio de 2002. Este tratado a diferencia del 

Estatuto de Nüremberg  [1945], fue celebrado para ser aplicado por una  

Corte Penal Internacional permanente de carácter universal, y 

contempla los delitos de lesa humanidad cometidos tanto en épocas de 

paz como de guerra.  

El tipo penal actualmente vigente en el derecho internacional y en el 

derecho interno establece: [Art. 7 párrafo 1]  A los efectos del presente 

Estatuto, se entenderá por "crimen de lesa humanidad" cualquiera  de los 

actos siguientes cuando se cometa como parte de  
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un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con 

conocimiento de dicho ataque: [é] 

e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación 

de  normas fundamenta les de derecho internacionalé  

Más adelante aclara:  

2. A los efectos del párrafo 1:  

  

a]Por "ataque contra una población civil" se entenderá una línea de 

conducta que implique la comisión múltiple de actos mencionados en el 

párrafo 1 contra una población civil, de conformidad con la política de 

un Estado  o de una organización de cometer esos actos o para  

promover esa política.  

En cuanto a los elementos de la conducta típica vigente, se desprende 

del texto convencional que para distinguir a los delitos de lesa 

humanidad es imprescindible que exista un ataq ue sistemático o 

generalizado, es decir una multiplicidad de actos ʒen este caso 

encarcelamientos en violación al principio de legalidad [Art. 7 inc. 1 

apartado òeó] ʒ ejecutados de conformidad con una òPol²tica de 

Estadoó y perpetrados contra una poblaci·n civil con conocimiento por 

parte del autor.  

A los efectos del principio de distinción, los integrante s de las fuerzas de 

seguridad, penitenciarios y de fuerzas armadas en situación de retiro, 
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excepto que sean convocados al servicio activo, no son miembros de las 

fuerzas armadas en actividad, por lo tanto, integran la población civil.  

Ya hemos referido la imposici·n de la òPol²tica de Estadoó para celebrar 

los juicios de lesa humanidad, exigida por el Poder Ejecutivo, apoyada 

por el Poder Legislativ o y mediatizada por el Poder Judicial, cuya 

implementación fue públicamente reconocida por el presidente de la 

Corte Suprema quien explicó en su libro El arte de hacer justicia : Para 

que una política de Estado funcione, es necesario consensuarla, definirla  

con claridad y controlar su aplicación.  

Cuando se habla de políticas públicas, es habitual creer que uno las 

define y los demás las cumplen, lo cual es un error. Nosotros hicimos algo 

diferente al pensar integrar un país federal y escuchar sus voces. Una vez 

redactado el documento recorrimos las principales ciudades hablando 

de esos temas, hicimos reuniones en todas las regiones y se fueron 

logrando apoyos en todas ellas. Convocamos e integramos a la 

Asociación de Magistrados de la Justicia Nacional y Fede ral, a la 

Federación Argentina de la Magistratura y a la Junta Federal de Cortes. 

Todos fueron participando en la discusión del documento de base y lo 

enriquecieron.  

Una vez definidos estos lineamientos, había que lograr el consenso. Con 

ese nuevo objetivo , hicimos las Conferencias Nacionales de Jueces cada 

dos años, a las que asistieron representantes de todo el país y de todos 

los rangos y fueros.  

Me emocionaba ver el orgullo que sentían aquellos que estaban en 

zonas alejadas del interior al poder sentar se al lado de otros de la capital 

o de la Corte. Poco a poco, fue instalándose la idea de que los jueces 

son todos iguales, que enfrentan los mismos desafíos y deben solucionar 

problemas similares de los ciudadanos cualquiera sea la jurisdicción en 

que se desempeñen.  

Pasados unos años, todos comenzamos a hablar el mismo lenguaje, lo 

cual es la demostración más clara de una política pública que es 

asumida. Me llamaba la atención que en cada congreso, reunión o 

conferencia se repetían los mismos temas, lo cua l era un paso 

extraordinario para superar la idea de jueces aislados.  Cada conferencia 

nacional de jueces aprobó una serie de políticas de Estado y una 

comisión destinada a controlar su cumplimiento. Este es otro aspecto 
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relevante, porque no se trata de ob tener meras declaraciones, sino de ir 

avanzando en actos de gobierno y en un control en la ejecución que 

sólo puede lograrse si todos participan.  

Por eso nos concentramos en unas pocas cuestiones nodales, y se 

designaron comisiones que actuaron de manera p ermanenteé [pág. 

51]. 

Conceptos que fueron expresados durante su discurso inaugural del año 

judicial 2014: éel problema que asiste hoy en materia de derechos 

fundamentales a casi todo el planeta. No es que se avance. Se 

retrocede.  

Por eso hablamos nosotros de principio de no regresión: nunca menos, lo 

que se logró hay que mantenerlo y que nadie piense que si hay un 

cambio de humor estas cosas van a cambiar. Por eso decimos nosotros, 

en materia de juicios de lesa humanidad, que esto forma parte del 

contrato social de los argentinos, porque ha sido sostenido por los tres 

poderes del Estado y si hay alguien que piensa que esto va a cambiar 

está equivocado. Nosotros sostenemos esto como una política de Estado 

y estamos relanzando este añ o la Comisión Interpoderes y les pedimos a 

los demás poderes del Estado que concurran, que vengan, para ver 

cómo hacemos para terminar estos juicios guiados por el principio del 

debido proceso.  

Esta transcripción constituye la prueba más cabal de que lo qu e el  Dr.  

Lorenzetti  llama òPol²tica de Estadoó que cercena la independencia 

interna del Poder Judicial, al reconocer que  ĭtodos [los jueces] 

comenzamos a hablar el mismo lenguaje ĭ, aspecto que se verifica al 

comparar las sentencias de los juicios de venga nza celebrados en los 

Tribunales Orales Federales de todo el país, que repiten los mismos 

fundamentos e incluso las mismas citas.  

La sistematicidad de las sentencias de los Tribunales Orales Federales y la 

omn²moda presencia del òPlan de Estadoó, invalida que las sentencias 

de los juicios de lesa humanidad puedan considerarse un error iuris.  

Los magistrados de los tribunales inferiores recurrieron a la doctrina del 

òleal acatamientoó para justificar su adhesi·n a lo impuesto por la Corte 

para así aplicar la ley penal retroactivamente, formular imputación  

objetiva en la autoría, aplicar analogía penal prohibida, negar el 

principio de benignidad, etc., lo que importó la violación del debido 
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proceso de los imputados, protegido por la CADH con naturaleza de ius 

cogens y jerarquía constitucional.  

Este criterio no se aplicó cuando los jueces federales Gabriel Cavallo 

[caso "Poblete" sentencia del 6 de marzo de 2001, presentado por una 

denuncia del CELS] y Claudio Bonadío [causa "ESMA 7964/99"] decidieron 

apart arse de la jurisprudencia de la Corte Suprema, ratificada en 

numerosas oportunidades por este Supremo Tribunal, y declarar la 

inconstitucionalidad de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida.  

Tampoco ocurrió  cuando el ministro Petracchi decidió invert ir los 

fundamentos de su voto en el caso Arancibia Clavel, negando lo 

previamente afirmado en sus propios precedentes en repetidas 

ocasiones.  

Toda vez que el Procurador General Nicolás Becerra, en el acápite VI A  

de su dictamen del 29 de agosto de 2002,  en el caso òSim·nó [Fallos: 

328:2056] expresó:  Como bien es sabido, nuestro sistema de control de la 

supremacía constitucional al ser difuso, habilita a todo juez, a cualquier 

tribunal de cualquier instancia, para ejercerlo, e incluso recientemente, 

V.E. acept· ampliar la posibilidad de dicho control òa la declaraci·n de 

oficioó por parte de los jueces [Fallos: 324:3219]. 
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En materia civil el Art. 303 del CPCCN establece la obligatoriedad de 

[observar] los fallos plenarios expresando : la interpretación de la ley 

establecida en una sentencia plenaria será obligatoria para la misma 

cámara y para los jueces de primera instancia respecto de los cuales sea 

aquélla tribunal de alzada, sin perjuicio de que los jueces dejen a salvo su 

opinión  personal. Sólo podrá modificarse dicha doctrina por medio de 

una nueva sentencia plenaria.  

Pero en materia penal lo dispuesto para la rama del derecho 

mencionada no resulta de simple y directa aplicación, de acuerdo a lo 

que establece el CPPN, entre otro s el Art. 398 cuando determina : El 

tribunal dictará sentencia por mayoría de votos valorando las pruebas 

recibidas y los actos del debate conforme a las reglas de la sana crítica, 

haciéndose mención de las disidencias producidas.  

De la comparación de ambos  textos surge palmariamente que el juez en 

materia civil está obligado a adecuar su fallo al del superior aunque 

pueda consignar su "opinión personal", pero el juez en materia penal se 

encuentra obligado a resolver cada caso de acuerdo a las reglas de la 

sana crítica, y taxativamente la norma establece la obligatoriedad de 

hacer mención expresa de las disidencias producidas en el caso 

particular  Si es factible que haya disidencias en la opinión de los 

integrantes de un tribunal, resulta inconcebible que dic has disidencias 

resulten todas coincidentes con la jurisprudencia unificada de un órgano 

superior.   

Por último la conducta típica requiere que los actos obrados hayan sido 

dolosos. En este sentido el Art. 30 del Estatuto de Roma precisa los 

términos de la misma:  Salvo disposición en contrario, una persona será 

penalmente responsable y podrá ser penada por un crimen de la  

competencia de la Corte únicamente si actúa con intención y 

conocimiento de los elementos materiales del crimen  
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 2. A los efectos del presente artículo, se entiende que actúa 
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intencionalmente quien:  

a) En relación con una conducta, se propone incurrir en ella ; 

b) En relación con una consecuencia,  se propone causarla  o es 

consciente de que se producirá en el curso nor mal de los 

acontecimientos.  

A los efectos del presente artículo, por "conocimiento" se entiende la 

conciencia de que existe una circunstancia o se va a producir una 

consecuencia en el curso normal de los acontecimientos .  

Las palabras "a sabiendas" y "con conocimiento" se entenderán en el 

mismo sentido.  En otras palabras, se a ctúa dolosamente cuando existe la 

intención de cometer un delito  a sabiendas de su ilicitud . 

 Es evidente que los jueces federales no  pueden alegar desconocer, por 

el carácter público y notorio de los juicios de lesa humanidad, que se 

está aplicando el encarcelamiento arbitrario de miles de personas 

susceptibles de ser diferenciados por su grupo de pertenencia, conforme 

a una òpol²tica de Estadoó.  

Por su condición de hombres de derecho, los  jueces no debieron permitir 

que prosperasen las violaciones expuestas al adherir pacíficamente a la 

jurisprudencia de la Corte Suprema.  

Consecuentemente la conducta de los jueces no puede sustraerse del 

tipo penal de los delitos de lesa humanidad, lo que resulta coherente 

con el Expte  OTP-CR-407/13  abierto por la fiscalía de la Corte Penal 

zim://A/A/html/D/e/l/i/Delito.html
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Internacional, en el que fueron denunciados los ju eces federales por 

delitos de lesa humanidad.  

 

12-Trasfondo de la política de derechos 

humanos . 

Después de doce años de gobierno del "kirchnerismo", ya no existen 

dudas de que la estigmatización de los acusados por delitos de lesa  

humanidad tiene como corolario brindar la "sensación política" de que el 

gobierno está actuando firmemente en favor de los derechos humanos, 

cuando en realidad se trata de una gran pantalla pública que produce 

magnos beneficios a un sector, encubre la violación de los derechos  

humanos de los acusados, enmascara la corrupción de los agentes del 

Estado cuyos delitos van prescribiendo y disimula la violación estatal a los 
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derechos del resto de los ciudadanos 63.  

En marzo de 2014 el senador radical y miembro del Consejo de la 

Magist ratura Mario Cimadevilla, denunció la existencia de un pacto 

"político judicial"  entre  el kirchnerismo y magistrados manipulables, 

existente en el país desde hace muchos años para cubrir de impunidad 

las causas por corrupción 64.   

En ese sentido, la edición  del 5 de abril de 2012 de la revista Noticias  

publicó el ranking de los funcionarios públicos a los que se les iniciaron 

más causas en la justicia. En el primer puesto se destaca el ex presidente 

Kirchner con 189 causas, seguido por Cristina Fernández con  186 causas, 

el vice presidente Amado Boudou con 54,  la ex ministra de Seguridad 

Nilda Garré con 49 causas, etc.  

El semanario Perfil del 7 de septiembre de 2014 actualizó el ranking: el 

primer puesto lo detenta Cristina Fernández con 289 causas, seguida por  

Julio de Vido con 90 y el vicepresidente Boudou con 85. La inmensa 

mayoría no prosperó en el ámbito de la justicia.  

 

13-Consecuencias de la òPol²tica de Estadoó 

La òPol²tica de Estadoó impuesta por el Poder Ejecutivo a la Corte 

Suprema  y por ésta a los jueces inferiores, desde su implementación 

hasta  noviembre de 2016  promovió el procesamiento de 2172  personas 

cuyas edades oscilan ent re 60 y 90 años, de las cuales 384  fallecieron en 

prisión sin sentencia firme, lo que pone en evidencia que todos se 

encuentran condenados a penas de muerte encubiertas. Todo lo cual 

manifiesta la exteriorización de una venganza instrumentada desde la 

política, cuya evidencia más relevante es el encarcelamiento de los 

integrantes de la Concertación Nacional Universitaria ʒCNUʒ, 

organización civil integrada mayormente por estudiantes universitarios de 

derecha, opuestos a las organizaciones armadas de izquierda que 

participaban en la lucha armada y militaban en claustros universitarios.  

Lo llamativo es que est a organización fue acusada por delitos de lesa 

humanidad y sus integrantes encarcelados, mientras que las 

                                                           
63 Desde 2003, por ejemplo, se han registrado más de mil comunicaciones por violaciones al Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos que dieron lugar a 34 observac iones del Comité de 

Derechos Humanos al gobierno argentino, en el marco del Protocolo Facultativo de dicho pacto.  
64 Pizzi, Nicolás, "Coimas en un allanamiento: se unificó la investigación sobre Oyarbide", Clarín, 

22/03/14.  
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organizaciones de izquierda ʒalguna de las cuales tuvieron vinculaciones 

con el gobierno de iureʒ no son alcanzadas por ese reproche penal, sus 

delito s son considerados prescriptos y las denuncias terminaron 

archivadas.  

Lo expuesto previamente nos lleva a concluir que las sentencias dictadas 

por los ministros de la Corte Suprema, de la Cámara Federal de Casación 

Penal y de los Tribunales Orales Federale s, son írritas, en coincidencia con 

las expresiones públicas de numerosos hombres de derecho, y con lo 

manifestado en el foro òTodas las vocesó, que se desarroll· el 10 de abril 

de 2015 en el instituto Hannah Arendt.  

El gobierno Argentino, sus magistrados  y sus funcion arios no respetan los 

compromisos internacionales relacionados directamente con la 

protección de los derechos humanos  comprometen la responsabilidad 

internacional del Estado  y violan impunemente  65 esos derechos.   

 

  

                                                           
65 Algunas resoluciones de la ONU  que no se aplican: a) A/RES/56/83, décembre 2001: 

Responsabilit® de lõEtat pour fait internationalement illicite, 

 http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?sy mbol=A/RES/56/83&Lang=F ,  y 

      http://untreaty.un.org/ilc/texts/instruments/francais/commentaires/9_6_2001_francais.pdf  b) 

A/RES/60/147, décembre 20 05: Principes fondamentaux et directives concernant le droit à un 

recours et à réparation des victimes de violations flagrantes du droit international des droits de 

lõhomme et de violation graves du droit international humanitaire 

http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/60/147  , c) A/RES/40/34,  

novembre 1985: Déclaration des principes fondamentaux de justice relatifs aux victimes de la 

criminalité et au x victimes dõabus de pouvoir  

http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/40/34 , d) A/RES/53/144, 

décembre 1998: Déclaration sur le droit et la responsabili té des individus, groupes et organes de la 

soci®t® de promouvoir et prot®ger les droits de lõhomme et les libert®s fondamentales 

universellement reconnus  

 http://www.un.org /french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/53/144  , e) E/CN.15/1996/18/ 

mai 1996: CES. Règles et Normes des Nations Unies dans le domaine de la prévention du crime et 

de la justice pénale. Elaboration de règles minima concernant l'administration de la jus tice pénale,  

http://www.unodc.org/unodc/en/commissions/CCPCJ/session/05.html     et commentaires sur les 

Règles de Mallorca 

http://www.inacipe.gob.mx/index.php?option=com_content&view=article&id=455:las -reglas -de -

mallorca -ireglas -minimas -o-maximas&cati d=39:hector -carreon -perea&Itemid=220 , ,f) 

A/RES/45/111, décembre 1990: Principes fondamentaux relatifs au traitement des  détenus,  

 http://www.un.org/french/documents/view_ doc.asp?symbol=A/RES/45/111  et  

 http://www2.ohchr.org/french/law/traitement.htm         

http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/56/83&Lang=F
http://untreaty.un.org/ilc/texts/instruments/francais/commentaires/9_6_2001_francais.pdf
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/60/147
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/40/34
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/53/144
http://www.unodc.org/unodc/en/commissions/CCPCJ/session/05.html
http://www.inacipe.gob.mx/index.php?option=com_content&view=article&id=455:las-reglas-de-mallorca-ireglas-minimas-o-maximas&catid=39:hector-carreon-perea&Itemid=220
http://www.inacipe.gob.mx/index.php?option=com_content&view=article&id=455:las-reglas-de-mallorca-ireglas-minimas-o-maximas&catid=39:hector-carreon-perea&Itemid=220
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/45/111
http://www2.ohchr.org/french/law/traitement.htm
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-EN SÍNTESIS- 

 

¶ El Congreso violó el principio de la división republicana de poderes al 

votar la nulidad de las leyes de obediencia y punto final.  

El único órgano oficial que puede nulificar una ley como 

consecuencia de su inconstitucionalidad, desde el fallo "Sojo" de la 

Co rte Suprema ðque adopta la doctrina emanada de la Corte 

Suprema de los EE.UU. en el caso "Madbury & Madison" ð, es el Poder 

Judicial de la Nación.  

Además, las leyes ya habían sido derogadas por la ley 24.952 [BO 

17/4/98], consecuentemente fue un acto abstracto anular leyes ya 

derogadas, que no tenían efecto futuro alguno.  

 

¶ Kirchner restableció causas fenecidas.  

Los actos jurídicos obrados por Kirchner 66 por los que impuso la 

aplicabilidad de la imprescriptibilidad de los delitos de lesa 

humanidad, no im pidieron que los delitos por  los que se acusó antes a 

las Juntas Militares, hubiesen prescripto para todas las personas a partir 

                                                           
66 ʒ[a]-Validez de la ley 25.779 [BO 3/9/03] de nulidad de las leyes 23.492 y 23.521 de 

Punto Final y Obediencia Debida; [b] -Vigencia de la ley 24.584 [BO 29/11/95] que 

aprobó la Convención sobre la imprescriptibilidad; [c] - Decreto 579/03 firmado por 

Néstor Kirchner y Gustavo Béliz, publicado en el BO del 13/08/03, disponiendo la 

ratificación de la Conven ción sobre la imprescriptibilidad de la ONU, que cobró 

vigencia efectiva a partir del 24 de noviembre de 2003 [Art. VIII inc. 2 de dicha 

Convención].  
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de 1991, según las previsiones de los Arts. 59.3 y 63 del CP, para los 

delitos más graves y continuos, antes de que éstos fues en 

arbitrariamente recategorizados como delitos de lesa humanidad en 

2003. Consecuentemente las acciones prescribieron y dichas causas 

fenecieron, a más tardar el 10 de diciembre de 1998, cinco años antes 

de que la nueva gestión kirchnerista dispusiera arb itrariamente la 

reapertura de las causas ya juzgadas por delitos comunes por la 

Cámara Federal, en el juicio a las Juntas Militares en 1985.  

La Constitución Nacional establece con carácter absoluto ciertas 

prohibiciones, entre otras, el Art. 109 que expre sa: En ningún caso  el 

presidente de la Nación puede ejercer funciones judiciales, 

arrogarse el conocimiento de causas pendientes o restablecer las 

fenecidas.  

 

¶ Los juicios fueron celebrados por tribunales ex post facto.  

La ley 24.050 publicada en el BO del 7 de enero de 1992 estableció 

la competencia e integración del Poder Judicial de la Nación en 

materia penal, y en consecuencia se creó la Cámara Nacional de 

Casación Penal  [hoy Cámara Federal de Casación Penal] y los 

Tribunales Orales Federales en lo Crim inal de todo el país.  

Esos tribunales al celebrar juicios por hechos acaecidos nueve años 

antes de su creación violaron el Art. 8.1 de la Convención 

Americana de Derechos Humanos que establece: Toda persona 

tiene derecho a ser oída , con las debidas garantí as y dentro de un 

plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente 

e imparcial, establecido con anterioridad por la ley , en la 

sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 

o para la determinación de sus derechos y obli gaciones de orden 

civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.  

Previsión que goza de jerarquía constitucional [Art. 75 inc. 22 de la 

CN], y es norma de ius cogens, su violación avasalla las garantías del 

debido proceso y la llamada garantía del juez natural, establecida 

en los Arts. 18, 31 y 33 de la CN, y el Art. XXVI de la Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.  

 



108 

 

¶ La Corte Suprema violó el principio de legalidad en los fallos 

òArancibia Claveló y òSim·nó, e implement· una òPol²tica de Estadoó 

por medio de la cual condicionó a los tribunales inferiores para que 

por òleal acatamientoó siguiesen su jurisprudencia. 

En los fallos referidos la Corte afirmó que la imprescriptibilidad de los 

delitos de lesa humanidad era norma de ius cogens  [derecho 

obligatorio] anterior a su positivización, por aplicación de la 

Convención sobre la imprescriptibilidad de la ONU, y que por ello en 

los a¶os õ70 el Estado estaba obligado a aplicar la categor²a de 

delitos de lesa humanidad por su carácter de ius cogens  vigente en 

la costumbre internacional desde antes de 1968. Sin embargo, esta 

afirmación es dogmática y falsa.  

Existen numerosos fundamentos que demuestran que la 

imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad no era 

costumbre internacio nal con naturaleza de ius cogens  antes ni 

incluso después de la vigencia internacional de la convención de la 

ONU ʒpara la Argentina la convenci·n entr· en vigencia el 24 de 

noviembre de 2003ʒ. Esa categor²a no estaba vigente en el 

derecho interno ni en la  costumbre internacional aplicable a la 

Argentina en la época de los hechos.  

Veamos un ejemplo. El texto de la propia Convención sobre la 

imprescriptibilidad reconoce que los crímenes de guerra de la II  

Guerra Mundial y delitos de lesa humanidad estaban p rescribiendo 

en los países que celebraban juicios nacionales contra el nazismo, 

circunstancias que no podrían haber ocurrido si la imprescriptibilidad 

hubiese sido norma de ius cogens , como afirmó la Corte.  

El texto de la convención expresa: Advirtiendo q ue la aplicación a 

los crímenes de guerra y a los crímenes de lesa humanidad de las 

normas de derecho interno relativas a la prescripción de los delitos 

ordinarios  suscita grave preocupación en la opinión pública 

mundial, pues impide el enjuiciamiento .  

Precisamente para evitar tal prescripción era necesaria una 

convención internacional sobre imprescriptibilidad de esos delitos. 

Asimismo el artículo 4° de dicha Convención establece que se 

aplicará a los estados parte  òcon arreglo a sus respectivos 

procedimi entos constitucionalesó. 
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La Argentina se encuentra obligada a respetar el principio de 

legalidad por nueve tratados internacionales: Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos; Convención Americana de los 

Derechos del Hombre ʒambos con jerarqu²a constitucionalʒ, 

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, Convención 

de Viena sobre el Derecho de los Tratados y los Organismos 

Internacionales, Convenciones de Ginebra I, II, III, IV,  Protocolos I y II, 

y el Estatuto de Roma. Además, se encue ntra consagrado en la 

Constitución Nacional y en varias leyes nacionales, tal es la 

importancia que de este principio cuyo incumplimiento por parte de 

la justicia  compromete la responsabilidad internacional del Estado.  

 

¶ La Corte Suprema se atribuyó funcio nes no previstas en la 

Constitución Nacional.  

El presidente de la Corte Suprema Ricardo Lorenzetti publicó en su 

libro El arte de hacer justicia,  el procedimiento por el cual el Poder 

Judicial, en perjuicio de la independencia del juez, instauró 

corporativ amente la òPol²tica de Estadoó reclamada por Kirchner: 

éhab²a una absoluta desconexi·n de los jueces entre s² y un 

profundo desconocimiento, por parte de otros poderes, acerca de 

la infraestructura necesaria para el funcionamiento eficiente del 

Poder Judicial.  

Con este objetivo, hicimos un plan de políticas de Estado, que 

redacté en el año 2007 cuando asumí la presidencia 67" y que hemos 

cumplido al pie de la letra dentro de la Corte Suprema  y esperamos 

que pueda trasladarse al resto.  

La Corte no tiene potestad para fijar dichas políticas, ni para adherir 

a las que fija arbitrariamente el Poder Ejecutivo.  

La única Política de Estado que debe reconocer el Poder Judicial es 

la que obra en la Constitución Nacional, que establece en el Art . 

122 la obligación de: édesempe¶ar sus funciones administrando 

justicia bien y legalmente, y de conformidad con lo que prescribe la 

Constitución.  
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¶ Los Tribunales Orales Federales y la Cámara Federal de Casación 

Penal violaron el principio pro homine.  

Este principio establece que se debe acudir a la norma más amplia, 

o interpretación más extensiva , cuando se trate de reconocer 

derechos protegidos e, inversamente, a la norma o a la 

interpretación más restringida cuando se trata de establecer 

restricciones permanentes al ejercicio de los Derechos o su 

suspensión extraordinaria.  

El principio pro homine  se encuentra consagrado por varios 

instrumentos internacionales, entre ellos: el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de  Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales y la Convención Americana de los 

Derechos Humanos. L a reforma constitucional de 1994 integró el 

principio pro homine al bloque constitucional federal, por lo cual 

tiene jerarquía constitucional y naturaleza de ius cogens, es decir, es 

obligatoria para el Estado argentino.  

1-Cuando los tribunales imputaron la òcoautor²a funcionaló lo 

hicieron en base a la òimputaci·n objetivaó, sin necesidad de 

probar los hechos, y recurrieron a la figura de la coautoría funcional , 

o la doctrina de la empresa criminal conjunta desarrollada por el 

Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia. Pero la vigencia 

del Estatuto de Roma y la jurisprudencia de la Corte Penal 

Internacional para hechos susceptibles de ser enmarcados com o 

delitos de lesa humanidad, establece que la autoría debe 

reprocharse sobre la base de la responsabilidad penal individual y 

los hechos deben probarse más allá de toda duda razonable. En 

consecuencia el Estatuto de Roma es ley vigente más benigna y 

debe s er aplicada en beneficio del imputado.  

2- Los jueces en sus fallos invocaron que las nuevas leyes de 

procedimiento se aplican inmediatamente a las causas en trámite. 

Con ello soslayaron que el Código de Justicia Militar no sólo es una 

norma procesal, sino  también una norma de fondo para el derecho 

militar, al establecer el importantísimo principio de la obediencia 

debida militar y su corolario: la responsabilidad del superior y la 

inculpabilidad del  inferior [Art. 514 y concordantes del Código de 
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Justicia  Militar, cuya derogación no impide la vigencia de la 

ultraactividad].  

 

¶ Los Tribunales Orales y la Cámara de Casación aplicaron 

ilegalmente òanalog²a penal prohibidaó y legislaron 

La ausencia del tipo penal de los delitos de lesa humanidad en el 

derecho interno, motivó que los tribunales aplicaran  mágicamente 

tipificaciones de delitos comunes vigentes en el Código Penal, pese 

a que el Art. 2° del Código Procesal Penal de la Nación establece 

que: élas leyes penales no podrán aplicarse por analogía .  

 

En este sentido el presidente de la Corte Suprema, Ricardo Lorenzetti, 

en su libro Derechos Humanos, Justicia y reparación , Sudamericana, 

Buenos Aires,  2011 pág. 168,  afirmó: Ante la inexistencia de una 

categoría específica para la desaparición forzada, en algu nos casos 

los magistrados debieron apelar a otras figuras penales para dictar  

sentencia . 

 

Tal como lo reconoce el presidente de la Corte Suprema, los jueces 

condenan aplicando analogía penal prohibida, con arreglo a tipos 

penales previstos en el Código Pen al a los que recategorizan 

arbitrariamente como imprescriptibles.  

 

Un òhomicidio com¼nó, por ejemplo, es un tipo penal y un òhomicidio 

de lesa humanidadó es una conducta t²pica diferente, aunque en 

ambos casos el resultado sea el mismo.  Para que un homicidio 

pueda ser considerado delito de lesa humanidad, de acuerdo con 

la definición más reciente, tiene que darse en el contexto de un 

ataque sistemático contra la población civil y el perpetrador debe 

tener conocimiento de dicho ataque, po rque lo que diferencia a un 

delito común de un crimen de lesa humanidad es el contexto. Cabe 

destacarse que la definición de los delitos de lesa humanidad 

vigente en la époc a de los hechos establecida en el Estatuto de 

Nüremberg es inaplicable para la Arge ntina.  

 

Ante la ausencia del tipo penal de los delitos de lesa humanidad, es 

decir de la definición de la conducta prohibida y el monto de la 
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pena, si el juez arbitrariamente considerase que el delito de 

òhomicidioó es an§logo al òhomicidio de lesa humanidadó, deber²a 

decretarse la prescripción porque el tipo penal que aplica tiene 

establecido por ley su p rescripción. Por tanto el juez al cambiar la 

caracter²stica de òperseguibilidadó del delito, est§ legislando. 

Convierte así un delito que se rige por el i nstituto de la prescripción 

en imprescriptible, sin la intervención del Congreso.  

 

Como ejemplo, el punto XX de la sentencia de la causa 1270 del 

registro del Tribunal Oral Federal N°5 del 28 diciembre 2012 expresa: 

declarando que los hechos objeto de este  proceso resultan 

constitutivos de crímenes de lesa humanidad, y así deben ser 

calificadosé cuya característica es la  imprescriptibilidad, pero al 

momento de fundar las condenas el punto XXI de la sentencia las 

establece con arreglo a los arts. 2, 12, 19, 29 inc. 3°, 40, 41, 45, 55, 80 

inc. 2, 3 y 4 -texto según ley 20.642 - 144 bis inc. 1° y última parte en 

función del 142 incs. 1° y 5° -texto según ley 21.338 -,144 ter, primer y 

segundo párrafo -texto según ley 14.616 - y 167, inc. 2° y 166, inc. 2°, 

primera  parte ð ambos textos según ley 20.642 -, todos ellos del 

Código Penal de la  Nación  y arts. 398 y cc, 403, 530 y 531 del Código 

Procesal Penal de la Nación . Todas esas conductas están sujetas al 

instituto de la prescripción, por lo tanto las acciones se enc uentran 

extinguidas y el Tribunal Oral debió decl ararlo así según lo normado 

en los artículos 59 inc. 3 y 62 inc. 1° y 2° in fine del Código Penal.  

 

Los jueces no sólo legislaron y aplicaron analogía penal, sino también 

prevaricaron [art. 269 del Código Pe nal] al dictar òresoluciones 

contrarias a la leyó.  

 

¶ Los Jueces Federales y los Tribunales Orales aceptaron expresiones 

de testigos mendaces sin respetar los principios de la òsana cr²ticaó.  

Los tribunales ignoraron maliciosamente  que los testigos reciben 

dinero de l Estado por su estatus, que en su mayoría militan en el 

interés particular del resultado punitivo del juicio y que es manifiesto 

que los testigos realizaron reuniones previas de òreconstrucci·n 

colectiva de la memoriaó, expresando luego como propias las 

experiencias de terceros, e incluso actuando como querellantes en 

las mismas causas en las que figuran como víctimas.  
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¶ Los juicios fueron celebrados por jueces y fiscales subrogantes 

ilegales.  

Muchos de ellos designados con la prevención de que en las causas 

de derechos humanos deber²an adecuarse a la òPol²tica de Estadoó 

implementada por la Corte Suprema por mandato del Poder 

Ejecutivo. Por lo tanto carecían de la independencia y de la 

imparcialidad necesarias.  

La Corte reconoció el carácter ilegal de la designación pero avaló 

lo obrado al convalidar actos ilegales por ellos mismos reconocidos. 

Sus ministros incurrieron no sólo en abuso de autoridad [Art. 248 CP], 

sino también en el delito de prevaricato [Art. 269 del CP]  al otorgar, 

una "autoamnistía de facto" a los jueces y fiscales subrogantes por 

sus ilegales conductas, tal como define el ACNUDH [HR/PUB/09/01] a 

aquellas  medidas jurídicas como leyes, decretos o reglamentos del 

Estado que impiden efectivamente el enjuic iamiento, de los 

funcionarios públicos por haber actuado contra la ley . 

 

¶ Los Tribunales Orales y  la Cámara  de Casación violaron el principio 

de congruencia . 

Según este principio debe existir congruencia entre la acusación, la 

prueba, el pedido de condena  y el tipo y monto de ésta. Es 

incongruente que a las más bajas jerarquías de oficiales o 

suboficiales se los acuse y condene como coautor de un òplan 

criminaló, cuando no se ha podido probar siquiera que conocieran 

la existencia de dicho supuesto plan. Po r otra parte, donde existe 

subordinación no puede haber coautoría.  

 

¶ Los Jueces Federales y los Tribunales Orales Federales violaron el 

principio constitucional de inocencia imponiendo prisiones 

preventivas no ajustadas a los fines cautelares  

Las prisiones preventivas constituyen una medida cautelar de 

aplicación restringida y nunca generalizada. L os pactos de 
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derechos humanos exigen al Estado que se debe mantener en 

prisión preventiva a un justiciable el menor tiempo posible a fin de 

proteger el principio d e inocencia, plazo que el Estado argentino 

había fijado en un máximo de tres años [incluido uno de prórroga].  

Sin embargo la mayoría de los detenidos supera holgadamente los 

tres años y hay casos que superan los 15 años de prisión preventiva. 

Es evidente q ue el Estado aplicó una pena anticipada de prisión 

condenando a los imputados antes de iniciar el juicio, en violación 

al  principio de inocencia.  

Los fundamentos que se emplean para su aplicaci·n son: òevitar 

que el justiciable se sustraiga del proceso legaló, òpara que no se 

perjudique la investigaci·nó o òpara proteger a la sociedad de 

cond uctas perjudiciales que podría continu ar efectuando el 

delincuenteó. Por lo tanto jamás será legal aplicar este criterio a una 

persona que no ha delinquido en los úl timos cuarenta años, siempre 

estuvo òa derechoó [Art. 312 y 319 del CPPN y la ley 24.390]  y no 

tiene posibilidad alguna de repetir los hechos que se le reprochan, 

como es el caso de los ancianos imputados en los juicios de lesa 

humanidad.  

 

¶ Los Tribunales condenan sin pruebas - 

El Ministerio Público y los tribunales sostienen que la autoría prevista 

en el Art 45 del Código Penal no puede aplicarse debido al tipo de 

delitos. En razón d e ello recurren a la teoría de la imputación 

objetiva desarrollada por Jako bs, según la cual todos los miembros 

de la estructura deben ser reputados de coautores funcionales sin 

necesidad de probar subjetivamente los hechos.  

Para Jakobs comete delito quien incumple con su rol y viola la 

norma, en consecuencia dando por  probada l a violación de la 

norma, en base a lo expresado por testigos amañados, todos los 

imputados son reputados de coautores, y deben responder 

funcionalmente por la totalidad de las conductas enrostradas. 

Jakobs sostiene que en los delitos perpetrados  por una o rganización 

existe una dependencia rec²proca entre los ògrandesó y los 

òpeque¶osó, por lo tanto no es necesario probar, quien cometi· el 

hecho, qué ocurrió, cómo sucedió, cuándo y el motivo  del mismo, 

sino que debe probarse que la organización violó la nor ma y todos 

sus integrantes son igualmente responsables. Por esta razón han sido  
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condenados muchos imputados, por hechos que no cometieron y en los 

que no participaron.  

Se promueve así la extensión del concepto de autor de tal manera que 

puede ser aplicado sin distinguir el grado real de participación del 

imputado. Por ende, el general Videla termina con la  misma 

responsabilidad que el último de los cabos  porque ambos son coautores 

y reciben la misma pena, pese a que el primero fue el responsable de la 

idea, poseía el dominio del hecho, controlaba la estructura organizada 

de poder, tomaba las decisiones libr emente, disponía de los medios del 

Estado, tenía el poder de dictar decretos -leyes para obligar legalmente a 

sus subordinados, podía suspender, modificar o anular las órdenes sin 

temer consecuencias personales; mientras que el cabo, no tenían 

facultades pa ra revisar las órdenes y estaba obligados a cumplirlas bajo 

pena de severas sanciones. Este despropósito al que conduce la 

aplicación de la coautoría funcional se debe, entre otras razones, a que 

los tribunales eluden que no puede haber coautoría cuando ex iste 

subordinación.
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      Imágenes  de        

la  crueldad 

estatal  
  

 

TRATOS CRUELES INHUMANOS  

Y DEGRADANTES 

 

1-VIOLACION DEL DERECHO A LA SALUD 

La OMS -Organización Mundial de la Salud - refiere que El goce del grado 

máximo de salud que se pueda lograr es uno de los derechos 

fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, religión, 

ideología política o condición económica o social. El derecho a la salud 

obliga a los Estados a generar condicio nes en las cuales todos puedan 

vivir lo más saludablemente posible. Esas condiciones comprenden las 

disponibilidades garantizadas de servicios de salud, condiciones de 

trabajo saludables y seguras , vivienda adecuada y alimentos nutritivos. El 

derecho a la salud no se limita al derecho a estar sano.  

El derecho a la salud está consagrado en numerosos tratados 

internacionales y regionales de derechos humanos y en las constituciones 

de países de todo el mundo .68 

                                                           
68

 http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs323/es/index.html 
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En ese sentido el  Art. 12 del Pacto Internacional  de derechos 

Económicos Sociales y Culturales  ʒPIDESCʒ establece:  

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda 

persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.  

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto 

a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las 

necesarias para:  

[é] 

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, 

endémicas, profesionales y  de otra índole, y la lucha contra ellas;  

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica 

y servicios médicos en caso de enfermedad.  

Y el Art. 10 del Protocolo de San Salvador acerca del Derecho a la Salud 

establece:   

1. Toda persona tiene derecho a la salud,  entendida como el disfrute del 

más alto nivel de bienestar físico, mental y social.  

2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados partes  se 

comprometen a reconocer la salud como un bien público  y 

particularmen te a adoptar las siguientes medidas para garantizar este 

derecho:  

a. la atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia 

sanitaria esencial puesta al alcance de todos los individuosé  

b. la extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos los 

individuos sujetos a la jurisdicción del Estado ;  

Por su parte viene dicho en el Art. 185 de la referida ley 24 .660: Los 

establecimientos destinados a la ejecución de las penas privativas de 

libertad, atendiendo a su destino específico, de berán contar, como 

mínimo, con los medios siguientes:  

c ) Servicio médico y odontológico acorde con la ubicación, tipo del 

establecimiento y necesidades.  

Naturalmente esta previsión no alcanza para las dolencias que sufren los 

prisioneros ancianos ya que e n muchos casos  terminan con la muerte.  
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Un dolor de muelas o un cólico renal en un penal son garantía de horas 

de sufrimiento para est as personas . En este sentido las RMTR de la ONU 

establecen  en su Art 25. 1) El médico estará de velar por la salud físic a y 

mental de los reclusos. Deberá visitar diariamente a todos los reclusos 

enfermos, a todos los que se quejen de estar enfermos y a todos aquellos 

sobre los cuales se llame su atención. 2) El médico presentará un informe 

al director cada vez que estime q ue la salud física o mental de un recluso 

haya sido o pueda ser afectada por la prolongación, o por una 

modalidad cualquiera de la reclusión.  

El servicio médico de penales como el de Marcos Paz , que aloja a más 

internos que lo permitido  por su capacidad , no está en condiciones de 

atender las dolencias de más de 140 gerontes detenidos en esa Unidad 

Penitenciaria;  naturalmente es el penal que registra la mayor cantidad 

de fallecidos de este grupo etario.  
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Numerosos informes han reconocido la incapacidad técn ica de los 

hospitales penitenciarios para atender las complejas dolencias de los 

ancianos, ello fue subsanado con la atención extramuro de las obras 

sociales de los detenidos, sin embargo  el Estado privó del servicio de 

salud [Res. 85/2013 69 decretada por e l ministro de defensa Agustín Rossi]  

 

que recibían en dichos hospitales, quedando sin el acceso a la medicina 

preventiva y sometidos a una forma velada de violencia estatal 70, pues 

incorpora una sanción administrativa adicional no prevista en ley alguna, 

                                                           
69La Resolución 85/2013 del Ministerio de Defensa establece:  

Art 1: Prohíbase al Jefe de Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas, al jefe del Estado 

mayor General del Ejército, al jefe del Estado Mayor General de la Armada, y al Jefe del Estado 

Mayor General de la Fuerza Aérea la internación y/o asistencia ambulatoria en hospitales militares 

o unidades de salud dependientes de las Fuerzas Armadas, de personas condenadas 

penalmente o procesadas con privación preventiva de la libertad que tengan o hayan tenido 

estado militar.  

Art. 2: La prohibic ión prevista en el artículo anterior alcanza a la totalidad del personal civil y/o 

militar de las fuerzas armadas.  

Art.3: Todo requerimiento de carácter judicial de internación y/o asistencia médica, vinculado a 

la situación de personas condenadas penalmen te o procesadas con privación preventiva de la 

libertad que tengan o hayan tenido estado militar y que sea dirigido a esta jurisdicción, deberá 

ser comunicado inmediatamente al Ministerio de defensa para su consideración y efectos, bajo 

apercibimiento de s anciones administrativas y/o disciplinarias.  
70 El 2 de junio de 2013, la jueza Adriana Palliotti, integrante del TOF N°5 de la CABA  se constituyó 

en el Penal de Marcos Paz donde se concentra la mayor cantidad de detenidos por causas de 

lesa humanidad, en el informe de su visita expresó: Por último dejo constancia que el Director del 

Complejo, Inspector Morales, me manifestó, como opin ión personal que por las patologías de la 

mayoría de los internos imputados de delitos de lesa humanidad allí detenidos, propias de la 

franja etaria en la que se encuentran, dicha unidad penitenciaria no era la adecuada para su 

alojamiento.  Ello motivó el desplazamiento en 2014 de mujeres alojadas en la Unidad 31 de Ezeiza 

a donde fueron trasladados los detenidos de mayor edad y delicados cuadros de salud. No 

obstante las intenciones reparadoras de la medida, en muchos casos se empeoraron las 

condiciones de  detención.   
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en violación a los arts. 9 y 10 del Protocolo de San Salvador ratificado por 

la Argentina el 23/10/03.  

 

2-INCIDENTES DE SALUD EN MARCOS PAZ 

En el  año 2008, a raíz de los sucesivos fallecimientos ocurridos  en el penal 

de Marcos Paz, de los internos Carlos Berc ellone , Mario Jaime  y Carlos 

Pazos, y posteriormente denunciados como hechos acaecidos en el 

hospital municipal de la localidad de Marcos Paz, [según el testimonios 

de  sus camaradas detenidos en los respectivos pabellones donde se 

produjeron realmente estos decesos ], se puso en evidencia que el penal 

no estaba en capacidad para asistir médicamente urgencias como las 

que dieron lugar a los decesos referidos.  

A raíz de estos hechos el Hospital Penitenciario Central  [HPC II] ubicado 

dentro del penal de Mar cos Paz pasó a denominarse Unidad Médica 

Asistencial y los enfermos que padecían patologías crónicas susceptibles 

de desencadenar una crisis que requiriese aparatología de un hospital 

de alta complejidad  que estuviese a minutos , fueron trasladados al 

Hospital Penitenciario Central  N°1 en el penal de Ezeiza, luego de las 

revisaciones forenses correspondientes.  

A partir de ese momento, estos enfermos crónicos pasaron a estar en 

calidad de alojados pero no 

internados, y en esa condición 

permanecieron, ha sta que el 29 de 

mayo de 2013 oportunidad en que 

fueron arbitrariamente trasladados 

nuevamente al Penal de Marcos Paz , 

perdiéndose en el movimiento muchas 

de las pertenencias personales de 

cada uno.  

Este traslad o, motivó la presentación 

de un  habeas Corpus  por haberse 

actuado en contra de lo 

recomendado por los médicos 

forenses.  
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El 9 de junio  fueron convo cados cinco de los trasladados a quienes se les 

comun icó que deberían ser alojados nuevamente en el Hospital 

Municipal de la localidad de Marcos Paz. , siendo ubicados en un sala 

pequeña  destinada  para  indigentes  del nosocomio municipal,  cuyas 

dimensiones alcanzaban para ubicar las cinco camas separadas por 

escasos centímetros , muy húmeda  y con un baño que compartían con el 

personal penitenciario de cust odia . Ubicada frente a una sala de 

aislamiento , para enfermedades infecto contagiosas y cuya ventana 

daba a un patio donde se acumulaban recipientes para residuos 

patógenos.  Prácticamente incomunicados por las restricciones para 

hablar por teléfono, sus co ndiciones de detención habían  empeorado 

drásticamente. S ituación que se mantuvo por 30 días al cabo de los 

cuales se los retornó al penal de Marcos Paz.  

El trato que reciben los enfermos graves en penales como el de Marcos 

Paz también fue  revel ado por Marc elo Barberis, quien  salvó su vida 

milagrosamente. En los a¶os õ70 era cabo de la Fuerza A®rea y a los 58 

años ingresó al penal como enfermo coronario crónico habiendo 

padecido un infarto agudo de miocardio, con una angioplastia y dos 

stent, hipertenso, dia bético y dislip émico.  

Pese a su delicado estado de s alud fue alojado en Marcos Paz por orden 

del juez Rafecas. Como no podía ser de otra manera, el 17 de agosto de 

2010 a las 20:00 se descompensó.  

El médico del penal lo atendió  dos horas después y confirmó que 

padecía  una òrepolarizaci·n coronariaó. Su primera preocupación fue 

sacarlo del penal. Pese a que Barberis pidió ser derivado  a su obra social 

donde lo 

trataban 

regularmente por 

sus dolencias, fue 

trasladado  

esposado en un a 

ambulancia al 

Hospital municipal 

de la localidad 

de Marcos Paz.  

Allí lo recibió el 

médico de 

guardia a las 
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12:00 del día siguiente y permaneció en una camilla donde por falta de 

atención se orinó y defecó encima. La siguiente mañana llegó el director 

méd ico del penal quien también es funcionario del Hospital de Marcos 

Paz, Dr. Goncalves, y logró ser derivado a su obra social 71.  

En el trayecto sufrió un pre infarto. Pese a todas las vicisitudes llegó vivo al 

hospital de su obra social , donde los médicos no  podían dar cr édito del 

estado del  paciente y su padecimiento. Finalmente fue sometido a una 

cirugía y dado su delicado estado fue enviado a su casa con prisión 

domiciliaria. Tres meses después fue nuevamente trasladado al Penal de 

Marcos paz.  

 

 

3-OTROS CA SOS 

(Lista no exhaustiva)  

El Artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

establece: Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 

inhumanos o degradantes.   

La mayoría de estas víctimas fallecieron como consecuencia del trato 

recibido, otros sobreviven en lamentables condiciones de salud.  

 

1) Caso BECERRA ARAOZ Víctor David (Falleció  el 14/05/2009)  

Fue citado a concurrir a la Fiscalía 

Federal de la ciudad de San Luis,  

acusado de un delito de lesa 

humanidad . Se presentó 

voluntariamente  por sus propios medios , 

el día 20 de septiembre del 2006, y 

quedó detenido en el Comple jo 

                                                           
71  El personal médico así como los auxiliares, en su mayoría prestan funciones en el Hospital 

Municipal de Marcos Paz así como en el penal, permitiendo por acción u omisión este tipo de 

maniobras.  
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Penitenciario de esa ciudad.  

Su salud se fue deteriorando día a 

día, debido a  insuficiente 

atención sanitaria e inadecuada 

alimentación. Durante el año 2007 

sufrió do s traslados de urgencia al 

Complejo Sanitario de la ciudad 

San Luis, ordenados por el Jefe de 

Servicio Médico de la Unidad 

Carcelaria, por padecer episodios 

de descompensación o de 

coma diabétic o (la 

penitenciar ía no contaba con 

los elementos materiales o 

huma nos necesarios para su 

adecuado tratamiento 

médico,).  

Por tal motivo, se solicitó al juez 

a cargo del proceso la 

detención domiciliaria, que no 

fue ponderada ni resuelta por el 

Juez. Por vía recursiva   la 

Cámara Nacional  de Casación 

Penal, Sala IV, debido a las 

graves dolencias físicas 

probadas que sufría, ordenó  su 

detención domiciliaria.  

Con fecha 20 de octubre del 

2008 se inició el juicio oral y 

público, al  cual entró 

caminando dificultosamente y 

con ayuda, siendo  luego 

acomodado en la Sala de 

Debate por personal del 

Servicio Penitenciario de la 

Provincia de San Luis.  

Se encontraba pendiente de 

Víctor Becerra en una sala armada en las oficinas de los 

tribunales contiguas a la sala de audiencias, tenía 

gangrena  y sufrió varios accidentes cerebro vasculares, 

pese a ello los jueces lo obligaron a permanecer en los 

tribunales . 
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resolución un planteo respecto de la incapacidad mental sobreviniente 

que padecía, la que se resolvió de manera desfavorable por parte del 

Tribunal Oral, circunstancia que motivó la presentación de un recurso de 

casación, que la Cámara Nacional de Casación Penal de la Nación, con 

fecha 13 de marzo de 2009, resolvió de manera desfavorable basándose 

en exámenes médicos del año 200 8 e ignorando los estudios  posteriores y 

la voluminosa historia c línica donde se registran  internaciones durante los 

meses de noviembre y diciembre de 2008 y de enero, febrero y marzo de 

2009, en la Clínica Italia de la ciudad de San Luis como en el Comple jo 

Sanitario de San Luis.  

Desde el inicio del juicio, su salud se deterioró, ya que padeció anemia y 

fue transfundido en varias oportunidades, gangrena en ambos pies, 

tumor prostático, micosis bucofaríngea, hipoacusia, enfermedad renal en 

grado terminal (d ebió ser dializado día por medio), problemas de 

columna y reumatismo deformante en ambas manos, y de una simple 

diabetes propia de la edad pasó a ser DBT I -Diabético insulina 

dependiente -, además de sufrir reiterados episodios de hipertensión e 

hipotensió n arterial y un deterioro vascular grave en su sistema 

circulatorio.  

Durante el juicio oral se instaló en una oficina de los tribunales, una cama 

para que permaneciera durante las audiencias [ver fotos].  

Pocos días después de terminar 

el òjuicio oraló nuevamente fue 

internado y se le amputó  su 

pierna izquierda y un dedo del 

pie derecho; días después se le 

amputó la pierna derecha. 

Todo ello debido a su deterioro 

vascular, de lo que devino  su 

muerte el 14 de mayo de 2009 

en el Complejo Sanitario de 

San Luis, por Insuficiencia 

cardiorespiratoria - falla 

multiorgánica prevascular -diabetes  e insuficiencia renal , lo que 

comprueba que padecía una incapacidad mental sobreviniente en 

razón de sus patologías físicas de base que no le permitían de manera 

alguna ser sometido a juicio oral y público como se hizo. El Tribunal in 
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audita parte ordenó una autopsia del cadáv er -sin notificar a la defensa 

de ese hecho -, la que fue realizada por médicos forenses provinciales 

que ocultaron la obstrucción existente en de ambas arterias carótidas y 

los focos de infarto s cerebrovasculares existentes.  

Fue sometido a condiciones crue les y degradantes durante más de dos 

años, conden ándose  a un moribundo mientras era sometido al escarnio 

público.  

 

2) Caso MUSSERE José Martín ð 62 años  (Falleció  el 04/08/2011)  

El Comisario (RE) de la Policía de la Provincia  de Mendoza, falleció el día 

4 de agosto de 2011 a las 19:30 horas, como consecuencia de un paro 

cardiorespiratorio producto de una cardiopatía grave. Su fallecimiento se 

produjo estando detenido, en una celda para presos comunes en el 

pabellón 8  de  la Pen itenciaría de San Rafael, a pesar de la gravísima 

afección cardíaca que presentaba.  

La Cámara Federal de Apelaciones de Mendoza, con fecha 14 de marzo 

de 2007,  habría dispuesto  conceder el beneficio de la prisión domiciliaria 

por sus dolencias de coronari opatía severa por oclusión de la arteria 

coronaria derecha y circunfleja en su segmento distal , estenosis crítica de 

la obtusa marginal, primer plano diagonal y segmento distal de la 

descendencia anterior. Severo deterioro de la función ventricular 

izquierda ; razón por la cual y en atención a los informes del médico 

legista, mantiene un severo deterioro de la función sistólica.  Concluyente 

también fue el dictamen del doctor Maluenda Boldrini , cuando afirma en 

su testimonio: ési se deja al paciente en las co ndiciones actuales de 

detención debe considerarse al mismo un enfermo terminal . 

La Cámara  Federal  por unanimidad de sus integrantes resolv ió: òé 

Conceder el beneficio de la detención domiciliaria a José Martín 

Mussere, 

A pesar de los importantes antecedentes médico legales, al Tribunal 

poco  le importó  la salud, es más, poco  le importó el gravísimo riesgo de 

muerte que se cernía  sobre el imputado que falleció sin la atención 

médica adecuada , a tal punto que debieron recurrir a la asistencia 

privad a llamando al Servicio Coordinado de Emergencias, ya que el 

Servicio Penitenciario no contaba con los medios  necesarios  para 

garantizar su vida.  
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Atendiendo a que pese al dictamen fiscal y a la resolución de la 

Cámara , el Tribunal no le morigeró las condic iones de detención ni le 

suministró la debida atención médica, oportunamente, ante la justicia 

independiente, los jueces de ese Tribunal deberían responder por 

òhomicidio con dolo eventualó 

 

3) Caso NÚÑEZ Leonardo Luis ð 53 (Falleció  el 15/08/2010 ) 

El Sr. Núñez, con 53 años de edad, ingresó a la Unidad Penitenciaria , en 

perfecto estado de salud.  

Tras la denuncia del evidente deterioro de salud que sufría y ante a falta 

de medios adecuados para la atención de su dolencia, a requerimiento 

del Juzgado se resolvió su traslado al òSanatorio Colegialesó, sito en 

Conde 851 de la ciudad de Buenos Aires.  

Tan sólo tres d ías después y pese al grave diagnóstico que indicaba  que 

el Sr. Núñez se veía afectado  al menos por dos úlceras gástricas, una de 

ellas sangrante y con evidente deterioro de su salud, fue nuevamente 

remitido a la UP, pasando por la enfermería y seguidament e al pabellón 

denominado òde lesa humanidadó.  

Protesta de H y N ante los tribunales de Mendoza  
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Ante la gravedad de la situación, alrededor de las 17:00 hs fue 

trasladado en una ambulancia penitenciaria al Hospital de San 

Fernando, notoriamente alejado de la Protesta de Hijos y Nietos ante los 

tribunale s de San Rafael -Mendoza  

Unidad Penitenciaria , donde al llegar se inform ó que no ha bía  

capacidad para  alojarlo ni para asistirlo, razón por la cual contin uó  en la 

ambulancia òdando vueltasó hasta las 10:00 hs. del d²a siguiente, cuando 

fue  internado en el òHospital Privado Modelo Vicente L·pezó en el sector 

de terapia intensiva con un cuadro complicado y respirador artificial, 

hasta que se produ jo su deceso.  

Núñez permaneció, moribundo en una ambulancia, por el término de 

diecisiete   horas.  

 

4) Caso MARTÍNEZ DE HOZ José Alfredo ð 87 (Falleció  el 

16/03/2013  

El 20 de mayo del 2010 el juez Oyarbide dispuso arbitrariamente el 

traslado del Dr. Martínez de Hoz desde la clínica en la cual estaba 

internado , al Complejo Penitenciario Federal Nº 1, HPC1 Ezeiza,  a pesar 

de su delicado estado de salud comprobado por numerosos informes 

médicos oficiales y privados presentados en el incidente de arresto 

domiciliario  en trámite ante el mismo Juez.  Ese día, por insistencia del 

Juez Oyarbide, el Dr. Martínez de Hoz fue  retirado de la Clínica Los Arcos, 

donde se encontraba internado para ser intervenido quirúrgicamente 

dent ro de las siguientes 48 horas.  El servicio médico interno de la U nidad 

Penitenciaria inform· al d²a siguiente, que el HPC1 òno re¼ne las 

condiciones d e infraestructura como para mantener en el nivel 

adecuado la compleja asistencia que requiere un paciente de este 

tipoó. 

Con motivo del traslado, la defensa de Martínez de Hoz solicitó a la 

Cámara por su Sala II una medida cautelar en el contexto de un Rec urso 

de Queja por retardo en la decisión del pedido de arresto domiciliario 

que entonc es tramitaba ante ese tribunal.  La Cámara dio intervención al 

Juez de Instrucción a cargo del Juzgado Nº 1, Secretaría Nº 5 (Dr. Alberto 

Baños), quien de inmediato solici tó que un médico forense se 

constituyera en la Unidad Penitenciaria. Así, el Dr. José Luis Luppi, 
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cumpliendo la directiva, elevó un informe el 21 de mayo de 2010, a las 

17.00 hs. que dice:  

[Mart²nez de Hoz] òno pod²a estar alojado en esa unidad atento al 

delicado estado de salud, no contando con personal capacitado para 

su atención ni suficiente número para darle dedicación permanente que 

requiere en el cuadro en que está inmerso . El laboratorio no cuenta con 

material adecuado para realizarle los eventuales  análisis que demanda 

su cond ición durante el fin de semana.  Por lo demás, se prev é una 

cirugía para el 26.05.10.  Aconseja inmediata restitución para que pueda 

realizar el tratamiento pre -quir¼rgico adecuado para la intervenci·nó. A 

raíz de ello, el Dr. Ba ños dispuso la inmediata restitución del Dr. Martínez 

de Hoz y su re -internación en la Clínica Los Arcos, lo que se cumplió en 

horas de la noche el mismo día 21 de mayo.  

En su resolución, el Juez Baños invocó cuestiones de extrema urgencia y 

gravedad institucional, sosteniendo entre otras cosas:  

Como hombre de derecho, comparto por convicción propia y 

contundencia la teoría de la Corte en cuanto a que cuando se observan 

groseras acciones u omisiones que de forma manifiesta y clara, en 

cualquier modo pu edan vulnerar una garantía constitucionalmente 

protegida, el juez, un juez, el que corresponda, debe remediar de 

inmediato la situación, aun  cuando esta fuera provocada por otro juez.  

A veces, uno mismo es el que debe hacer jurisprudencia.  No tengo 

dudas d e ello. Tengo para mí que la situación implica un indebido 

agravamiento de las condiciones que cumple la detenci·n é Las 

averiguaciones realizadas en este expediente me han llevado a la 

convicción que sin demora, más allá de quién decida la cuestión de 

fon do, debe n adoptarse decisiones de morigeración .  

Continúa el juez:  El notable deterioro de la condición física del 

amparado más su avanzada edad y la contundencia del informe 

médico forense con que cuento , me persuaden de  la conveniencia de 

previo a pasar la denuncia al Juez que creo que es competente para 

resolver la cuestión, hacer cesar esas condiciones que a mi modo de ver 

agravan las condiciones del imputado.  

A ello se suma que conforme a la historia clínica del Dr. M artínez de Hoz y 

los certificados de los médicos que lo atendían obrantes en el 
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mencionado incidente de arresto domiciliario: òel paciente no debe ser 

trasladado del sanatorio tal cual lo he expresado en la historia clínica 

hasta  tanto finalice su tratamie nto.  Así, no hacerlo sería altamente 

riesgoso para su integridad f²sicaó (certificado del Dr. Miguens del 

19/5/10). Su traslado acentuó pues el riesgo en relación con el delicado 

estado de su salud, a la vez que configuró una coacción innecesaria . 

Ese malt rato se llevó a cabo contra la expresa opinión del fiscal, quien 

instó a la necesidad de cumplir con la ley al dictaminar favorablemente 

sobre el  pedido de prisión domiciliaria.  

El traslado forzado de Martínez de Hoz fue efectuado a pesar de las 

expresas o bjeciones de uno de los médicos que lo atendía (Dr. Federico 

Miguens , traumatólogo) que estaba presente en el momento en que se 

presentó la comisión para su traslado. Peor aún, ese traslado se realizó 

luego que el personal a cargo de la comisión del Servic io Penitenciario 

Federal consultara con el juzgado del Dr. Oyarbide, que ratificó la 

exige ncia de su inmediato traslado.  

Se pretendió así, encerrarlo sí o sí, costara lo que costase, en una cárcel 

pública.  Como dijeron sus hijos en una solicitada publicada  el viernes 21 

de mayo: òMart²nez de Hoz, trofeo para el bicentenario y despu®sé àsu 

muerte? 72. 

Pese a la òtentativa de homicidioó obrada por el juez Oyarbide73, y 

gracias al profesionalismo de un fiscal y de los médicos que intervinieron 

en el caso, el juez  pre varicador no logró su cometido.  

 

5) Caso  SAINT JEAN Ibérico Manuel ð 90 años  (Falleció 

el 05/10/2012  

Citado a declarar , fue detenido y ordenada su internación por razones 

de edad y de salud en su domicilio.  

Pese a la presentación de historias clínicas y certificados de diversos 

médicos, verificados por médicos forenses, que daban cuenta de la 

edad -90 años -, de  un tratamiento contra el cáncer y una operación 

reciente por esta enfermedad desplazarse únicamente en silla de ruedas , 

                                                           
72 http://www.perfil.com/contenidos/2010/05/21 /noticia_0020.html  
73 Oyarbide es un juez federal  fuertemente cuestionado por el resultado de las causas de 

corrupción de funcionarios del gobierno . 
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padecer una afección car díac a  con un marcapasos instalado en forma 

permanente y deterioro mental creciente, la Sala I de la Cámara Federal 

de La Plata revocó su detención domiciliaria , y orden ó su traslado a una  

cárcel , desconociendo 8 dictámenes forenses que lo declararon incapa z 

para estar en juicio. 74 

Internado en el hospital del penal de Ezeiza  [HPC I] en el mes de 

setiembre, en silla de ruedas permanente , 4 ó 5 día después sufrió una 

crisis card íaca por lo que fue  derivado al Hos pital Eurnekian de la ciudad 

de  Ezeiza. Luego de trámites urgentes de sus familiares fue  trasladado al 

Hospital Militar.  

Cabe citar que el Hospital Eurnekian, se expidió en el incidente de prisión 

domiciliar ia de  otro interno , que no está en condiciones de atender 

emergencias de este t ipo, porque cardiología se atiende  en consultorios 

externos.  

 Su hijo escribió en el diario  La Nación :  

No escribo como hijo, sino como abogado. Noventa años de edad, con 

cáncer, cardíaco, sin posibilidad de autonomía física, ocho dictámenes 

médicos del cuerpo Forense de la Corte  Suprema lo declaran incapaz 

para estar en juicio. Y, además de juzgarlo ilegalm ente, ahora, luego de 

cuatro años y medio de prisión domiciliaria, lo envían a una cárcel 

común.  

Esto sólo ocurre con los militares y policías que combatieron el terrorismo 

y ahora también con quienes ocuparon cargos públicos en los años 70. 

¿Desde cuándo  se instaló la crueldad en la aplicación de la ley en 

nuestro país?, ¿cuándo se autorizaron la discriminación, el odio, la 

venganza, la mortificación innecesaria de los detenidos?, ¿por qué se 

aplica retroactivamente la ley penal y sólo a ellos?, ¿desde cu ándo para 

castigar la ilegalidad se recurre a otra ilegalidad?  

Basta de hablar de la democracia argentina. Una sociedad con parias 

no es democracia ni podría, jamás, ser llamada argentina  

 

                                                           
74 http://www.lanacion.com.ar/1511187 -fuerte -critica -al -trato -de -militares -encarcelados  
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Gral. Bussi a la izquierda con oxígeno 

durante las audiencias. Lo tuvieron que 

retirar de la sala, falleció  poco después de 

finalizado el juicio. 

 

6) Caso ZIMMERMANN Mario Albino ð 77 años  (Falleció el 

04/03/2010  

En el año 2005, ingresó al Hospital Militar de Campo de Mayo [HMCM] 

descompensado hemodinámicamente. Ese fue mismo año fue 

trasladado al Hospital Militar Central para ser operado de cáncer de 

colon y posteriormente fue tratado con quimioterapia.  

  

 

7) Caso BUSSI Domingo - 85 años  (Falleció e  l 24/11/2011)

 

 

 


